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Introducción 
El texto constitucional es la fuente primordial en la conformación, diseño, apoyo, 
fundamento y funcionalidad de las instituciones en México. La fiscalización y la acción 
auditora en México no son la excepción, es decir que encuentran, en nuestra Carta 
Magna, su referencia esencial y un soporte vital.

El presente volumen busca abstraer del texto constitucional los contenidos conceptuales 
que pertenecen a la fiscalización y la función auditora para así contar con un 
Vocabulario Constitucional de la materia.

El propósito del trabajo es reunir en un solo documento las voces y entradas de la 
fiscalización contenidas en la Constitución mexicana. La relevancia de un trabajo de 
este tipo consiste en integrar un insumo de utilidad tanto para el especialista como 
para el público en general con el objetivo de plantear las fortalezas y eventuales áreas 
de oportunidad de la fiscalización en México. 

El cambio institucional y la mejora continua de procesos y procedimientos de fiscalización 
se originan en el campo del conocimiento, es por esta razón que fortalecer la 
institución auditora, sus mecanismos de transparencia de participación ciudadana y 
visualizar de mejor manera sus interacciones con otras instituciones necesarias en su 
labor, atraviesa necesariamente por una determinación constitucional de los preceptos 
y conceptos constitucionales básicos de auditoria. 

Los contenidos de fiscalización aparecen en la Constitución mexicana vinculados a temas 
y problemas muy diversos. El legislador mexicano, en nueve artículos constitucionales, 
previó los auxilios y apoyos de las técnicas, procedimientos y mecanismos de 
fiscalización en nuestro país, según se aprecia en el cuadro 1.
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Cuadro 1. Menciones constitucionales de la fiscalización en México: el caso federal
No. Artículo Constitucional Materia o tema
1. Artículo Sexto Libre manifestación de ideas/Derecho de acceso a la 

información
2. Artículo 41 Soberanía/Partidos Políticos/Instituto Nacional Electoral
3. Artículo 73 Facultades del Congreso
4. Artículo 74 Facultades exclusivas de la Cámara de Diputados.
5. Artículo 79 Fiscalización Superior de la Federación
6. Artículo 109 Responsabilidad frente al Estado de servidores públicos y 

particulares 
7. Artículo 113 Sistema Nacional Anticorrupción
8. Artículo 116 El poder público de los estados
9. Artículo 122 La Ciudad de México
Fuente: Elaboración propia con base en CPEUM

Se puede observar que la fiscalización tiene vínculos y conexiones con las diversas 
instituciones que componen el sistema político mexicano, tanto a nivel federal como 
local, en los tres niveles de gobierno y en los tres poderes de la unión. El sentido 
básico de una estructura tan amplia es la lucha contra la corrupción en México, que 
sin duda es un activo institucional relevante pero que, al mismo tiempo, representa 
una nueva oportunidad para la mejora continua.

Con esta conciencia de cambio y transformación que el conocimiento puede proveer 
se pone en manos del amable lector el presente volumen.
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Voces

Letra A
	• Acciones emprendidas ante recomendaciones de la Auditoría Superior de la 

Federación (ASF). Proceso institucionalizado de respuesta ante recomendaciones 
de auditoría generadas por la ASF. Según lo establecido el párrafo quinto de la 
Fracción Segunda del Artículo 79 Constitucional, que a la letra dice: “en el caso de 
las recomendaciones, las entidades fiscalizadas deberán precisar ante la Auditoría 
Superior de la Federación las mejoras realizadas, las acciones emprendidas o, en 
su caso, justificar su improcedencia”. Este subproceso corresponde, en el mapa de 
la labor auditora, a la fase de seguimiento de observaciones y de acciones.

	• Acciones de Fiscalización. Procedimientos institucionales vinculados al control 
de cuentas que permiten juzgar el ejercicio presupuestal de acuerdo con los 
principios de legalidad, definitividad, imparcialidad y confiabilidad, conforme lo 
dispuesto por el Artículo 79 Constitucional. En un contraste con la voz de 
“Categoría del indicador” desarrollado por normativas de fiscalización, se puede 
afirmar que existen tres tipos de acciones de fiscalización, las cuales son: Acciones 
estratégicas, vinculadas a la revisión de la gestión de objetivos; acciones tácticas, 
vinculadas a la evaluación de la gestión de proyectos y, finalmente, las acciones 
operativas. La doctrina en materia de normatividad señala sobre este último tipo 
de acciones que “es en este nivel donde se desarrollan las tareas o programas y 
se generan los procesos productivos, medulares o de apoyo de la organización, 
por lo que, de allí proviene la mayor parte de la información que se genera”. Cfr. 
Voz “Categoría del indicador” en (ASF: 2009; 76).

	• Acciones promovidas. En el artículo 14, fracción III de la Ley de Fiscalización 
y Rendición de Cuentas de la Federación refiere que uno de los objetos de la 
fiscalización es el de “Promover las acciones o denuncias correspondientes para 
la imposición de las sanciones administrativas y penales por las faltas graves que 
se adviertan derivado de sus auditorías e investigaciones, así como dar vista a las 
autoridades competentes cuando detecte la comisión de faltas administrativas no 
graves para que continúen la investigación respectiva y promuevan la imposición 
de las sanciones que procedan”. De acuerdo con el Artículo 79, fracción II, párrafo 
sexto Constitucional “la Auditoría Superior de la Federación deberá entregar a la 
Cámara de Diputados, los días 1 de los meses de mayo y noviembre de cada año, 
un informe sobre la situación que guardan las observaciones, recomendaciones y 
acciones promovidas, correspondientes a cada uno de los informes individuales de 
auditoría que haya presentado”. 
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	• Aclaraciones a los informes individuales de auditoría. Se trata de un mecanismo 
institucional, ordinario y normado que está previsto en la fase de compulsa y 
contraste de información de documentos como parte de las reacciones necesarias 
para generar un resultado cotejado, cierto y específico en el resultado de la 
fiscalización de la cuenta pública. En los términos descritos por el párrafo segundo 
de la fracción II del artículo 79 Constitucional, se puede decir que, “de manera 
previa a la presentación del Informe General Ejecutivo y de los informes individuales 
de auditoría, se dará a conocer a las entidades fiscalizadas la parte que les 
corresponda de los resultados de su revisión, a efecto de que éstas presenten las 
justificaciones y aclaraciones que correspondan, las cuales deberán ser valoradas 
por la Auditoría Superior de la Federación para la elaboración de los informes 
individuales de auditoría”.

	• Actividad administrativa irregular. El Artículo 109 constitucional hace referencia 
a los supuestos de responsabilidad frente al Estado de los servidores públicos y 
particulares que incurran en prácticas indebidas, cuyas sanciones van desde lo 
administrativo (Amonestación Privada, Amonestación Pública, Suspensión, Destitución 
e Inhabilitación) hasta el Juicio Político. Por eso esta voz hace referencia a los 
actos de servidores públicos que puedan imputarse como violatorios del bien 
común, es decir, de la correcta y adecuada legalidad en el ingreso, egreso, manejo, 
custodia y aplicación de fondos y recursos públicos. El sesgo ante la legalidad es 
lo que permite o no acreditar el estatus de “irregular”. Por esta razón, la fracción 
III del Precepto constitucional invocado genera la sinónima constitucional entre los 
términos “irregular” y “conducta ilícita”.

	• Actos. La literatura jurídica consagrada en las obras de (Burgoa, Ignacio: 1989; 
García Maynez, Eduardo: 2004; Pina, Rafael, de: 1993; Villoro Toranzo, Miguel: 
2012) establece que el sentido y la trama de la vida jurídica se compone de actos 
y hechos jurídicos. De acuerdo con este marco, “el nacimiento, modificación y 
extensión de los derechos tiene su origen en hechos o actos que, en conjunción 
con las normas jurídicas, forman la trama de la vida del derecho” (1993; 263). 
En cuanto a la distinción entre unos y otros, la literatura señala que un “hecho 
jurídico no es, desde luego, lo mismo que [un] acto jurídico. Existen, en efecto, 
hechos jurídicos de distinta naturaleza; independientes de la voluntad humana 
(acontecimientos naturales o accidentes) y dependientes de ella (un contrato, 
un testamento). Los primeros reciben la denominación de hechos jurídicos; los 
segundos la de actos jurídicos (y también, algunos de ellos, negocios jurídicos)” 
(1993; 264). La distinción es útil para comprender lo estipulado en la Fracción I del 
Artículo 109 Constitucional, que a la letra dice: “actos u omisiones que redunden 
en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho”. 
El contexto constitucional asume que las omisiones deben ser acreditadas como 
“actos jurídicos”, es decir, como decisiones de los funcionarios públicos y sobre 
esta naturaleza acreditada de “acto jurídico” es que se puede hablar del tipo de 
sanción correspondiente.
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	• Actuar a nombre o representación. La literatura especializada explica la función 
de la representación jurídica en la vida y desarrollo de nuestras sociedades 
como un asunto básico y fundamental a la vez. Principalmente se destaca su 
complejidad al definirla como una “facultad que permite a una persona realizar 
actos jurídicos permaneciendo inmune a sus efectos, mientras que estos derivan 
a una esfera ajena; por lo que es necesario determinar además la naturaleza y 
los requisitos del acto que la confiera, así como la capacidad que ha de tener 
quien sea el representante, las consecuencias de los vicios que puedan afectar su 
voluntad o la de su representada, la influencia sobre el acto de ciertos estados 
subjetivos de ambos como su buena o mala fe y su conocimiento o ignorancia de 
determinadas circunstancias, las diferentes clases de representación que existen, 
sus fuentes y sus consecuencias, cómo externan su voluntad personas morales, 
etcétera” (Oliveros Lara, Rafael Manuel: 2017; 124). En este sentido, la fracción 
IV del Artículo 109 Constitucional dota de eficacia a las sanciones referidas al 
ámbito de la fiscalización de las cuentas públicas al incluir en sus supuestos 
normativos los fenómenos de representación jurídica. Es de precisar que, el citado 
ordenamiento dispone de forma textual lo siguiente: “las personas morales serán 
sancionadas en los términos de esta fracción cuando los actos vinculados con 
faltas administrativas graves sean realizados por personas físicas que actúen a 
nombre o representación de la persona moral y en beneficio de ella”.

	• Administración de Recursos Federales. En el ámbito de la fiscalización se asume 
que los “recursos públicos” son los montos económicos “aprobados en el Presupuesto 
de Egresos de la Federación, que se transfieren a las entidades federativas y, por 
conducto de éstas, a los municipios y a las demarcaciones territoriales del Distrito 
Federal, así como los recursos federales que se ejerzan de manera concurrente con 
recursos de dichos órdenes de gobierno, conforme a las disposiciones aplicables” 
(Cfr. ASF: 2013; 163 – 199, Voz: <<Gasto federalizado>>). En el ámbito constitucional, 
sabemos por la fracción IV del Artículo 74 Constitucional, que la aprobación del 
presupuesto es una de las facultades exclusivas de la Cámara de Diputados Federal. Y 
en la racionalidad representativa se asume que, mientras el Senado de la República 
representa a los estados, la Cámara de Diputados representa a los distritos. La 
carga simbólica es relevante porque significa que la Cámara de Diputados aprueba 
el presupuesto a nombre del pueblo. En este punto es necesario hacer un viraje 
hacia la teoría de la democracia. En este marco se asume que: “lo público no sólo 
evoca el ámbito en el que los ciudadanos formulan autónomamente los asuntos 
de interés general, sino también las capacidades colectivas que el Estado debe 
garantizar para conformar un espacio común y compartido” (Lazzetta, Osvaldo: 
2008; 50). Esto significa que los recursos federales son el corazón de lo público, 
la manera en que el Estado garantiza a todos los ciudadanos un espacio común 
y compartido. La administración de recursos federales implica la vigilancia del 
uso correcto y adecuado de recursos públicos. En este sentido, el primer párrafo 
del Artículo 134 Constitucional establece lo siguiente: “los recursos económicos 
de que dispongan la Federación, las entidades federativas, los Municipios y las 
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demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, se administrarán con eficiencia, 
eficacia, economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los 
que estén destinados”. Asimismo, resulta importante señalar que el uso correcto 
de los recursos públicos se relaciona con el uso incorrecto, por lo cual, el primer 
párrafo de la fracción IV del Artículo 79 Constitucional, establece la facultad de 
la Auditoría Superior de la Federación para que, derivado de sus investigaciones, 
promueva las responsabilidades que sean aplicables ante el Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa y la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, 
a efecto de imponer las sanciones que correspondan a los servidores públicos 
federales, a los servidores públicos de los estados, municipios, de la Ciudad de 
México y sus demarcaciones territoriales, así como a los particulares. 

	• Adquisiciones. Conforme a lo establecido en la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos 
y Servicios del Sector Público (LAASSP), reglamentaria del Artículo 134 Constitucional, 
las adquisiciones son, junto con los arrendamientos y servicios, contratos a través 
de los cuales el Sector Público provee insumos con la finalidad de realizar 
adecuadamente sus funciones. Acorde a lo establecido en el Artículo 3 de la 
LAASSP el cual señala que entre las Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios 
quedan comprendidos: Las adquisiciones y los arrendamientos de bienes muebles; 
las adquisiciones de bienes muebles que deban incorporarse, adherirse o destinarse 
a un inmueble, que sean necesarios para la realización de las obras públicas por 
administración directa, o los que suministren las dependencias y entidades de 
acuerdo con lo pactado en los contratos de obra pública; adquisiciones de bienes 
muebles que incluyan la instalación por parte del proveedor, en inmuebles que se 
encuentren bajo la responsabilidad de las dependencias y entidades, cuando su 
precio sea superior al de su instalación; la contratación de los servicios relativos 
a bienes muebles que se encuentren incorporados o adheridos a inmuebles, 
cuyo mantenimiento no implique modificación alguna al propio inmueble, y sea 
prestado por persona cuya actividad comercial corresponda al servicio requerido; la 
reconstrucción y mantenimiento de bienes muebles; maquila; seguros; transportación 
de bienes muebles o personas, y contratación de servicios de limpieza y vigilancia; 
la prestación de servicios de largo plazo que involucren recursos de varios ejercicios 
fiscales, a cargo de un inversionista proveedor, el cual se obliga a proporcionarlos 
con los activos que provea por sí o a través de un tercero, de conformidad con 
un proyecto para la prestación de dichos servicios; la prestación de servicios de 
personas físicas, excepto la contratación de servicios personales subordinados o 
bajo el régimen de honorarios, la contratación de consultorías, asesorías, estudios e 
investigaciones y, en general, los servicios de cualquier naturaleza cuya prestación 
genere una obligación de pago para las dependencias y entidades, salvo que la 
contratación se encuentre regulada en forma específica por otras disposiciones 
legales. Finalmente, es importante señalar que para monitorear y transparentar 
el proceso de adquisiciones el Estado mexicano decidió controlar el proceso de 
adquisiciones a través de la plataforma CompraNet en la que se registra y difunde 
información pública gubernamental sobre adquisiciones, arrendamientos y servicios, 
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integrado entre otra información, por los programas anuales en la materia, de las 
dependencias y entidades; el registro único de proveedores; el padrón de testigos 
sociales; el registro de proveedores sancionados; las convocatorias a la licitación 
y sus modificaciones; las invitaciones a cuando menos tres personas; las actas de 
las juntas de  aclaraciones, del acto de presentación y apertura de proposiciones 
y de fallo; los testimonios de los testigos sociales; los datos de los contratos y 
los convenios modificatorios; las adjudicaciones directas; las resoluciones de la 
instancia de inconformidad que hayan causado estado, y las notificaciones y avisos 
correspondientes de conformidad con la Fracción II del Artículo 2º de la LAASSP.

	• Amonestación. De acuerdo con la literatura especializada en materia de fiscalización, 
la amonestación es un tipo de sanción administrativa, junto con la suspensión, 
destitución e Inhabilitación y cada una se refiere a su propio tipo legal. En el caso 
concreto, la amonestación se define como “una corrección disciplinaria mediante 
la cual el órgano competente advierte al servidor público responsable, que su 
conducta es violatoria del marco jurídico que regula su función. La amonestación 
puede ser pública o privada”. (Guajardo Cantú, Gerardo: 2013, 66). Por otra parte, 
el primer párrafo de la fracción II del Artículo 109 Constitucional señala que se 
aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u 
omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia 
que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas 
sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así 
como también en sanciones económicas.

	• Aplicación de fondos y recursos Federales. Alude a la causa formal y autorizada 
de ejercer recursos públicos. Por su propia naturaleza se trata de una forma 
emplazada y sujeta a los valores últimos de la fiscalización. Por ello la aplicación de 
fondos y recursos federales refiere a un modo emplazado y sujeto a la eficiencia, 
eficacia, economía, transparencia y la honradez. Se trata de un modo y un manejo 
que, además, debe estar sujeto a trazabilidad y manejo de archivos, a efecto de 
hacer frente a cualquier observación de parte de la autoridad fiscalizadora en las 
diferentes fases del proceso de la fiscalización de los recursos públicos. El artículo 
79 Constitucional refiere la aplicación de fondos y recursos federales como un 
ámbito de aplicación de las facultades de la Auditoría Superior de la Federación 
(ASF), en tanto que, el artículo 109 Constitucional hace referencia al término para 
deslindar los tramos de responsabilidad en el proceso de la actividad auditora, 
entre el Poder Judicial de la Federación y la propia ASF.

	• Archivos. De acuerdo con lo establecido en el Artículo 4. De la Ley General 
de Archivos, estos son definidos como el “conjunto organizado de documentos 
producidos o recibidos por los sujetos obligados en el ejercicio de sus atribuciones 
y funciones, con independencia del soporte, espacio o lugar que se resguarden”.
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	• Arrendamientos. El Código Civil Federal establece en su Artículo 2398 que hay 
(A) “cuando dos partes contratantes se obligan recíprocamente, una, a conceder 
el uso o goce temporal de una cosa, y la otra, a pagar por ese uso o goce 
un precio cierto”. En su Artículo 2399 menciona que “el precio el arrendamiento 
puede consistir en una suma de dinero o en cualquiera otra cosa equivalente” con 
tal de que sea cierta y determinada y en el Artículo 2400 que “son susceptibles 
de arrendamiento todos los bienes que pueden usarse sin consumirse; excepto 
aquellos que la ley prohíbe arrendar y los derechos estrictamente personales”. 

	• Auditoría Superior de la Federación. De conformidad con lo establecido en 
el artículo 79 constitucional, es el órgano técnico especializado de la Cámara 
de Diputados, dotado de autonomía técnica y de gestión, que se encarga de 
fiscalizar el uso de los recursos públicos federales en los tres Poderes de la Unión; 
los órganos constitucionales autónomos; los estados y municipios; y en general 
cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada que haya captado, 
recaudado, administrado, manejado o ejercido recursos públicos federales.

	• Autonomía Técnica y de Gestión. En el Estudio “Aproximación al Concepto 
de Autonomía Técnica y de Gestión” (UNAM: 2007) se menciona que si bien no 
existe en la legislación y tampoco en la interpretación judicial una definición 
precisa de lo que deba entenderse por “autonomía técnica y de gestión”, la 
concepción etimológica sugiere que la autonomía técnica implica la capacidad 
que se reconoce a un órgano para regir su comportamiento bajo criterios de 
especialización, sin depender de criterios de comportamiento dictados desde otro 
órgano y la autonomía de gestión consiste en la capacidad para decidir libremente 
la administración, manejo, custodia y aplicación de sus ingresos, egresos, fondos 
y en general, de todos los recursos públicos que utilice para la ejecución de 
los objetivos contenidos en la Constitución y las leyes. Por su parte, la Ley de 
Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación define, en el artículo 
4 fracción III, a la Autonomía de gestión como la “facultad de la Auditoría 
Superior de la Federación para decidir sobre su organización interna, estructura y 
funcionamiento, así como la administración de sus recursos humanos, materiales 
y financieros que utilice para la ejecución de sus atribuciones, en los términos 
contenidos en la Constitución y esta Ley”. En tanto, en su fracción IV, define la 
autonomía técnica como la “facultad de la Auditoría Superior de la Federación 
para decidir sobre la planeación, programación, ejecución, informe y seguimiento 
en el proceso de la fiscalización superior”.
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Letra B
	• Bases y principios para la efectiva coordinación de autoridades. Se refiere 

al establecimiento de mecanismos formales que garanticen la participación de dos 
o más Entes Públicos, en el mismo o diferente nivel de gobierno, en la atención 
de un problema, programa o política pública para lo cual se formalizan acuerdos, 
convenios o cualquier otro instrumento legal, el cual identifica a las partes, 
delimita la participación de estas, asigna sus responsabilidades y atribuciones y los 
recursos de cualquier índole que aportan, así como la duración de la coordinación, 
entre otras. 

	• Beneficio económico. De acuerdo con Javier Sánchez Galán (2016) es la 
diferencia entre el patrimonio neto de un año con respecto al patrimonio neto 
del año anterior. Es un concepto ampliamente extendido y empleado en el ámbito 
económico, tanto a nivel macroeconómico como microeconómico. Desde la visión 
macroeconómica, el beneficio económico se entiende como un incremento en la 
riqueza de un país o región en particular, y en el microeconómico este concepto 
se conoce como “utilidad” o “utilidades”, lo que es la búsqueda de rentas para 
los dueños o accionistas y maximizar el beneficio en el futuro.

Letra C
	• Cámara de Diputados. De conformidad con lo establecido en los artículos 50 

al 54 constitucionales, la (CD) es una de las dos Cámaras que conforman el 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, en las cuales se deposita 
el Poder Legislativo de la Unión. La (CD) se compondrá de representantes de 
la Nación, electos en su totalidad cada tres años y estará integrada por 300 
personas que tendrán el carácter de diputadas, las cuales serán electas según 
el principio de votación mayoritaria relativa, mediante el sistema de distritos 
electorales uninominales, así como por 200 diputadas y diputados que serán 
electos según el principio de representación proporcional, mediante el Sistema de 
Listas Regionales, votadas en circunscripciones plurinominales.

	• Carácter Público. Expresión que alude a la naturaleza de una determinada relación 
jurídica, ya que, si bien no existe una absoluta separación entre el derecho público 
y privado, dada una situación jurídica determinada existe una preeminencia de uno 
u otro derecho, de allí que, según la naturaleza, pública o privada, de las normas 
jurídicas que predominen, se le asigne a dicha situación uno u otro carácter.
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	• Cateo. De acuerdo con la literatura jurídica, el (C) es una protección constitucional 
establecida en el artículo 16 el cual establece que “nadie puede ser molestado en 
su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento 
escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del 
procedimiento”. Por lo expuesto se puede afirmar que el (C) es un acto de 
inspección para la búsqueda de personas u objetos que se buscan derivado de 
un mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa 
legal del procedimiento al que debe limitarse la diligencia.

	• Ciudad de México. De conformidad con lo establecido en la CPEUM en su 
artículo 44, “es la entidad federativa sede de los Poderes de la Unión y Capital 
de los Estados Unidos Mexicanos” y en su artículo 122 refiere que “que goza 
de autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y a su organización 
política y administrativa”.

	• Ciudadano. Es la persona mayor de edad que ha nacido en un Estado y que tiene 
un vínculo jurídico con éste. La literatura designa este vínculo con el término de 
<<ciudadanía>>. De acuerdo con este matiz, el término ciudadanía significa al menos 
dos cosas: “una pertenencia a un lugar (territorio) de la cual se deriva un conjunto 
de derechos en igualdad de condiciones para todos los que pertenecen. Segunda, 
un derecho subjetivo del hombre (sin vínculo necesario con una comunidad) a 
partir del cual se ponderan actividades privadas, tales como el trabajo, el comercio, 
etc” (Matamoros Franco, Nora María y Rivas Prats, Fermín Edgardo: 2020; 45). 
El párrafo tercero de la fracción IV del artículo 109 de la Constitución refiere el 
término vinculado a las denuncias sobre irregularidades en el ejercicio del gasto 
público. Las denuncias ciudadanas son un derecho, a partir del cual la ciudadanía 
entra en relación con el Estado, con el objeto de advertir presuntos actos de 
corrupción en programas o entidades públicas. Típicamente en la Auditoría Superior 
de la Federación (ASF) se asume la figura de denuncias ciudadanas como parte 
del menú disponible de “fuentes de información” para la programación “Anual de 
Auditorías para la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública, instrumento con 
el que se da inicio al proceso de fiscalización de la Auditoría Superior de la 
Federación (ASF)” (Colmenares Páramo, David: 12/02/2021).

	• Combate a la corrupción. De acuerdo con la definición de Arturo del Castillo 
(2003), “la corrupción consiste en la violación de una obligación por parte de un 
funcionario público (burócrata) o representante popular (político) con el objeto de 
obtener un beneficio personal, en forma de dinero o regalos, de la persona que 
lo soborna o a quien extorsiona”. En este sentido, el combate a ella es definido 
por David Arellano Gault y Jesús F. Hernández Galicia (2016) como “la cooperación 
abierta de actores y organizaciones para contrarrestar la cooperación oculta de 
actores y organizaciones que explotan ilegal e inequitativamente las instituciones, 
la función pública y los recursos del erario”.
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	• Comisión de Delitos. El Diccionario del Español de México refiere que en su 
cuarta acepción que la comisión es el “acto de cometer”. Por su parte Alejandro 
Sánchez Vega (1991), refiere que “la palabra delito deriva del latín ‘delinquere’ que 
significa abandonar, apartarse del buen camino, alejarse del sendero de la ley”; 
y el Código Penal Federal refiere que “delito es el acto u omisión que sancionan 
las leyes penales”; por lo tanto, la comisión de delitos es el acto por el cual se 
comete una acción alejada de la ley y que es sancionada por la regulación penal.

	• Comité de Participación Ciudadana. De conformidad con lo establecido en 
el Artículo 3. Fracción IV, 15 y 16, de la Ley General del Sistema Nacional 
Anticorrupción, es “la instancia colegiada” que “tiene como objetivo coadyuvar, al 
cumplimiento de los objetivos del Comité Coordinador, así como ser la instancia 
de vinculación con las organizaciones sociales y académicas relacionadas con las 
materias del Sistema Nacional”. Estará “integrado por cinco ciudadanos de probidad 
y prestigio que se hayan destacado por su contribución a la transparencia, la 
rendición de cuentas o el combate a la corrupción.

	• Comité Coordinador del Sistema. De conformidad con el Artículo 3. Fracción 
III, y 8, de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, es la instancia 
“encargada de la coordinación y eficacia del Sistema Nacional” y la “responsable 
de establecer mecanismos de coordinación entre los integrantes del Sistema 
Nacional y tendrá bajo su encargo el diseño, promoción y evaluación de políticas 
públicas de combate a la corrupción”.

	• Confiabilidad. El Diccionario del Español de México la define como la “confianza 
y certeza que se puede tener en el comportamiento de alguien o de alguna cosa´”.

	• Constitución. de acuerdo con Arteaga Nava (1999), “una constitución es un 
complejo normativo. Es un conjunto de normas dispuestas sistemáticamente con el 
propósito de organizar, en nuestro caso, al estado mexicano. Dichas normas son 
de jerarquía superior, permanente, escritas, generales y reformables”.

	• Constitución Local. El concepto que proporciona el Diccionario Jurídico Mexicano 
(1994), de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es que “en el Estado federal 
las entidades federativas son autónomas; esta autonomía se traduce en la facultad 
que tiene para darse su propia constitución, que es la base de su orden jurídico 
interno y para reformarla. Las constituciones locales o de las entidades federativas 
deben ceñirse, necesariamente, a las estipulaciones contenidas en la Constitución 
General de la República, en la que se establecen las bases mínimas generales de 
su organización gubernativa”.

	• Control y Registro Contable. El Glosario de Términos más Usuales en la 
Administración Pública Federal (1998), estable que el control contable refiere al 
“procedimiento administrativo empleado para conservar la exactitud y la veracidad 
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en las transacciones y en la contabilización de éstas; se ejerce tomando como 
base las cifras de operación presupuestadas y se les compara con las que arroja 
la contabilidad”. Por su parte, el Registro Contable es la afectación o asiento que 
se realiza en los libros de contabilidad de un ente económico, con objeto de 
proporcionar los elementos necesarios para elaborar la información financiera del 
mismo.

	• Control y Registro Patrimonial. El Glosario de Términos más Usuales en la 
Administración Pública Federal (1998) define al (CyRP) como un “conjunto de 
procedimientos, registros, controles e informes, estructurados sobre la base de 
principios técnicos, que tienen como objetivos esenciales: mantener un detalle 
cronológico, sistemático y costeable de todas las operaciones que afecten el 
patrimonio de las instituciones privadas o públicas y su composición; conocer la 
naturaleza de éste y proporcionar a los usuarios informes periódicos, concretos, 
significativos y oportunos de la situación de dicho patrimonio, así como de la 
posición financiera y la productividad de las operaciones realizadas en un periodo 
determinado”.

	• Control y Registro Presupuestario. El Glosario de Términos más Usuales en la 
Administración Pública Federal (1998), estable que el control presupuestario “es 
la etapa del proceso presupuestario que consiste en el registro de operaciones 
realizadas durante el ejercicio presupuestario, a fin de verificar y valorar las 
acciones emprendidas y apreciar el cumplimiento de los propósitos y políticas fijadas 
previamente, a fin de identificar desviaciones y determinar acciones correctivas”. 
Por su parte el registro presupuestario es el asiento de erogaciones realizadas por 
las dependencias y entidades en relación a la asignación, modificación y ejercicio 
de los recursos presupuestarios que les hayan autorizado.

	• Coordinación Técnica. El párrafo cuarto del inciso e) del apartado A del Artículo 
41 Constitucional refiere el término a la unión, juntura y colaboración conjunta y 
especializada que debe existir entre el titular del Órgano Interno de Control (OIC) 
del Instituto Nacional Electoral y la Auditoría Superior de la Federación (ASF). 
Es natural pensar que la misma colaboración conjunta debe existir entre todos 
los OIC de las instituciones públicas con la propia ASF. El diseño constitucional 
previsto para esta colaboración remite a patrones de objetividad, imparcialidad en 
razón de que el OIC de referencia y la propia ASF surgen con legitimidad propia 
e independiente ya que cada una de estas instancias es nombrada en procesos 
diferentes por la propia Cámara de Diputados con el voto de las dos terceras 
partes, es decir, con los más altos candados procesales para ofrecer condiciones 
que permitan para un óptimo resultado en el combate a la corrupción que pueda 
llegar a darse entre los funcionarios públicos. 
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	• Cuenta Pública. De acuerdo con la literatura especializada, se trata de un 
“documento técnico a que se refiere el artículo 74, fracción VI de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como al informe que, conforme a 
las constituciones locales, rinden las entidades federativas y los municipios; el cual 
contiene la información del ejercicio de los recursos, las finanzas y la contabilidad 
de los tres Poderes de la Unión y de los órganos constitucionalmente autónomos; 
la información se reporta con base en lo autorizado en el Presupuesto de Egresos 
de la Federación que elabora el Poder Ejecutivo Federal; y se entrega para su 
revisión y dictamen a la Cámara de Diputados” (CEFP: 2018; 17).De acuerdo con 
este diseño constitucional la presentación de la CP es una facultad expresa de 
la Auditoría Superior de la Federación (ASF). Por su parte el tercer párrafo de la 
fracción VI del Artículo 74 Constitucional añade que “la Cuenta Pública del ejercicio 
fiscal correspondiente deberá ser presentada a la Cámara de Diputados a más 
tardar el 30 de abril del año siguiente”, con un mecanismo de ampliación del plazo 
a 30 días naturales. En cuyo caso, “la Auditoria Superior de la Federación contará 
con el mismo tiempo adicional para la presentación del Informe General Ejecutivo 
del resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública”. Por su parte, el 
párrafo cuarto del ordenamiento en cita establece que, “la Cámara concluirá la 
revisión de la Cuenta Pública a más tardar el 31 de octubre del año siguiente al 
de su presentación, con base en el análisis de su contenido y en las conclusiones 
técnicas del Informe General Ejecutivo del resultado de la Fiscalización Superior, 
a que se refiere el artículo 79 de esta Constitución”. El flujo del proceso de la 
Cuenta Pública está especificado en el Artículo 79 Constitucional en cuyo párrafo 
cuarto de la fracción I se establece que “la Auditoría Superior de la Federación 
podrá solicitar y revisar, de manera casuística y concreta, información de ejercicios 
anteriores al de la Cuenta Pública en revisión, sin que por este motivo se entienda, 
para todos los efectos legales, abierta nuevamente la Cuenta Pública del ejercicio 
al que pertenece la información solicitada, exclusivamente cuando el programa, 
proyecto o la erogación, contenidos en el presupuesto en revisión abarque para 
su ejecución y pago diversos ejercicios fiscales o se trate de revisiones sobre 
el cumplimiento de los objetivos de los programas federales”. Finalmente, en el 
Artículo 122, apartado A se establecen los supuestos de integración y trámite de 
la cuenta pública de la Ciudad de México, análogos a la integración y trámite de 
este instrumento de fiscalización al interior de los Congresos Locales del país. 

	• Cuenta Pública en Revisión. El párrafo cuarto de la fracción I del Artículo 79 
Constitucional refiere el término al documento de análisis presente o actual que lo 
distingue de los ejercicios anteriores, según los plazos y términos de presentación 
que este mismo ordenamiento explica. Por su parte, el Artículo 52 de la Ley General 
de Contabilidad Gubernamental detalla los componentes de la integración del a CPR 
cuando señala que “los estados financieros y demás información presupuestaria, 
programática y contable que emanen de los registros de los entes públicos, serán 
la base para la emisión de informes periódicos y para la formulación de la cuenta 
pública anual”. Finalmente, en el segundo párrafo del Artículo 31 de la Ley de 
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Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios (LDFEFM),establece 
que: “las Entidades Federativas y los Municipios presentarán en los informes 
periódicos a que se refiere la Ley General de Contabilidad Gubernamental y en 
su respectiva cuenta pública, la información detallada de las Obligaciones a corto 
plazo contraídas en los términos del presente Capítulo, incluyendo por lo menos 
importe, tasas, plazo, comisiones y cualquier costo relacionado”.

	• Custodia de Fondos y Recursos Federales. El Artículo 79 Constitucional, refiere 
el término al hecho de que el ejercicio del gasto público debe estar sujeto a la 
trazabilidad correspondiente. Ello incluye la generación de expedientes archivos en 
los que obra la documentación soporte de la cuenta pública. En el párrafo segundo 
de la fracción II del Artículo 109 Constitucional se vincula la CFRF como materia 
para la “para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades 
administrativas” y la función del Tribunal Federal de Justicia Administrativa en 
todo ello. Por su parte, la fracción II del Artículo 11 de la Ley General de 
Contabilidad Gubernamental (LGCG) establece que es facultad expresa del titular 
de la unidad administrativa competente en materia de contabilidad gubernamental 
de la Secretaría de Hacienda: “formular las disposiciones generales respecto de 
la guarda y custodia de la documentación comprobatoria y justificativa de los 
registros contables que realicen los entes públicos, en apego al marco jurídico 
aplicable”.

Letra D
	• Daños. La fracción III del Artículo 109 Constitucional establece la noción de (D) 

como base objetiva del cálculo de sanciones administrativas aplicables a servidores 
públicos “por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos”. 
En tanto, el Artículo 62 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios (LDFEFM), establece que: “Los servidores públicos y 
las personas físicas o morales que causen daño o perjuicio estimable en dinero 
a la hacienda de las Entidades Federativas o de los Municipios, incluyendo en su 
caso, los beneficios obtenidos indebidamente por actos u omisiones que les sean 
imputables, o por incumplimiento de obligaciones derivadas de esta Ley, serán 
responsables del pago de la indemnización correspondiente, en los términos de las 
disposiciones generales aplicables”. Por su parte, la Fracción IV del Artículo 85 de 
la Ley General de Contabilidad Gubernamental (LGCG) establece sanciones a los 
servidores públicos cuando: “por razón de la naturaleza de sus funciones tengan 
conocimiento de la alteración o falsedad de la documentación o de la información 
que tenga como consecuencia daños a la hacienda pública o al patrimonio de 
cualquier ente público y, estando dentro de sus atribuciones, no lo eviten o no lo 
hagan del conocimiento a su superior jerárquico o autoridad competente”.
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	• Decomiso. El segundo Párrafo de la fracción II) del Artículo 109 Constitucional, 
establece la figura del (D), junto con la privación de la propiedad de bienes, entre 
otras, como parte de las sanciones penales aplicables a la comisión de delitos 
por parte de cualquier servidor público o particulares que incurran en hechos de 
corrupción. Este mismo numeral establece que las leyes determinarán los casos 
y las circunstancias en los que se deba sancionar penalmente por causa de 
enriquecimiento ilícito a las personas servidoras públicas que, durante el tiempo 
de su encargo, o por motivos de éste, por sí o por interpósita persona, aumenten 
su patrimonio, adquieran bienes o se conduzcan como dueños sobre ellos, cuya 
procedencia lícita no pudiesen justificar. Las leyes penales sancionarán con el 
decomiso y con la privación de la propiedad de dichos bienes, además de las 
otras penas que correspondan.

	• Demarcaciones territoriales de la Ciudad de México. En el segundo párrafo de 
la fracción I del Artículo 9 Constitucional homologa el ámbito de los municipios con 
las DTCDMX y especifica que se fiscalizará directamente los recursos federales que 
administren o ejerzan las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México. Se hace referencia a las DTCDMX como uno 
de los ámbitos sujetos a fiscalización por parte de la Auditoría Superior de la 
Federación (ASF).

	• Denuncia, formular una.	 Existen al menos dos sentidos bien determinados de 
la voz (D). Por una parte, el tercer párrafo de la fracción IV del Artículo 109 
establece un esquema en el que está prevista la apertura a la interacción con la 
ciudadanía en el complejo proceso de la labor auditora. Este ordenamiento a la 
letra establece, que: “cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad y 
mediante la presentación de elementos de prueba, podrá formular denuncia ante la 
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión respecto de las conductas a las 
que se refiere el presente artículo”. En el párrafo quinto de la fracción I del Artículo 
79 Constitucional, se indica el procesamiento interno de la denuncia al establecer 
que “sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, en las situaciones que 
determine la Ley, derivado de denuncias, la Auditoría Superior de la Federación, 
previa autorización de su Titular, podrá revisar durante el ejercicio fiscal en curso 
a las entidades fiscalizadas, así como respecto de ejercicios anteriores”. Por otra 
parte, el segundo momento procesal en que la voz de (D) tiene cabida en el 
proceso auditor es cuando existe una comprobación suficiente de la presunta 
comisión de un delito, en cuyo caso la ASF o los Órganos Internos de Control 
(OIC) dan cuenta a la autoridad jurisdiccional correspondiente. El párrafo quinto 
de la fracción III del Artículo 109 Constitucional lo establece de la siguiente 
manera: “Los entes públicos federales tendrán órganos internos de control con 
las facultades que determine la ley para prevenir, corregir e investigar actos u 
omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas; para sancionar 
aquéllas distintas a las que son competencia del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa; revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de recursos 
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públicos federales y participaciones federales; así como presentar las denuncias 
por hechos u omisiones que pudieran ser constitutivos de delito ante la Fiscalía 
Especializada en Combate a la Corrupción a que se refiere esta Constitución”.

	• Denuncias penales presentadas. Las DPP se trata de acciones interpuestas ante 
la autoridad jurisdiccional resarcitorias de posibles agravios y actos de corrupción. 
La voz “presentadas” sugiere que se trata de acciones en trámite pendientes 
de resolución final que cuentan para cada uno de los informes individuales de 
auditoría que la Auditoría Superior de la Federación (ASF) presenta ante la Cámara 
de Diputados. En el marco de las diferentes fases del ciclo de auditoría (A. 
Planificación, B. Ejecución, C. Difusión de informes y D. Seguimiento de hallazgos 
y de recomendaciones) las DPP se ubican formalmente en los actos de difusión 
de informes y materialmente en los encaminados al seguimiento de hallazgos. En 
el párrafo sexto de la fracción II del Artículo 79 Constitucional se mencionan las 
DPP como un segmento de información correspondiente a los informes individuales 
de auditoría.

	• Derechos de los usuarios del sistema financiero. En el párrafo segundo de 
la fracción I del Artículo 79 Constitucional la voz (DUSF) aparece como una 
delimitación legítima de las facultades de fiscalización que la Constitución confiere 
a la Auditoría Superior de la Federación (ASF), en tratándose de la fiscalización 
de “los recursos federales que se destinen y se ejerzan por cualquier entidad, 
persona física o moral, pública o privada, y los transferidos a fideicomisos, fondos 
y mandatos, públicos o privados, o cualquier otra figura jurídica, de conformidad 
con los procedimientos establecidos en las leyes y sin perjuicio de la competencia 
de otras autoridades y de los derechos de los usuarios del sistema financiero”. Por 
su parte, el Artículo 4° de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios 
Financieros (LPDUSF) establece que “la protección y defensa de los derechos e 
intereses de los Usuarios, estará a cargo de un organismo público descentralizado 
con personalidad jurídica y patrimonio propios, denominado Comisión Nacional 
para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros”.

	• Desempeño de programas. En el segundo párrafo de la fracción VI del Artículo 
74 Constitucional se establece que “en el caso de la revisión sobre el cumplimiento 
de los objetivos de los programas, dicha autoridad [la ASF] sólo podrá emitir 
las recomendaciones para la mejora en el desempeño de los mismos, en los 
términos de la Ley…” De acuerdo con la literatura especializada en desempeño de 
políticas públicas (MHGC: 2001; Vargas López, Gabriela Sarahí: 2013) se trata de 
una evaluación de los programas en torno al resultado de su eficacia, eficiencia, 
economía y calidad del servicio que se utiliza como un mecanismo típico para la 
asignación presupuestal.
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	• Designación del titular de la Auditoría Superior de la Federación. El Artículo 
79 Constitucional es el núcleo vertebrador del diseño institucional de la Auditoría 
Superior de la Federación (ASF). Este es el fundamento en el cual se establece 
la naturaleza jurídica del brazo auditor de la Cámara de Diputados, así como 
sus atribuciones y alcances y el mecanismo de designación de su titular. Este 
ordenamiento constitucional señala que la “Cámara de Diputados designará al 
titular de la Auditoría Superior de la Federación por el voto de las dos terceras 
partes de sus miembros presentes”. Además, que “dicho titular durará en su 
encargo ocho años y podrá ser nombrado nuevamente por una sola vez. Podrá 
ser removido, exclusivamente, por las causas graves que la ley señale, con la 
misma votación requerida para su nombramiento, o por las causas y conforme a 
los procedimientos previstos en el Título Cuarto de esta Constitución”.

	• Destino de Recursos. En el párrafo segundo de la fracción I del Artículo 79 
constitucional establece que “en el caso de los Estados y los Municipios cuyos 
empréstitos cuenten con la garantía de la Federación, [se] fiscalizará el destino 
y ejercicio de los recursos correspondientes que hayan realizado los gobiernos 
locales”. De acuerdo con fuentes especializadas en divulgación del proceso 
presupuestario (GF: 2013), el destino de recursos públicos tiene que ver con tres 
preguntas clave, tales como en qué se gasta, para qué se gasta y quién gasta.

	• Destitución.	 De acuerdo con la fracción III del Artículo 109 constitucional, la (D) 
es una de las cinco figuras que conforman el menú de sanciones administrativas a 
las personas servidoras públicas, a las cuales se les acrediten actos u omisiones 
que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban 
observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. La fracción de 
referencia afirma que las “sanciones consistirán en amonestación, suspensión, 
destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, y deberán 
establecerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya 
obtenido el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por 
los actos u omisiones”.

	• Deuda. Es el tercer segmento de fiscalización sobre Estados y Municipios que 
establece el párrafo sexto de la fracción II del Artículo 116 Constitucional. Este 
ordenamiento establece que se “deberá fiscalizar las acciones de Estados y 
Municipios en materia de fondos, recursos locales y deuda pública”. La literatura 
explica que la deuda es “una herramienta del gobierno para diferir sus gastos en 
el tiempo y así poder cumplir el conjunto de funciones que le son encomendadas” 
(Galindo, Mariana y Viridiana Ríos: 2015; 2) y que existen dos tipos de deuda: 
deuda neta y deuda bruta. 

	• Dictamen de revisión. En la fracción segunda del Artículo 79 Constitucional se 
establece que el (DR) es, junto con las observaciones, justificaciones y aclaraciones 
uno de los cuatro componentes que integran los informes individuales de auditoría 
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que el brazo fiscalizador de la Cámara de Diputados (ASF) pone a consideración 
del Pleno de esa Cámara en febrero, junio y octubre de cada año.

	• Discrepancias. En el examen que se realiza en la revisión de la cuenta pública 
puede haber diferencias en los resultados de las compulsas entre el órgano 
revisor y el órgano revisado. El segundo párrafo de la Fracción VI del Artículo 74 
Constitucional llama (D) a las mencionadas “diferencias”. El texto constitucional a 
la letra dice: “la revisión de la Cuenta Pública la realizará la Cámara de Diputados 
a través de la Auditoría Superior de la Federación. Si del examen que ésta realice 
aparecieran discrepancias entre las cantidades correspondientes a los ingresos o a 
los egresos, con relación a los conceptos y las partidas respectivas o no existiera 
exactitud o justificación en los ingresos obtenidos o en los gastos realizados, se 
determinarán las responsabilidades de acuerdo con la Ley”.

	• Disolución o intervención de la sociedad.	 Esta figura está consagrada en 
la Fracción IV del Artículo 109 Constitucional y, es en ésta donde se prevén 
sanciones a las personas morales. Este ordenamiento a la letra dice: “las personas 
morales serán sancionadas en los términos de esta fracción cuando los actos 
vinculados con faltas administrativas graves sean realizados por personas físicas 
que actúen a nombre o representación de la persona moral y en beneficio de ella. 
También podrá ordenarse la suspensión de actividades, disolución o intervención 
de la sociedad respectiva cuando se trate de faltas administrativas graves que 
causen perjuicio a la Hacienda Pública o a los entes públicos, federales, locales o 
municipales”.

	• Duración del encargo del Titular. El párrafo segundo de la fracción IV del 
Artículo 79 Constitucional establece la duración del encargo del titular de la 
Auditoría Superior de la Federación. Este ordenamiento a la letra indica que “dicho 
titular durará en su encargo ocho años y podrá ser nombrado nuevamente por 
una sola vez. Podrá ser removido, exclusivamente, por las causas graves que la 
ley señale, con la misma votación requerida para su nombramiento, o por las 
causas y conforme a los procedimientos previstos en el Título Cuarto de esta 
Constitución”. En el sistema representativo, este tipo de duración en el encargo, 
diferente y mayor a los seis años que dura el presidente o los senadores de la 
República, es un modo de proteger y garantizar la neutralidad e independencia del 
ente fiscalizador y evitar de este modo el riesgo de sesgo político en su actividad. 

	• Duración del encargo de los Titulares de Entidades de Fiscalización de 
las Entidades Federativas. El párrafo séptimo de la fracción II del Artículo 116 
Constitucional establece que: “el titular de la entidad de fiscalización de las 
entidades federativas será electo por las dos terceras partes de los miembros 
presentes en las legislaturas locales, por periodos no menores a siete años y 
deberá contar con experiencia de cinco años en materia de control, auditoría 
financiera y de responsabilidades”. De manera análoga a lo dispuesto en el Artículo 
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79 Constitucional para el caso del nombramiento del Titular de la Auditoría Superior 
de la Federación (ASF) este tipo de diseño en la duración de los encargos en 
materia de fiscalización busca proteger y garantizar la neutralidad e independencia 
del ente fiscalizador y evitar de este modo el riesgo de sesgo político en su 
actividad. En el caso del titular de la función fiscalizadora en la Ciudad de México, 
el párrafo noveno del apartado A del Artículo 122 Constitucional establece que: “el 
titular de la entidad de fiscalización de la Ciudad de México será electo por las 
dos terceras partes de los miembros presentes de la Legislatura por un periodo 
no menor de siete años y deberá contar con experiencia de cinco años en materia 
de control, auditoría financiera y de responsabilidades”.

Letra E
	• Eficiencia. La literatura especializada establece que la (E) “típicamente se asocia 

con una relación entre medios y fines. Se propone que un programa es eficiente si 
cumple sus objetivos al menor costo posible” (Mokate, Karen:1999; 5). En el marco 
constitucional de la fiscalización se establece la ausencia de (E) como causal de 
sanción en el caso de los servidores públicos. En efecto, la fracción III del Artículo 
109 Constitucional establece que “se aplicarán sanciones administrativas a los 
servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, 
lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus 
empleos, cargos o comisiones”. 

	• Egresos de fondos y recursos Federales. La literatura especializada acredita 
los Egresos como una “erogación o salida de recursos financieros, motivada 
por el compromiso de liquidación de algún bien o servicio recibido o por algún 
otro concepto” (SHCP/SE: 2015;176), por su parte, la fracción I del Artículo 79 
Constitucional establece, como parte de las atribuciones de la Auditoría Superior 
de la Federación, la de: “fiscalizar en forma posterior los ingresos, egresos y 
deuda; las garantías que, en su caso, otorgue el Gobierno Federal respecto a 
empréstitos de los Estados y Municipios; el manejo, la custodia y la aplicación de 
fondos y recursos de los Poderes de la Unión y de los entes públicos federales, así 
como realizar auditorías sobre el desempeño en el cumplimiento de los objetivos 
contenidos en los programas federales, a través de los informes que se rendirán 
en los términos que disponga la Ley”.

	• Ejecución de sanción. La fracción IV del Artículo 109 Constitucional establece 
que “los tribunales de justicia administrativa impondrán a los particulares que 
intervengan en actos vinculados con faltas administrativas graves, con independencia 
de otro tipo de responsabilidades, las sanciones económicas; inhabilitación para 
participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas; así como 
el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública 
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o a los entes públicos federales, locales o municipales”. Con todo, este mismo 
ordenamiento, al final de esta fracción señala: “la sanción se ejecutará hasta 
que la resolución sea definitiva. Las leyes establecerán los procedimientos para 
la investigación e imposición de las sanciones aplicables de dichos actos u 
omisiones”. Esta cautela de verificar que “la resolución sea definitiva” es relevante 
para nuestra voz en turno, dado que la (ES) acontece en un momento posterior 
a dicha verificación y busca garantizar “el derecho a que se presuma la inocencia 
hasta que la resolución adquiera firmeza” (García Martínez, Rebeca: 2010; 1).

	• Ejercicios Fiscales. Para la literatura especializada el Ejercicio Fiscal “es el período 
comprendido entre el 1o. de enero y el 31 de diciembre de cada año para los 
propósitos fiscales” (SHCP/SE: 2015; 167), en tanto que el ejercicio presupuestario 
está definido como el “período de tiempo durante el cual se han de ejecutar o 
realizar los ingresos y gastos presupuestados, normalmente coincide con el año 
natural” (SHCP/SE: 2015; 168). En el marco constitucional el párrafo cuarto de 
la fracción I del Artículo 79 Constitucional, el término de (EF) queda establecido 
de la siguiente manera: “la Auditoría Superior de la Federación podrá solicitar y 
revisar, de manera casuística y concreta, información de ejercicios anteriores al 
de la Cuenta Pública en revisión, sin que por este motivo se entienda, para todos 
los efectos legales, abierta nuevamente la Cuenta Pública del ejercicio al que 
pertenece la información solicitada, exclusivamente cuando el programa, proyecto 
o la erogación, contenidos en el presupuesto en revisión abarque para su ejecución 
y pago diversos ejercicios fiscales o se trate de revisiones sobre el cumplimiento 
de los objetivos de los programas federales”.

	• Ejercicio de Recursos. La literatura asume el (ER) como “Ejercicio Real” y lo 
define como “el gasto ejecutado, independientemente de su previsión y registro 
presupuestal del período en que se pague. Suma de las erogaciones realizadas 
contra órdenes de pago y otros documentos presupuestarios en un determinado 
período de tiempo” (SHCP/SE: 2015; 168). En el segundo párrafo de la fracción 
I del Artículo 79 Constitucional, la voz (ER) queda establecida en el apartado de 
responsabilidades de la Auditoría Superior de la Federación (ASF) de la siguiente 
manera: “También fiscalizará directamente los recursos federales que administren 
o ejerzan las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales 
de la Ciudad de México. En los términos que establezca la ley fiscalizará, en 
coordinación con las entidades locales de fiscalización o de manera directa, 
las participaciones federales. En el caso de los Estados y los Municipios cuyos 
empréstitos cuenten con la garantía de la Federación, fiscalizará el destino y 
ejercicio de los recursos correspondientes que hayan realizado los gobiernos 
locales”.

	• Elección del titular de la entidad de fiscalización de la Ciudad de México. 
De conformidad con lo señalado en el párrafo noveno de la fracción II del 
Apartado A del Artículo 122 Constitucional “el titular de la entidad de fiscalización 
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de la Ciudad de México será electo por las dos terceras partes de los miembros 
presentes de la Legislatura por un periodo no menor de siete años y deberá 
contar con experiencia de cinco años en materia de control, auditoría financiera 
y de responsabilidades”.

	• Elección del titular de la entidad de fiscalización de las entidades federativas. 
En el párrafo séptimo de la fracción II del Artículo 116 Constitucional, se señala 
el mecanismo de selección y forma en que es electa la persona que habrá de 
ocupar la titularidad de la entidad de fiscalización de la entidad federativa de 
que se trate, el cual señala de manera textual que, “el titular de la entidad de 
fiscalización de las entidades federativas será electo por las dos terceras partes 
de los miembros presentes en las legislaturas locales, por periodos no menores a 
siete años y deberá contar con experiencia de cinco años en materia de control, 
auditoría financiera y de responsabilidades”.

	• Elementos de prueba. El párrafo tercero de la fracción IV del Artículo 109 
Constitucional vincula la voz (EP) a la presentación de denuncias ciudadanas en 
materia de fiscalización de recursos públicos, el ordenamiento en cita a la letra 
dice: “cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad y mediante la 
presentación de elementos de prueba, podrá formular denuncia ante la Cámara 
de Diputados del Congreso de la Unión respecto de las conductas a las que se 
refiere el presente artículo”. En la teoría general de la prueba, se debe observar 
cuatro fases esenciales en el procedimiento probatorio, a saber: “a) El ofrecimiento 
de la prueba; b) Admisión o rechazo de la prueba; c) Práctica de la prueba y d) 
El derecho a que se valore la prueba” (Artavia B, Sergio: 2018; 4).

	• Empréstitos. El Glosario de Términos más Usuales en la Administración Pública 
Federal (1998) los define como la operación financiera que realiza el Estado o 
los entes públicos, normalmente mediante la emisión de títulos de crédito, para 
atender sus necesidades u obligaciones. Aplícase particularmente a los préstamos 
otorgados al Estado. Usualmente está representado mediante la emisión de bonos. 
Recursos de origen interno o externo que recibe el Gobierno Federal, los cuales 
se formalizan a través de contratos, certificados y documentos que amparan 
obligaciones derivadas del ejercicio presupuestario. Son obligaciones que la Nación 
contrae mediante la emisión de títulos de la deuda pública, cualquiera que sea la 
forma que se emplee para hacer tal emisión. Es el uso que una entidad de derecho 
público hace de un crédito otorgado, generándose con él una obligación de pago, 
por lo que es el acto intermedio entre el crédito y la deuda pública.

	• Enriquecimiento Ilícito. En virtud de lo dispuesto por el artículo 224 del Código 
Penal Federal podemos decir que el (EI) es un delito que surge “cuando el servidor 
público no pudiere acreditar el legítimo aumento de su patrimonio o la legítima 
procedencia de los bienes a su nombre o de aquellos respecto de los cuales se 
conduzca como dueño”.
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	• Entes Públicos Estatales y Municipales. Según lo estipula el Manual de 
Contabilidad Gubernamental, en su Capítulo I inciso I, “son los poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial de las entidades federativas; los entes autónomos de las 
entidades federativas; los ayuntamientos de los municipios; los órganos político-
administrativos de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal (hoy Ciudad 
de México); y las entidades de la administración pública paraestatal, ya sean 
estatales o municipales”.

	• Entes Públicos Federales. Son aquellos que tienen las atribuciones para asumir 
derechos, y contraer obligaciones derivadas de las facultades que le confieren los 
marcos jurídicos y técnicos que le apliquen; es decir, que maneje, utilice, recaude, 
ejecute o administre recursos públicos, partiendo de esa definición señalaremos 
que el artículo 4º fracción IX de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de 
la Federación señala que para efectos de esa Ley, se entenderá por Ente Público: 
“Los Poderes Legislativo y Judicial, los órganos constitucionales autónomos, los 
órganos jurisdiccionales que no formen parte del Poder Judicial, las dependencias, 
entidades de la Administración Pública Federal, y sus homólogos de las entidades 
federativas, los municipios y alcaldías de la Ciudad de México y sus dependencias 
y entidades, las fiscalías o procuradurías locales, las empresas productivas del 
Estado y sus subsidiarias, así como cualquier otro ente sobre el que tenga control 
sobre sus decisiones o acciones cualquiera de los poderes y órganos públicos 
citados”.

	• Entidad de Fiscalización. De acuerdo con la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos en sus artículos 79 y 116, las entidades de fiscalización son los 
órganos con autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones 
y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones, en 
los términos que dispongan las leyes. La función de fiscalización se desarrollará 
conforme a los principios de legalidad, imparcialidad y confiabilidad. Y se encargaran 
de fiscalizar en forma posterior los ingresos, egresos y deuda; las garantías que 
otorgue el Gobierno Federal respecto a empréstitos de los Estados y Municipios; 
el manejo, la custodia y la aplicación de fondos y recursos de los Poderes de 
la Unión y de los entes públicos federales, así como realizar auditorías sobre 
el desempeño en el cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas 
federales, a través de los informes que se rendirán en los términos que disponga 
la Ley.

	• Entidad privada. Sinónimo de empresa privada que, de acuerdo con el Glosario 
de Términos más Usuales en la Administración Pública Federal (1998), son “las 
empresas en que todas o la mayoría de las acciones u otras formas de participación 
en el capital pertenecen a particulares y son controladas por éstos, siendo su 
principal objetivo la obtención de utilidades al competir en el mercado. Unidades 
productoras de bienes y/o servicios para la venta en el mercado, independientes 
del Estado”.



37Vocabulario Constitucional de la Fiscalización en México

	• Entidad pública. De acuerdo con el Glosario de Términos más Usuales en 
la Administración Pública Federal (1998), “son organismos establecidos por una 
legislación específica, la cual determina los objetivos de estos, su ámbito de acción 
y sus limitaciones”.

	• Entidad Pública o Privada. De acuerdo con el Glosario de Términos más Usuales 
en la Administración Pública Federal (1998), las entidades pueden ser públicas o 
privadas dependiendo de la pertenencia del capital y recursos que la constituyen.

	• Entidades Federativas. De conformidad con lo señalado en el artículo 43 
constitucional las partes integrantes de la Federación (las cuales comúnmente 
conocemos como Entidades Federativas) son los Estados de Aguascalientes, Baja 
California, Baja California Sur, Campeche, Coahuila de Zaragoza, Colima, Chiapas, 
Chihuahua, Durango, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, México, Michoacán 
de Ocampo, Morelos, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Querétaro, Quintana 
Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz de 
Ignacio de la Llave, Yucatán y Zacatecas; así como la Ciudad de México.

	• Entidades Fiscalizadas. La Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la 
Federación establece en su artículo 4º, fracción XI que se entenderá para sus 
efectos por (EF) a: “los entes públicos; las entidades de interés público distintas 
a los partidos políticos; los mandantes, mandatarios, fideicomitentes, fiduciarios, 
fideicomisarios o cualquier otra figura jurídica análoga, así como los mandatos, 
fondos o fideicomisos, públicos o privados, cuando hayan recibido por cualquier 
título, recursos públicos federales o las participaciones federales, no obstante 
que sean o no considerados entidades paraestatales por la Ley Federal de las 
Entidades Paraestatales y aun cuando pertenezcan al sector privado o social y, 
en general, cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, que haya 
captado, recaudado, administrado, manejado, ejercido, cobrado o recibido en pago 
directo o indirectamente recursos públicos federales o participaciones federales, 
incluidas aquellas personas morales de derecho privado que tengan autorización 
para expedir recibos deducibles de impuestos por donaciones destinadas para el 
cumplimiento de sus fines”.

	• Entidades Locales o Estatales de Fiscalización. La Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos previene en el artículo 116, fracción II, párrafo sexto, que 
las entidades estatales de fiscalización serán “órganos con autonomía técnica y 
de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su organización 
interna, funcionamiento y resoluciones, en los términos que dispongan sus leyes. 
La función de fiscalización se desarrollará conforme a los principios de legalidad, 
imparcialidad y confiabilidad. Asimismo, deberán fiscalizar las acciones de Estados 
y Municipios en materia de fondos, recursos locales y deuda pública. Los informes 
de auditoría de las entidades estatales de fiscalización tendrán carácter público”.
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	• Erogación. En el Glosario de Términos más Usuales en la Administración Pública 
Federal (1998), menciona que “se consideran erogaciones tanto los gastos como las 
inversiones que realice el contribuyente en un año de calendario sea cual fuere el 
nombre con que se les designe”. “Asimismo, se entiende por desembolsos en efectivo”.

	• Evaluar el desempeño de funciones. En el Glosario de Términos más Usuales en 
la Administración Pública Federal (1998), se menciona que es el “proceso que tiene 
como finalidad determinar el grado de eficacia y de eficiencia, con que han sido 
empleados los recursos destinados a alcanzar los objetivos previstos, posibilitando 
la determinación de las desviaciones y la adopción de medidas correctivas que 
garanticen el cumplimiento adecuado de las metas presupuestadas”.

	• Evaluación del desempeño de la Auditoría Superior de la Federación. En la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Artículo 74. Fracción VI, 
quinto párrafo, establece que es una de las facultades exclusivas de la Cámara de 
Diputados, y en el artículo 81, fracción VII, de la Ley de Fiscalización y Rendición 
de Cuentas de la Federación detalla que se realizara por medio de la Comisión 
de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación para “evaluar el desempeño 
respecto al cumplimiento de su mandato, atribuciones y ejecución de las auditorías; 
proveer lo necesario para garantizar su autonomía técnica y de gestión y requerir 
informes sobre la evolución de los trabajos de fiscalización. La evaluación del 
desempeño tendrá por objeto conocer si la Auditoría Superior de la Federación 
cumple con las atribuciones que conforme a la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y esta Ley le corresponden; el efecto o la consecuencia de la 
acción fiscalizadora en la gestión financiera y el desempeño de los entes públicos, 
en los resultados de los programas y proyectos autorizados en el Presupuesto de 
Egresos, y en la administración de los recursos públicos federales que ejerzan”.

	• Exhibición de Libros. De acuerdo con la segunda acepción del Diccionario del 
Español de México, exhibir se refiere a “mostrar o poner a la vista de la autoridad 
correspondiente algún documento”. De acuerdo con el artículo 28 del Código Fiscal 
de la Federación los libros son “sistemas y registros contables, papeles de trabajo, 
estados de cuenta, cuentas especiales, libros y registros sociales, control de 
inventarios y método de valuación, discos y cintas o cualquier otro medio procesable 
de almacenamiento de datos, los equipos o sistemas electrónicos de registro fiscal 
y sus respectivos registros, además de la documentación comprobatoria de los 
asientos respectivos, así como toda la documentación e información relacionada 
con el cumplimiento de las disposiciones fiscales, la que acredite sus ingresos y 
deducciones, y la que obliguen otras leyes”.

	• Experiencia en materia de control, auditoría financiera y de responsabilidades. 
Se refiere a uno de los requisitos que menciona la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, Artículo 116. Fracción II, séptimo párrafo, para los 
titulares de las entidades de fiscalización de las entidades federativas”.
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LETRA F
	• Facultades de la ASF. El artículo 79 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos establece que la Auditoría Superior de la Federación tendrá a 
su cargo:

I.	 Fiscalizar en forma posterior los ingresos, egresos y deuda; las garantías 
que, en su caso, otorgue el Gobierno Federal respecto a empréstitos de 
los Estados y Municipios; el manejo, la custodia y la aplicación de fondos 
y recursos de los Poderes de la Unión y de los entes públicos federales, 
así como realizar auditorías sobre el desempeño en el cumplimiento de los 
objetivos contenidos en los programas federales, a través de los informes 
que se rendirán en los términos que disponga la Ley. 

También fiscalizará directamente los recursos federales que administren 
o ejerzan las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México. En los términos que establezca la ley 
fiscalizará, en coordinación con las entidades locales de fiscalización o de 
manera directa, las participaciones federales. En el caso de los Estados y 
los Municipios cuyos empréstitos cuenten con la garantía de la Federación, 
fiscalizará el destino y ejercicio de los recursos correspondientes que hayan 
realizado los gobiernos locales. Asimismo, fiscalizará los recursos federales 
que se destinen y se ejerzan por cualquier entidad, persona física o moral, 
pública o privada, y los transferidos a fideicomisos, fondos y mandatos, 
públicos o privados, o cualquier otra figura jurídica, de conformidad con los 
procedimientos establecidos en las leyes y sin perjuicio de la competencia de 
otras autoridades y de los derechos de los usuarios del sistema financiero. 

Las entidades fiscalizadas a que se refiere el párrafo anterior deberán llevar 
el control y registro contable, patrimonial y presupuestario de los recursos 
de la Federación que les sean transferidos y asignados, de acuerdo con los 
criterios que establezca la Ley.

La Auditoría Superior de la Federación podrá solicitar y revisar, de manera 
casuística y concreta, información de ejercicios anteriores al de la Cuenta 
Pública en revisión, sin que por este motivo se entienda, para todos los 
efectos legales, abierta nuevamente la Cuenta Pública del ejercicio al que 
pertenece la información solicitada, exclusivamente cuando el programa, 
proyecto o la erogación, contenidos en el presupuesto en revisión abarque 
para su ejecución y pago diversos ejercicios fiscales o se trate de revisiones 
sobre el cumplimiento de los objetivos de los programas federales. Las 
observaciones y recomendaciones que, respectivamente, la Auditoría Superior 
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de la Federación emita, sólo podrán referirse al ejercicio de los recursos 
públicos de la Cuenta Pública en revisión.

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, en las situaciones que 
determine la Ley, derivado de denuncias, la Auditoría Superior de la Federación, 
previa autorización de su Titular podrá revisar durante el ejercicio fiscal en 
curso a las entidades fiscalizadas, así como respecto de ejercicios anteriores. 
Las entidades fiscalizadas proporcionarán la información que se solicite 
para la revisión, en los plazos y términos señalados por la Ley y, en caso 
de incumplimiento, serán aplicables las sanciones previstas en la misma. La 
Auditoría Superior de la Federación rendirá un informe específico a la Cámara 
de Diputados y, en su caso, promoverá las acciones que correspondan ante 
el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, la Fiscalía Especializada en 
Combate a la Corrupción o las autoridades competentes; 

II.	 Entregar a la Cámara de Diputados, el último día hábil de los meses de junio 
y octubre, así como el 20 de febrero del año siguiente al de la presentación 
de la Cuenta Pública, los informes individuales de auditoría que concluya 
durante el periodo respectivo. Asimismo, en esta última fecha, entregar el 
Informe General Ejecutivo del Resultado de la Fiscalización Superior de la 
Cuenta Pública, el cual se someterá a la consideración del Pleno de dicha 
Cámara. El Informe General Ejecutivo y los informes individuales serán de 
carácter público y tendrán el contenido que determine la ley; estos últimos 
incluirán como mínimo el dictamen de su revisión, un apartado específico 
con las observaciones de la Auditoría Superior de la Federación, así como 
las justificaciones y aclaraciones que, en su caso, las entidades fiscalizadas 
hayan presentado sobre las mismas. Para tal efecto, de manera previa a 
la presentación del Informe General Ejecutivo y de los informes individuales 
de auditoría, se darán a conocer a las entidades fiscalizadas la parte que 
les corresponda de los resultados de su revisión, a efecto de que éstas 
presenten las justificaciones y aclaraciones que correspondan, las cuales 
deberán ser valoradas por la Auditoría Superior de la Federación para la 
elaboración de los informes individuales de auditoría.

El titular de la Auditoría Superior de la Federación enviará a las entidades 
fiscalizadas los informes individuales de auditoría que les corresponda, a más 
tardar a los 10 días hábiles posteriores a que haya sido entregado el informe 
individual de auditoría respectivo a la Cámara de Diputados, mismos que contendrán 
las recomendaciones y acciones que correspondan para que, en un plazo de 
hasta 30 días hábiles, presenten la información y realicen las consideraciones 
que estimen pertinentes; en caso de no hacerlo se harán acreedores a las 
sanciones establecidas en Ley. Lo anterior, no aplicará a las promociones de 
responsabilidades ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, las cuales se 
sujetarán a los procedimientos y términos que establezca la Ley.
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La Auditoría Superior de la Federación deberá pronunciarse en un plazo de 
120 días hábiles sobre las respuestas emitidas por las entidades fiscalizadas, 
en caso de no hacerlo, se tendrán por atendidas las recomendaciones y 
acciones promovidas. En el caso de las recomendaciones, las entidades 
fiscalizadas deberán precisar ante la Auditoría Superior de la Federación las 
mejoras realizadas, las acciones emprendidas o, en su caso, justificar su 
improcedencia.

La Auditoría Superior de la Federación deberá entregar a la Cámara de 
Diputados, los días 1 de los meses de mayo y noviembre de cada año, un 
informe sobre la situación que guardan las observaciones, recomendaciones y 
acciones promovidas, correspondientes a cada uno de los informes individuales 
de auditoría que haya presentado en los términos de esta fracción. En dicho 
informe, el cual tendrá carácter público, la Auditoría incluirá los montos 
efectivamente resarcidos a la Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los 
entes públicos federales, como consecuencia de sus acciones de fiscalización, 
las denuncias penales presentadas y los procedimientos iniciados ante el 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa.

La Auditoría Superior de la Federación deberá guardar reserva de sus 
actuaciones y observaciones hasta que rinda los informes individuales de 
auditoría y el Informe General Ejecutivo a la Cámara de Diputados a que se 
refiere esta fracción; la Ley establecerá las sanciones aplicables a quienes 
infrinjan esta disposición;

III.	 Investigar los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta 
ilícita en el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de fondos y 
recursos federales, y efectuar visitas domiciliarias, únicamente para exigir la 
exhibición de libros, papeles o archivos indispensables para la realización de 
sus investigaciones, sujetándose a las leyes y a las formalidades establecidas 
para los cateos, y

IV.	 Derivado de sus investigaciones, promover las responsabilidades que sean 
procedentes ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa y la Fiscalía 
Especializada en Combate a la Corrupción, para la imposición de las sanciones 
que correspondan a los servidores públicos federales y, en el caso del 
párrafo segundo de la fracción I de este artículo, a los servidores públicos de 
los estados, municipios, del Distrito Federal y sus demarcaciones territoriales 
y a los particulares.
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	• Faltas Administrativas Graves. Son aquellas contenidas en los artículos 51 al 64 
de la Ley General de Responsabilidades Administrativas y corresponden a: cohecho 
(art. 52); peculado (art. 53); desvío de recursos públicos (art. 54); utilización 
indebida de información (art. 55); abuso de funciones (art. 57); actuación bajo 
conflicto de interés (art. 58); contratación indebida (art. 59); enriquecimiento oculto 
u ocultamiento de Conflicto de Interés (art. 60); simulación de acto jurídico (art. 
60 Bis); tráfico de influencias (art. 61); encubrimiento (art. 62); desacato (art. 63); 
nepotismo (art. 63 Bis) y obstrucción de la justicia(art. 64).

	• Fideicomisos. De acuerdo con el Glosario de Términos más Usuales en la 
Administración Pública Federal (1998), es la “figura jurídica mercantil en virtud 
de la cual un fideicomitente destina ciertos bienes a un fin lícito determinado, 
encomendando su realización a una institución fiduciaria. Acto por el cual se 
destinan ciertos bienes a un fin lícito determinado, encomendando a una institución 
fiduciaria la realización de ese fin.  La ley mexicana sólo acepta el fideicomiso 
expreso”.

	• Figura Jurídica. Es la que permite la existencia de un individuo dotado de 
derechos y obligaciones, pero que no es un ciudadano, sino una institución, 
organización o empresa que persigue un fin social con o sin fines de lucro. Nace 
de acuerdo con un acto jurídico o acto de constitución, o sea, un evento jurídico 
de fundación que es reconocido por los organismos y autoridades administrativas, 
las cuales pueden exigirle la suscripción en registros públicos o el cumplimiento 
de determinadas condiciones legales.

	• Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción. De acuerdo con el Capítulo 
II, artículo 14, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República, es una 
de las fiscalías que forman parte de la Fiscalía General de la República y que en 
su artículo 29 establece que sus funciones son las de “investigación, prevención 
y persecución de los delitos contenidos en el Título Décimo del Libro Segundo 
del Código Penal Federal”, y que “la persona titular de la Fiscalía participará 
como integrante en el Comité Coordinador del Sistema Nacional de Combate a la 
Corrupción”.

	• Fiscalización y control de recursos Públicos. De acuerdo con el Glosario de 
Términos más Usuales en la Administración Pública Federal (1998), la fiscalización 
“es un mecanismo de control que se entiende como sinónimo de inspección, de 
vigilancia, de seguimiento de auditoría, de supervisión, de control y de alguna 
manera de evaluación. El término significa, cuidar y comprobar que se proceda 
con apego a la ley y a las normas establecidas al efecto”. Por su parte, la Ley 
de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación establece en su artículo 
4, fracción XVI que la fiscalización superior es “la revisión que realiza la Auditoría 
Superior de la Federación, en los términos constitucionales y de dicha ley”.
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	• Fondos Privados. Los fondos privados o de inversión son instrumentos de inversión 
generalmente dirigidos a pequeños y medianos inversionistas, que tienen por objeto 
invertir en instrumentos financieros. Los fondos son administrados por expertos en 
la materia, con la finalidad de generar rendimientos a través de la inversión en 
carteras diversificadas.

	• Fondos Públicos. En el Glosario de Términos más Usuales en la Administración 
Pública Federal (1998), los define con la Partida económica que representa una 
disponibilidad destinada a afrontar un determinado gasto. Suma de dinero que 
constituye a una entidad contable independiente, que se reserva para propósitos 
determinados y se utiliza conforme a limitaciones o restricciones expresas. Asignación 
que se otorga a un área presupuestaria determinada, durante un año calendario 
para el pago de gastos en forma oportuna e inmediata y que posteriormente se 
regularizan con los trámites administrativos correspondientes.

	• Fortalecimiento institucional. De acuerdo con Sánchez y Sarvide (1993), es 
“el resultado de una serie de acciones que implícita o explícitamente pretenden 
encontrar la mayor coherencia posible entre los planos que constituyen la institución 
(lo ideológico, lo organizativo o el manejo de recursos) y, sobre todo, generar 
un saber colectivo (apropiación) al respecto. Se trata de un abordaje integral, 
considerando tanto los aspectos ideológicos, políticos, organizativos y relacionales, 
así como la revisión de los recursos de la institución. El fortalecimiento institucional 
tampoco debe entenderse como un proceso que sólo favorezca el “crecimiento 
para adentro” o para la institución en sí misma, ya que el análisis de su articulación 
con su entorno es una condición necesaria para el fortalecimiento”.

	• Función de fiscalización. De acuerdo con el Glosario de Términos más Usuales 
en la Administración Pública Federal, la función es el “objetivo institucional a través 
del cual el sector público produce o presta determinado bien o servicio y se 
definen a partir de las disposiciones jurídico-administrativas”. Asimismo, refiere que 
la fiscalización es un “mecanismo de control que se entiende como sinónimo de 
inspección, de vigilancia, de seguimiento de auditoría, de supervisión, de control y 
de alguna manera de evaluación”. Por lo que el término hace referencia al objetivo 
institucional de fiscalizar conferido en la ley y otras normas establecidas al efecto.
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Letra G
	• Garantía. El Glosario de Términos más Usuales en la Administración Pública 

Federa la define como la “acción y efecto de afianzar por medio de documentos, 
prenda o hipoteca lo estipulado. Aval que asegura y protege contra algún riesgo 
o eventualidad”. También refiere que es la “forma establecida por la ley para que 
la Administración Pública Federal asegure el cumplimiento de las obligaciones 
contraídas con ella por los proveedores, arrendadores, prestadores de servicios o 
contratistas”.

	• Gestión Financiera. En el artículo 4. Fracc. XVII de la Ley de Fiscalización y 
Rendición de Cuentas de la Federación, se establece que la gestión financiera son 
“las acciones, tareas y procesos que, en la ejecución de los programas, realizan 
las entidades fiscalizadas para captar, recaudar u obtener recursos públicos 
conforme a la Ley de Ingresos y el presupuesto de egresos, así como las demás 
disposiciones aplicables, para administrar, manejar, custodiar, ejercer y aplicar los 
mismos y demás fondos, patrimonio y recursos, en términos del Presupuesto de 
Egresos y las demás disposiciones aplicables”.

	• Gobierno Federal. Se entiende por gobierno federal al régimen de organización 
política de una nación que se rige por el federalismo. Este último es una doctrina 
política que asocia los distintos estados, asociaciones, cantones, provincias o 
territorios en una sola organización política central.

	• Gobiernos Locales. De acuerdo con Homero R. Saltalamacchia y Alicia Ziccardi 
(2004) se refiere al ámbito de gobierno municipal. 

	• Guardar reserva. El Diccionario Panhispánico del Español Jurídico refiere que es 
el “deber que incumbe a determinados profesionales, autoridades y funcionarios 
públicos de guardar secreto sobre lo que conocen con ocasión del ejercicio de 
su profesión”.

Letra H
	• Hacienda Pública. El Glosario de Términos más Usuales en la Administración 

Pública Federal (1998 p. 193) refiere que es “la función gubernamental orientada 
a obtener recursos monetarios de diversas fuentes para financiar el desarrollo 
del país. Consiste en recaudar directamente los impuestos, derechos, productos 
y aprovechamientos; así como captar recursos complementarios, mediante la 
contratación de créditos y empréstitos en el interior del país y en el extranjero”. 
En una segunda acepción menciona que es “el conjunto de bienes, propiedades 
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y derechos del Gobierno Federal”. En el Artículo 109, fracción IV de la CPEUM 
refiere que los tribunales de justicia administrativa impondrán a los particulares 
que intervengan en actos vinculados con faltas administrativas graves, así como el 
resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública.

	• Hechos de corrupción. El Diccionario del Español de México refiere en su primera 
acepción que un hecho es un “acto, fenómeno, cosa que sucede o que existe”, y 
de acuerdo con la definición de Arturo del Castillo (2003), “la corrupción consiste 
en la violación de una obligación por parte de un funcionario público (burócrata) o 
representante popular (político) con el objeto de obtener un beneficio personal, en 
forma de dinero o regalos, de la persona que lo soborna o a quien extorsiona”, por 
lo que es un acto que viola la obligación de un funcionario público o representante 
popular para obtener un beneficio personal. El Artículo 109 Constitucional refiere 
en su fracción II que “la comisión de delitos por parte de cualquier servidor 
público o particulares que incurran en hechos de corrupción será sancionada en 
los términos de la legislación penal aplicable.

	• Hechos u omisiones constitutivos de delito. El Código Penal Federal refiere 
que “delito es el acto u omisión que sancionan las leyes penales”; por lo tanto, 
los hechos u omisiones constitutivos de delitos es el acto de cometer una acción 
alejada de la ley o no realizarla conforme a ella y que es sancionada por las 
leyes penales. El Artículo 109, fracción III, párrafo quinto, de la CPEUM refiere 
que los entes públicos federales tendrán órganos internos de control con las 
facultades para presentar las denuncias por hechos u omisiones que pudieran ser 
constitutivos de delito ante la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción.

	• Honradez. Es uno de los Principios que rigen el servicio público de acuerdo con 
la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción en su Capítulo II Artículo 5, 
y el Diccionario del Español de México menciona en su primera acepción que es 
la cualidad de una persona que actúa con justicia, maneja sus negocios o sus 
asuntos de dinero con apego a la moral y según la ley, y se comporta rectamente 
y de acuerdo con la verdad. Asimismo, el Artículo 109, fracción III de la CPEUM 
establece que se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos 
por los actos u omisiones que afecten la honradez que deban observar en el 
desempeño de sus empleos, cargos o comisiones.
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Letra I
	• Imparcialidad. Es uno de los Principios que rigen el servicio público de acuerdo 

con la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción en su Capítulo II Artículo 
5, y el Diccionario del Español de México menciona en su primera acepción que 
es un adjetivo que significa que “no es parcial, que es justo y objetivo, que no 
toma partido o no tiene predilecciones infundadas, que es equitativo. Asimismo, 
el Artículo 109, fracción III de la CPEUM establece que se aplicarán sanciones 
administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten 
la imparcialidad que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o 
comisiones.

	• Imposición de las sanciones. Imposición, de acuerdo con el Diccionario de la 
Lengua Española se refiere a “una carga, tributo u obligación que se impone” y 
sanción según el Diccionario del Español de México un “castigo o pena que se 
aplica por una falta principalmente legal o administrativa”; por lo que significa 
la obligación que se manda por la comisión de una falta legal o administrativa. 
En el Artículo 109, fracción IV de la CPEUM refiere que los tribunales de justicia 
administrativa impondrán a los particulares y personas morales que intervengan en 
actos vinculados con faltas administrativas graves.

	• Improcedencia de recomendaciones de la Auditoría Superior de la Federación. 
De acuerdo con el artículo 42 de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas 
de la Federación es el recurso con el que cuentan las entidades fiscalizadas para 
“justificar la improcedencia de lo recomendado o las razones por los cuales no 
resulta factible su implementación”. El Artículo 79 Constitucional, fracción II, párrafo 
quinto, establece que, en el caso de las recomendaciones, las entidades fiscalizadas 
deberán precisar ante la Auditoría Superior de la Federación las mejoras realizadas, 
las acciones emprendidas o, en su caso, justificar su improcedencia.

	• Incumplimiento. El Diccionario del Español de México refiere en su primera 
acepción que se refiere al acto de incumplir o a la falta de cumplimiento. El 
Artículo 79 fracción II, párrafo quinto de la CPEUM establece que la Auditoría 
Superior de la Federación, podrá revisar durante el ejercicio fiscal en curso a las 
entidades fiscalizadas, así como respecto de ejercicios anteriores. Las entidades 
fiscalizadas proporcionarán la información que se solicite para la revisión, en 
los plazos y términos señalados por la Ley y, en caso de incumplimiento, serán 
aplicables las sanciones previstas en la misma. 

	• Indemnización a favor de particulares. El Diccionario Panhispánico del Español 
Jurídico refiere que la indemnización es la “compensación económica destinada a 
reparar, garantizando su indemnidad, al afecta por la privación (expropiación) de 
un bien o derecho, por un perjuicio provocado por un tercero (en concepto de 
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responsabilidad) o por un gasto que ha incurrido por razón ajena a su voluntad”. 
En el Artículo 109, párrafo sexto de la CPEUM refiere que el Estado tiene una 
responsabilidad “por los daños que, con motivo de su actividad administrativa 
irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y 
directa”. En esos casos, los particulares tendrán derecho a una indemnización 
conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes.

	• Información definitiva. Según el artículo 79, párrafo tercero de la CPEUM, se 
refiere a la información de la Cuenta Pública sobre la que debe de pronunciarse 
la Auditoría Superior de la Federación para determinar sus observaciones o 
recomendaciones.

	• Informe Anual del Comité Coordinador. De acuerdo con el Artículo 9. Fracción 
VIII de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción es el “informe anual que 
contenga los avances y resultados del ejercicio de sus funciones y de la aplicación 
de políticas y programas en la materia”. Asimismo, especifica que “dicho informe 
será el resultado de las evaluaciones realizadas por la Secretaría Ejecutiva y será 
aprobado por la mayoría de los integrantes del Comité Coordinador, los cuales 
podrán realizar votos particulares, concurrentes o disidentes, sobre el mismo y 
deberán ser incluidos dentro del informe anual”. El Artículo 113 Constitucional en 
su fracción III, inciso e) menciona que le corresponde al Comité Coordinador del 
Sistema Nacional Anticorrupción la elaboración de un informe anual que contenga 
los avances y resultados del ejercicio de sus funciones y de la aplicación de 
políticas y programas en la materia.

	• Informe Específico. El artículo 4, fracción XXI de la Ley de Fiscalización y Rendición 
de Cuentas de la Federación refiere que es resultado de la revisión, originada por 
una denuncia, “que podrá realizar la Auditoría Superior de la Federación durante 
el ejercicio fiscal en curso a las entidades fiscalizadas, así como respecto de 
ejercicios anteriores, previa autorización de su Titular”. Al respecto, el Artículo 79, 
fracción I, quinto párrafo de la CPEUM establece que la Auditoría Superior de 
la Federación rendirá un informe específico a la Cámara de Diputados cuando 
haya revisado, derivado de denuncias, el ejercicio fiscal en curso a las entidades 
fiscalizadas, así como respecto de ejercicios anteriores.

	• Informe General Ejecutivo del Resultado de la Fiscalización Superior de la 
Cuenta Pública. El artículo 33 de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de 
la Federación refiere que es el informe que la Auditoría Superior de la Federación 
tendrá que rendir, en un plazo que vence “el 20 de febrero del año siguiente al 
de la presentación de la Cuenta Pública, a la Cámara de Diputados, por conducto 
de la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación, mismo que 
tendrá carácter público”. Asimismo, en la fracción II del artículo 79 Constitucional 
se establece como uno de sus encargos el de entregar a la Cámara de Diputados, 
el 20 de febrero del año siguiente al de la presentación de la Cuenta Pública, el 
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Informe General Ejecutivo del Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta 
Pública. En el artículo 74, fracción VI del mismo ordenamiento refiere que la 
Cámara de diputados deberá concluir la revisión de la Cuenta Pública a más tardar 
el 31 de octubre del año siguiente al de su presentación, con base en el análisis 
de su contenido y en las conclusiones técnicas del Informe General Ejecutivo del 
resultado de la Fiscalización Superior.

	• Informe sobre la Evolución de los Trabajos de Fiscalización. Una de las 
atribuciones de la Comisión de Vigilancia es solicitar a la Auditoría Superior de la 
Federación dicho informe como parte de la evaluación del desempeño, de acuerdo 
con los artículos 80 y 81 de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de 
la Federación. Asimismo, en el artículo 74, fracción VI de la CPEUM refiere que 
la Cámara de Diputados evaluará el desempeño de la Auditoría Superior de la 
Federación y al efecto le podrá requerir que le informe sobre la evolución de sus 
trabajos de fiscalización.

	• Informe sobre la Situación que guardan las observaciones. Artículo 79, Fracción 
II, sexto párrafo de la CPUEM es el informe que “la Auditoría Superior de la Federación 
deberá entregar a la Cámara de Diputados, los días 1 de los meses de mayo y 
noviembre de cada año” en el cual se “informe sobre la situación que guardan las 
observaciones, recomendaciones y acciones promovidas, correspondientes a cada 
uno de los informes individuales de auditoría que haya presentado”.  Asimismo, 
especifica que “en dicho informe, el cual tendrá carácter público, la Auditoría 
incluirá los montos efectivamente resarcidos a la Hacienda Pública Federal o al 
patrimonio de los entes públicos federales, como consecuencia de sus acciones 
de fiscalización, las denuncias penales presentadas y los procedimientos iniciados 
ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa”.

	• Informes al Comité Coordinador. El artículo 113, fracción II, inciso e) de la 
CPUEM hace referencia a los informes sobre las recomendaciones derivadas del 
informe anual del Comité Coordinador, que son dirigidas a los entes públicos, las 
cuales no son vinculantes, y tienen el objeto de que “adopten medidas dirigidas al 
fortalecimiento institucional para la prevención de faltas administrativas y hechos 
de corrupción, así como al mejoramiento de su desempeño y del control interno”.

	• Informe de Auditoría. El Glosario de Términos más Usuales en la Administración 
Pública Federal (1998, p. 208) refiere que es un “Informe preparado por un 
contador público en donde se expresa la opinión de un profesional independiente 
sobre la razonabilidad y confiabilidad de los estados financieros de una entidad”. 
Asimismo, se refiere a los informes individuales que se deriven de las funciones de 
fiscalización. En el contexto del artículo 122 Constitucional, en la fracción II, octavo 
párrafo hace referencia que los informes de auditoría de la entidad de fiscalización 
de la Ciudad de México tendrán carácter público.
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	• Informes de Auditoría de las Entidades Estatales de Fiscalización. Se refiere 
a los informes individuales que se deriven de las funciones de fiscalización por 
parte de las Entidades Estatales de Fiscalización y los cuales, de acuerdo con 
los artículos 116, Fracción II, sexto párrafo y 122, apartado A Fracción II. Séptimo 
párrafo de la CPEUM, “tendrán carácter público”.

	• Informes de Programas Federales. Se refiere a los informes trimestrales de los 
programas federales sujetos a reglas de operación como lo marca el artículo 181 
del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
el cual indica que ”las dependencias y las entidades a través de su dependencia 
coordinadora de sector, deberán enviar trimestralmente a la Cámara de Diputados, 
informes sobre el presupuesto ejercido entregado a los beneficiarios de los 
programas al menos a nivel de capítulo y concepto de gasto, así como informes 
sobre el cumplimiento de las metas y objetivos con base en los indicadores de 
desempeño respectivos”. En el artículo 79, fracción I, cuarto párrafo de la CPEUM se 
especifica que la facultad de la Auditoría Superior de la Federación para solicitar y 
revisar, de manera casuística y concreta, información de ejercicios anteriores al de 
la Cuenta Pública en revisión, cuando se trate de revisiones sobre el cumplimiento 
de los objetivos de los programas federales.

	• Informes Individuales de Auditoría. De conformidad con el artículo 4, fracción 
XXII de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación son los 
informes de cada una de las auditorías practicadas a las entidades fiscalizadas. 
El Artículo 79, fracción II, primer párrafo de la CPEUM especifica que los informes 
individuales que la ASF entregue a la Cámara de Diputados serán de carácter 
público y que incluirán como mínimo el dictamen de su revisión, un apartado 
específico con las observaciones, así como las justificaciones y aclaraciones que, 
en su caso, las entidades fiscalizadas hayan presentado sobre las mismas.

	• Ingresos de fondos y recursos federales. En el Glosario de Términos más 
Usuales en la Administración Pública Federal (1998, p. 209) se define como ingreso 
a todos “aquellos recursos que obtienen los individuos, sociedades o gobiernos 
por el uso de riqueza, trabajo humano, o cualquier otro motivo que incremente su 
patrimonio. En el caso del Sector Público, son los provenientes de los impuestos, 
derechos, productos, aprovechamientos, financiamientos internos y externos; así 
como de la venta de bienes y servicios del Sector Paraestatal”. Asimismo, define 
a los fondos como las “partidas económicas que representa una disponibilidad 
destinada a afrontar un determinado gasto, o a la suma de dinero que constituye a 
una entidad contable independiente, que se reserva para propósitos determinados 
y se utiliza conforme a limitaciones o restricciones expresas”. Por su parte, los 
recursos son el “conjunto de personas, bienes materiales, financieros y técnicos 
con que cuenta y utiliza una dependencia, entidad, u organización para alcanzar 
sus objetivos y producir los bienes o servicios que son de su competencia”. Por 
lo tanto, son los bienes materiales, financieros y técnicos con que cuenta y utiliza 
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el gobierno federal de las partidas económicas reservadas y de los impuestos, 
derechos, productos, aprovechamientos, financiamientos internos y externos; así 
como de la venta de bienes y servicios del Sector Paraestatal. En el Artículo 79, 
fracción I, establece que uno de los encargos de la ASF será el fiscalizar en forma 
posterior los ingresos, egresos y deuda; las garantías que, en su caso, otorgue el 
Gobierno Federal respecto a empréstitos de los Estados y Municipios; el manejo, 
la custodia y la aplicación de fondos y recursos de los Poderes de la Unión y de 
los entes públicos federales, así como realizar auditorías sobre el desempeño en 
el cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas federales.

	• Inhabilitación. El Diccionario de la Lengua Española refiere en su tercera acepción 
que es un “pena consistente en la privación de honores, empleos y cargos públicos, 
del ejercicio de una profesión, industria o comercio, o de los derechos de patria 
potestad, tutela, guarda, curatela o acogimiento, del derecho de sufragio pasivo 
o de cualquier otro derecho”. En artículo 109 fracción III de la CPEUM menciona 
que los servidores públicos que incurran en responsabilidad frente al Estado 
podrán ser sancionados administrativamente por actos u omisiones que afecten 
la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en 
el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Una de las sanciones puede 
ser la inhabilitación.

	• Interés público. En el Diccionario Jurídico Mexicano (1996) señala que es “el 
conjunto de pretensiones relacionadas con las necesidades colectivas de los 
miembros de una comunidad y protegidas mediante la intervención directa y 
permanente del Estado”. En artículo 109 fracción I de la CPEUM menciona que los 
servidores públicos que incurran en responsabilidad frente al Estado podrán ser 
sancionados cuando en el ejercicio de sus funciones incurran en actos u omisiones 
que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen 
despacho.

	• Investigar. el Diccionario del Español de México menciona en su primera acepción 
que es “hacer lo necesario para averiguar, descubrir o llegar a saber con certeza 
alguna cosa”. En artículo 109 fracción III, quinto párrafo menciona que los entes 
públicos federales tendrán órganos internos de control con las facultades que 
determine la ley para prevenir, corregir e investigar actos u omisiones que pudieran 
constituir responsabilidades administrativas.

	• Irregularidad. El Diccionario del Español de México menciona en su segunda 
acepción que es un comportamiento que constituye un delito o una falta de 
honradez. El artículo 79 Constitucional refiere en su fracción III que uno de los 
encargos de la ASF es la de investigar los actos u omisiones que impliquen alguna 
irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación 
de fondos y recursos federales.
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Letra J
	• Juicio político. El Diccionario de Términos Parlamentarios de la SEGOB menciona 

que es el “procedimiento de orden constitucional que realizan las cámaras del 
Congreso -la Cámara de Diputados como órgano de acusación y la Cámara de 
Senadores como órgano de sentencia-, cuando los actos u omisiones de los 
servidores públicos señalados por el artículo 110 de la Constitución redunden 
en perjuicio de los intereses públicos fundamentales por violaciones graves a 
la Constitución, a las Leyes Federales que de ella emanen, así como por el 
manejo indebido de fondos y recursos federales”. En el artículo 110 de la CPEUM 
menciona que los servidores públicos que pueden ser sujetos de juicio político 
son los senadores y diputados al Congreso de la Unión, los ministros de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, los consejeros de la Judicatura Federal, 
los secretarios de Despacho, el Fiscal General de la República, los magistrados de 
Circuito y jueces de Distrito, el consejero Presidente, los consejeros electorales y 
el secretario ejecutivo del Instituto Nacional Electoral, los magistrados del Tribunal 
Electoral, los integrantes de los órganos constitucionales autónomos, los directores 
generales y sus equivalentes de los organismos descentralizados, empresas de 
participación estatal mayoritaria, sociedades y asociaciones asimiladas a éstas y 
fideicomisos públicos, y en al artículo 109 fracción primera especifica que mediante 
el juicio político se impondrán sanciones cuando en el ejercicio de sus funciones 
incurran en actos u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses públicos 
fundamentales o de su buen despacho.

	• Justificación de las observaciones. El Diccionario del Español de México 
menciona en su segunda acepción que es justificación es una “razón o motivo 
que se da para explicar algún acontecimiento o un comportamiento”, y en este 
caso se refiere a los argumentos que las entidades auditadas hayan presentado 
sobre las observaciones y que deberán consignarse en los informes individuales 
de auditoría. Artículo 79, fracción II, primer y segundo párrafos refiere que en los 
informes individuales de auditoría incluirán como como parte de su contenido un 
apartado con las justificaciones y aclaraciones las entidades fiscalizadas hayan 
presentado sobre las observaciones de la Auditoría Superior de la Federación. 
Mismas que se darán a conocer a las entidades fiscalizadas de manera previa a 
la presentación de los informes individuales de auditoría, las cuales deberán ser 
valoradas por la Auditoría Superior de la Federación para la elaboración de los 
informes individuales de auditoría.
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Letra L
	• Lealtad. Es uno de los Principios que rigen el servicio público de acuerdo con 

la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción en su Capítulo II Artículo 5, 
y el Diccionario del Español de México menciona en su primera acepción que es 
la “cualidad de una persona que actúa sincera y honradamente, con respeto y 
reconocimiento de sus principios morales y de sus compromisos, y que no engaña 
ni traiciona”. Asimismo, el artículo 109, fracción III, menciona que se aplicarán 
sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones 
que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban 
observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones.

	• Legalidad. Es uno de los Principios que rigen el servicio público de acuerdo con 
la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción en su Capítulo II Artículo 5, 
y el Diccionario del Español de México menciona en su primera acepción que 
es la “calidad de legal de un acto, contrato o situación jurídica”. Asimismo, el 
artículo 109, fracción III, menciona que se aplicarán sanciones administrativas a los 
servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, 
lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus 
empleos, cargos o comisiones. En el artículo 116, fracción II, sexto párrafo del 
mismo ordenamiento se establece que las legislaturas de los estados contarán con 
entidades estatales de fiscalización, y su función de fiscalización se desarrollará 
conforme a los principios de legalidad, imparcialidad y confiabilidad. Por último, el 
Artículo 122 constitucional establece en su fracción II, sexto párrafo los mismos 
principios para la entidad de fiscalización de la Legislatura de la Ciudad de México.

	• Legislatura. De conformidad con lo establecido en el Diccionario de Términos 
Parlamentarios de la SEGOB, una legislatura es “el periodo de tiempo que dura 
el mandato de un órgano legislativo desde su instalación hasta el término del 
mandato constitucional de sus integrantes. En México cada legislatura dura tres 
años”. También aclara que “el ejercicio de las funciones de los diputados y las 
diputadas durante tres años, es decir, una legislatura; mientras que la de los 
senadores y las senadoras dura seis años, es decir, dos legislaturas”. El artículo 
122 apartado A fracción II, Sexto párrafo de la CPEUM establece que le corresponde 
a la Legislatura de la Ciudad de México revisar la cuenta pública del año anterior, 
por conducto de su entidad de fiscalización.

	• Legislaturas de los Estados. Se trata del Poder Legislativo correspondiente al 
nivel de gobierno que corresponde a las entidades federativas, sus integrantes 
son diputados y siguiendo un criterio análogo al sistema federal, duran en su 
encargo tres años y son sujetos a elección popular. En el contexto constitucional 
de la fiscalización las (LE) son relevantes pues el legislador ha caracterizado la 
fiscalización como una función legislativa. En efecto, el párrafo sexto de la fracción 
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II del Artículo 116 Constitucional establece que “las legislaturas de los estados 
contarán con entidades estatales de fiscalización, las cuales serán órganos con 
autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir 
sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones, en los términos que 
dispongan sus leyes”.

	• Ley General. Para la literatura especializada en técnica legislativa hablamos de 
una (LG) cuando “ciertos textos normativos en los que tienen primacía reglas de 
conducta con operador deóntico, responden a un criterio puramente formal en 
el que se considera el sujeto o destinatario y cuando éste está representado 
por una clase compuesta de más miembros, entonces se refiere que la norma 
es general; en cambio, cuando la regla de conducta el sujeto o destinatario está 
representado por un individuo singular, se habla de norma particular” (Gutiérrez 
Parada, Oscar: 2012; 3). En el contexto constitucional de la fiscalización la fracción 
XXIV del Artículo 73 Constitucional se refiere a que el Congreso tiene facultad para 
“expedir las leyes que regulen la organización y facultades de la Auditoría Superior 
de la Federación y las demás que normen la gestión, control y evaluación de los 
Poderes de la Unión y de los entes públicos federales; así como para expedir 
la ley general que establezca las bases de coordinación del Sistema Nacional 
Anticorrupción a que se refiere el artículo 113 de esta Constitución” Ahora bien, 
tomando en cuenta que esta fracción apareció reformada en el Diario Oficial de 
la Federación (DOF) con fecha 27 de mayo de 2015, podemos concluir que el 
legislador cumplió con esta facultad al publicar, el 18 de julio de 2016 en el Diario 
Oficial de la Federación, la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción.

	• Mandatos. De acuerdo con el segundo párrafo de la fracción I del Artículo 79 
Constitucional, el (M) es, junto con los fideicomisos y fondos, una figura jurídica 
a partir de la cual se pueden ejercer recursos públicos. La literatura técnica de 
fiscalización establece que el (M) es un “contrato por el cual el mandatario se 
obliga a ejecutar por cuenta del mandante, los actos jurídicos que éste le encarga 
(Arts. 2546 al 2604 del Código Civil para el Distrito Federal)” (SHCP/SE: 2015, 262). 
De hecho, esta misma fuente señala que el (M) es un “mecanismo utilizado por 
el Gobierno Federal, vía la banca de desarrollo, para canalizar fondos a ciertas 
actividades o sectores. Dichos mandatos se financian con recursos propios del 
Gobierno, en cuyo caso se reflejan en su gasto, o con recursos de la banca de 
fomento” (SHCP/SE: 2015, 262). En el marco de la fiscalización, la literatura nos 
recuerda que “la ASF está facultada para fiscalizar los recursos públicos federales 
que la Federación haya otorgado a entidades federativas, municipios y alcaldías 
de la Ciudad de México, fideicomisos, fondos, mandatos o, cualquier otra figura 
análoga, personas físicas o morales, públicas o privadas, cualesquiera que sean 
sus fines y destino, así como verificar su aplicación al objeto autorizado” (Ocampo 
García de Alba, Guadalupe Blanca Leticia: 2016; 40).
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	• Manejo de Fondos y Recursos Federales. La literatura establece sobre los 
“fondos” que se trata de una “suma de dinero que constituye una entidad 
contable independiente, que se reserva para propósitos determinados y se utiliza 
conforme a limitaciones o restricciones expresas. Asignación que se otorga a 
un área presupuestal determinada, durante un año calendario para el pago de 
gastos en forma oportuna e inmediata y que posteriormente se regularizan con 
los trámites administrativos correspondientes” (SHCP/SE: 2015, 193). Ahora bien, 
en cuanto al contexto constitucional de la fiscalización, la fracción I del Artículo 
79 Constitucional hace referencia al “manejo, custodia y la aplicación de fondos 
y recursos” justamente en razón de que es el manejo, custodia y aplicación de 
fondos lo que está sujeto a revisión auditora. Lo mismo en el caso del párrafo 
sexto de la fracción II del Artículo 116 que se refiere a la fiscalización de Estados 
y Municipios se hace una referencia análoga. Por ello, la fracción III del Artículo 79 
Constitucional señala como una obligación de la labor auditora, la de “investigar 
los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el 
ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos federales”.

	• Manera Previa. El párrafo segundo de la fracción segunda del Artículo 79 
Constitucional hace referencia al término (MP) como un marcador textual de 
anticipación para que la autoridad fiscalizadora de a conocer a las entidades 
fiscalizadas la parte que les corresponda de los resultados de la revisión, antes 
de la presentación ante el pleno de la Cámara de Diputados del Informe General 
Ejecutivo y de los informes individuales de auditoría, a efecto de que éstas 
presenten las justificaciones y aclaraciones que correspondan, las cuales deberán 
ser valoradas por la Auditoría Superior de la Federación para la elaboración de 
los informes individuales de auditoría.

	• Mecanismos de coordinación. El inciso a) de la fracción III del Artículo 113 
Constitucional refiere los (MC) como una atribución del Comité Coordinador del 
Sistema Nacional Anticorrupción para la interacción con los sistemas locales. Como 
la noción de “sistema” refiere a un “conjunto de elementos que guardan estrechas 
relaciones entre sí, que mantienen al sistema directa o indirectamente unido de 
modo más o menos estable y cuyo comportamiento global persigue, normalmente, 
algún tipo de objetivo (teleología)” (Arnold Cathalifaud, Marcelo y Osorio, Francisco: 
1998; 3), los (MC) aparecen como elemento nuclear en la fuerza, eficacia y 
consistencia del sistema. Ahora bien, en el marco del combate a la corrupción 
los (MC) pueden referirse concretamente al establecimiento de pautas, normas y 
criterios institucionales para garantizar la cooperación, la comunicación y la sinergia 
entre las partes (o nodos institucionales) para ello es especialmente relevante 
homologar las funciones de los nodos con base en un criterio cuantificable para 
desarrollar una métrica de sus funciones y hacer equiparable entre sí los criterios 
de desempeño. Así los (MC) pueden asumirse como un grupo de indicadores de 
las funciones centrales de los nodos que se contrastan contra los resultados 
generados en segmentos de tiempo (1er semestre, 2do semestre, por ejemplo) 
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a efecto de generar una evaluación del desempeño iterada e infinita, sujeta (y 
compatible) con la rendición de cuentas del sistema en su conjunto, que puede 
ser compartida de una manera simple en un portal de Internet. 

	• Mecanismos de suministro, intercambio, sistematización y actualización de 
la información. El inciso c) de la fracción III del Artículo 113 Constitucional 
refiere los (MSISAI) como una atribución del Comité Coordinador del Sistema 
Nacional Anticorrupción sobre la información que sobre estas materias generen 
las instituciones competentes de los órdenes de gobierno. Dado que la literatura 
define <<información>> como “un conjunto de datos con un significado, o sea, que 
reduce la incertidumbre o que aumenta el conocimiento de algo. En verdad, la 
información es un mensaje con significado en un determinado contexto, disponible 
para uso inmediato y que proporciona orientación a las acciones por el hecho 
de reducir el margen de incertidumbre con respecto a nuestras decisiones” 
(Chiavenato, Idalberto: 2006; 110), los (MSISAI) aparecen como una pieza clave en 
la lucha contra la corrupción y pueden ser materializados tanto en un repositorio 
con información pública que al efecto se genere, o bien a partir de convenios de 
colaboración que robustezcan dicho repositorio. 

	• Mejoramiento de desempeño. La literatura señala que el <<desempeño institucional>> 
es “el conjunto de elementos metodológicos, normativos y operacionales que 
permiten monitorear y cuantificar objetivamente el desempeño integral de la 
institución, de manera que sea posible evaluar el avance en el cumplimiento de 
los objetivos” (UPVyAI/COFESE: 2021): 9). Por ello, el (MD) es el círculo iterado 
de la calidad continua sobre el propio desempeño institucional. En el marco 
constitucional, el segundo párrafo del inciso e) de la fracción III del Artículo 
113 Constitucional establece la obligación del Comité Coordinador del Sistema 
a elaborar un informe anual que contenga los avances y resultados del ejercicio 
de sus funciones y de la aplicación de políticas y programas en la materia. Con 
base en este supuesto constitucional el Comité Coordinador del Sistema puede 
emitir recomendaciones no vinculantes a las autoridades, entre otras cosas sobre 
el mejoramiento de su desempeño.

	• Mejoras realizadas. La voz (MR) es un marcador textual que el párrafo quinto 
de la fracción II del Artículo 79 Constitucional utiliza para dar oportunidad a 
las entidades fiscalizadas de actualizar cambios ante la Auditoría Superior de 
la Federación (ASF) para que las observaciones puedan ser solventadas, ya sea 
durante el transcurso de la auditoría o una vez notificadas.

	• Montos efectivamente resarcidos. El sexto párrafo de la fracción II del 
Artículo 79 Constitucional usa el marcador textual (MER) para referirse al dinero 
público recuperado a las arcas públicas “como consecuencia de las acciones de 
fiscalización, las denuncias penales presentadas y los procedimientos iniciados ante 
el Tribunal Federal de Justicia Administrativa”. Esto, derivado del informe sobre la 
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situación que guardan las observaciones, recomendaciones y acciones promovidas, 
correspondientes a cada uno de los informes individuales de auditoría que la 
Auditoría Superior de la Federación debe entregar a la Cámara de Diputados, los 
días 1 de los meses de mayo y noviembre de cada año.

	• Municipios. Se trata del tercer nivel de gobierno y de autoridad cada vez más 
cercana al ciudadano en los distritos locales, la literatura no deja de señalar que 
se trata de una figura que en mucho es “heredera de la figura del cabildo español” 
(Valencia Carmona, Salvador: 2017; 22): En el marco constitucional, la fracción 
los párrafos primero y segundo de la fracción I del Artículo 79 Constitucional 
especifican el mandato de la Auditoria Superior de la Federación, según esta fuente, 
se trata de un mandato amplio y robusto, nada menos fiscalizar “directamente 
los recursos federales que administren o ejerzan las entidades federativas, los 
municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México”. Con ello, se 
quiere indicar que el mandato de la ASF es transversal a los diferentes niveles de 
gobierno, desde el nivel federal hasta el municipal.

Letra O
	• Objetivos de los programas federales. Se trata de un apartado nuclear en el 

diseño y confección de Programas Sociales, en razón de que los (ODLPF) muestran 
el propósito central de la política pública y en esa medida permiten, a partir de 
mediciones de línea de tiempo, evaluar y monitorear su rendimiento. A pesar de 
la centralidad de los (ODLPF) la autoridad señala que “más de la mitad de los 
programas y acciones del ámbito de desarrollo social no tienen identificado el 
resultado que buscan y expresan su objetivo en términos de gestión o entrega 
de bienes y servicios” (CONEVAL: 2018; 4). Ello impacta naturalmente dificultando 
la labor auditora. Por ello, el párrafo cuarto de la fracción I del Artículo 79. 
Constitucional, establece que “la Auditoría Superior de la Federación podrá solicitar 
y revisar, de manera casuística y concreta, información de ejercicios anteriores 
al de la Cuenta Pública en revisión, sin que por este motivo se entienda, para 
todos los efectos legales, abierta nuevamente la Cuenta Pública del ejercicio 
al que pertenece la información solicitada, exclusivamente cuando el programa, 
proyecto o la erogación, contenidos en el presupuesto en revisión abarque para 
su ejecución y pago diversos ejercicios fiscales o se trate de revisiones sobre el 
cumplimiento de los objetivos de los programas federales”.

	• Obras públicas. De acuerdo con la literatura, “la obra pública es todo trabajo que 
tenga como objeto la creación, la construcción, la conservación o la modificación 
de los bienes inmuebles del gobierno” (SHCP/SE: 2015; 266). Ahora bien, existen dos 
tipos de (OP): o bien la modalidad es por administración, o bien es por contrato. La 
OP por administración se refiere “a las asignaciones destinadas a cubrir el monto 
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de las erogaciones que realicen directamente las dependencias y entidades de la 
administración pública federal, en las construcciones, reconstrucciones, ampliaciones, 
adaptaciones, mejoras y supervisión de obras públicas por administración” (2015; 
266); en tanto que la OP por contrato “corresponde a las asignaciones destinadas 
a cubrir el pago de obras públicas que las dependencias y entidades de la 
administración pública federal, contraten con personas físicas o morales. Dichas 
obras pueden ser: construcciones, reconstrucciones, ampliaciones, adaptaciones 
y mejoras” (2015; 266); en el marco constitucional de la fiscalización el primer 
párrafo de la Fracción IV del Artículo 109 Constitucional establece que: “los 
tribunales de justicia administrativa impondrán a los particulares que intervengan 
en actos vinculados con faltas administrativas graves, con independencia de 
otro tipo de responsabilidades, las sanciones económicas; inhabilitación para 
participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas; así como 
el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública o a 
los entes públicos federales, locales o municipales”.

	• Observaciones al Informe General Ejecutivo. Las (OIGE) son un recurso 
procedimental de proceso legislativo que permite a la Auditoría Superior de la 
Federación (ASF) generar adecuaciones o modificaciones al Informe General Ejecutivo 
del resultado de la Fiscalización Superior. En una síntesis del reloj legislativo que 
define los tiempos constitucionales para la entrega de insumos de la labor auditora, 
la fracción VI del Artículo 74 Constitucional establece que la revisión de la Cuenta 
Pública la realizará la Cámara de Diputados a través de la Auditoría Superior de la 
Federación y que la Cuenta Pública del ejercicio fiscal correspondiente deberá ser 
presentada a la Cámara de Diputados a más tardar el 30 de abril del año siguiente. 
Esta fracción también señala que sólo se podrá ampliar el plazo de presentación en 
los términos de la fracción IV, último párrafo, de este artículo; que la prórroga no 
deberá exceder de 30 días naturales y, en tal supuesto, la Auditoria Superior de la 
Federación contará con el mismo tiempo adicional para la presentación del Informe 
General Ejecutivo del resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública. 
Pero además, establece que la Cámara concluirá la revisión de la Cuenta Pública 
a más tardar el 31 de octubre del año siguiente al de su presentación, con base 
en el análisis de su contenido y en las conclusiones técnicas del Informe General 
Ejecutivo del resultado de la Fiscalización Superior, a que se refiere el artículo 
79 de la Constitución, sin menoscabo de que el trámite de las observaciones, 
recomendaciones y acciones promovidas por la Auditoría Superior de la Federación, 
seguirá su curso en términos de lo dispuesto en dicho artículo. 

	• Observaciones de Fiscalización. Las (OF) refieren a un recurso procesal simultáneo 
al proceso de fiscalización. El tercer párrafo del Artículo 79. Constitucional establece 
que la Auditoría Superior de la Federación (ASF) podrá iniciar el proceso de 
fiscalización a partir del primer día hábil del ejercicio fiscal siguiente, sin perjuicio 
de que las observaciones o recomendaciones que, en su caso realice, deberán 
referirse a la información definitiva presentada en la Cuenta Pública. 
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	• Omisiones. El principio general de derecho estima que la autoridad debe hacer 
aquello que le está facultado en ley expresa o texto positivo alguno, en tanto el 
particular puede hacer todo aquello que no esté prohibido por la ley. Es importante 
tener presente este criterio porque las omisiones son una “no acción” en el marco 
de las facultades del funcionario debían hacerse y no se hicieron. Desde este 
punto de vista el servidor público debe ser celoso con el seguimiento de sus 
funciones y responsabilidades, a riesgo de que las acciones y las “no acciones”, 
ambas en la misma proporción, son objeto de responsabilidad jurídica. Existe un 
parangón interesante de esta noción con la de “No-Decisiones” desarrollada en la 
literatura de sociología y ciencia política (Bachrach, P. y M. S. Baratz: 1962; Dahl, 
Robert A: 1957; Lukes, S.: 1985, [1974]; Rivas Prats, F. E.: 2016), en la medida 
en que las “No-Decisiones” se asumen cargadas de intencionalidad y para los 
términos del análisis de la acción llevan el mismo peso que una decisión plena. 
En el marco del vocabulario constitucional de la fiscalización, la fracción III del 
Artículo 79 constitucional establece que la ASF tendrá a su cargo “investigar los 
actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el 
ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos federales, y 
efectuar visitas domiciliarias, únicamente para exigir la exhibición de libros, papeles 
o archivos indispensables para la realización de sus investigaciones, sujetándose 
a las leyes y a las formalidades establecidas para los cateos”. En tanto que 
la fracción I el Artículo 109 Constitucional, en materia de sanciones para los 
servidores públicos que incurran en responsabilidad frente al Estado, señala que: 
“se impondrán, mediante juicio político, las sanciones indicadas en el artículo 110 
a los servidores públicos señalados en el mismo precepto, cuando en el ejercicio 
de sus funciones incurran en actos u omisiones que redunden en perjuicio de 
los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho”. En tanto que, la 
fracción III del Artículo 109, establece que: “se aplicarán sanciones administrativas 
a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, 
honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño 
de sus empleos, cargos o comisiones”.

	• Oponibilidad de disposiciones. La (OD) es un marcador textual de la constitución 
que indica la preminencia de la lucha anticorrupción por sobre la secrecía de la 
información personal en los casos en que un servidor público deba transparentar sus 
recursos privados para cumplir con sus obligaciones en materia de transparencia y 
rendición de cuentas. Concretamente, la fracción IV del Artículo 109 Constitucional, 
en su en su párrafo cuarto, a la letra establece que: “en el cumplimiento de 
sus atribuciones, a los órganos responsables de la investigación y sanción de 
responsabilidades administrativas y hechos de corrupción no les serán oponibles 
las disposiciones dirigidas a proteger la secrecía de la información en materia 
fiscal o la relacionada con operaciones de depósito, administración, ahorro e 
inversión de recursos monetarios”.



59Vocabulario Constitucional de la Fiscalización en México

	• Órdenes de gobierno. Para comprender la noción de (OG) la literatura recomienda 
tener presente los artículos 40, 115 y 116 constitucionales (Pineda Ortega, Pablo: 
2017; 108), que refieren los límites y concurrencias entre lo municipal, lo local 
(gobiernos estatales) y lo federal (gobierno federal). En el contexto constitucional 
de la fiscalización el Artículo 113, acredita al Sistema Nacional Anticorrupción 
como la instancia de coordinación entre las autoridades de todos los órdenes de 
gobierno competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades 
administrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de 
recursos públicos. 

	• Organismo Garante. La voz (OG) refiere al Instituto Nacional de Acceso a la 
Información y Protección de Datos Personales (INAI). Concretamente, el párrafo 
décimo sexto de la Fracción VIII del Apartado A del Artículo 6º Constitucional, 
a la letra dice: “El organismo garante coordinará sus acciones con la Auditoría 
Superior de la Federación, con la entidad especializada en materia de archivos y 
con el organismo encargado de regular la captación, procesamiento y publicación 
de la información estadística y geográfica, así como con los organismos garantes 
de las entidades federativas, con el objeto de fortalecer la rendición de cuentas 
del Estado Mexicano”.

	• Organismos Garantes de las Entidades Federativas. En el contexto del Artículo 
6º Constitucional se trata de los Órganos Autónomos garantes del derecho de 
acceso a la información y protección de datos personales en el nivel subnacional. 
(Cfr. Voz; “Organismo Garante”).

	• Órganos de administración. Con base en la literatura sobre la figura de (OA) 
este tipo de entes surge de la evolución histórica de la “Sociedad Anónima” (S.A.). 
Al respecto, vale la pena tener presentes dos señalamientos. El primero es que en 
“el desenvolvimiento normativo de la S.A. ha generado tres categorías de órganos 
que evocan los tres poderes de la teoría constitucional clásica, teorizados por 
Montesquieu (legislativo, ejecutivo y Judicial, o de control). Aparece así el órgano 
deliberante, (asamblea general), considerado el instrumento soberano de la S. A.; 
el órgano de administración y representación de la sociedad civil en sus distintas 
formas y el órgano de vigilancia o control de gestión” (Labariega Villanueva, Pedro 
Alfonso: 2015; 272). El segundo señalamiento es que ”la S.A. se crea y organiza para 
cumplimentar el objetivo acordado por sus fundadores. En la intención por alcanzar 
dicho propósito, la S. A. tiene que relacionarse con sus asociados y con terceros; 
por ello ha de actuar como persona, es decir, como sujeto capaz de adquirir 
derechos y de contraer obligaciones; sin embargo, su actuación debe ser a través de 
órganos compuestos por personas físicas quienes a fin de cuentas habrán de obrar 
por ellas” (2015; 270). Por su parte, la fracción IV del Artículo 109 Constitucional, 
establece a la letra que: “los tribunales de justicia administrativa impondrán a los 
particulares que intervengan en actos vinculados con faltas administrativas graves, 
con independencia de otro tipo de responsabilidades, las sanciones económicas; 
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inhabilitación para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras 
públicas; así como el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados a la 
Hacienda Pública o a los entes públicos federales, locales o municipales. Las 
personas morales serán sancionadas en los términos de esta fracción cuando los 
actos vinculados con faltas administrativas graves sean realizados por personas 
físicas que actúen a nombre o representación de la persona moral y en beneficio 
de ella. También podrá ordenarse la suspensión de actividades, disolución o 
intervención de la sociedad respectiva cuando se trate de faltas administrativas 
graves que causen perjuicio a la Hacienda Pública o a los entes públicos, federales, 
locales o municipales, siempre que la sociedad obtenga un beneficio económico y 
se acredite participación de sus órganos de administración, de vigilancia o de sus 
socios, o en aquellos casos que se advierta que la sociedad es utilizada de manera 
sistemática para vincularse con faltas administrativas graves; en estos supuestos la 
sanción se ejecutará hasta que la resolución sea definitiva. Las leyes establecerán 
los procedimientos para la investigación e imposición de las sanciones aplicables 
de dichos actos u omisiones”.

	• Órganos de vigilancia y de Control. Los (OVC´s) son las instancias del gobierno 
federal cuya función es establecer un control interno y funcionan como “primer 
aduana” de control en el ámbito de la administración pública federal. Sobre el 
particular, la literatura señala que: “el control es sólo uno de los elementos que 
componen la fiscalización. Los juristas hablan de controles parlamentarios, judiciales 
y administrativos que corresponden a los tres poderes de la Unión (Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial respectivamente). Cuando el control se clasifica de acuerdo 
con el sujeto que lo realiza, este puede ser interno o externo. En la Administración 
pública Federal existen órganos de control, vigilancia y fiscalización dentro del 
poder Ejecutivo, así como el emanado del poder Legislativo. Los primeros tienen 
el carácter –relativo- de órganos de control interno y a la entidad de Fiscalización 
Superior de la Federación corresponde el control externo” (Priego Hernández, 
Oscar; Ramírez Martínez, Miguel A. y García Rodríguez, José Félix: 2018;148). Por 
su parte el segundo párrafo de la fracción tercera del Artículo 109 Constitucional, 
establece que: “las faltas administrativas graves serán investigadas y substanciadas 
por la Auditoría Superior de la Federación y los órganos internos de control, o por 
sus homólogos en las entidades federativas, según corresponda, y serán resueltas 
por el Tribunal de Justicia Administrativa que resulte competente. Las demás faltas 
y sanciones administrativas, serán conocidas y resueltas por los órganos internos 
de control”.
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Letra P
	• Participaciones Federales. La voz (PF) refiere a la “asignación de recursos 

fiscales que otorga el gobierno federal a los estados, municipios y Distrito Federal 
[hoy, Ciudad de México, CDMX] a través del Fondo General de Participaciones, 
y de Fomento Municipal, destinados a cubrir la parte de los ingresos federales 
que, recauden las oficinas receptoras y que les corresponden de acuerdo con las 
disposiciones legales y que se canaliza al cumplimiento de objetivos nacionales” 
(SHCP/SE: 2015; 272). En el marco constitucional de la fiscalización, el párrafo 
segundo de la fracción I del Artículo 79 Constitucional, que establece las facultades 
de la Auditoría Superior de la Federación, a la letra señala: “También fiscalizará 
directamente los recursos federales que administren o ejerzan las entidades 
federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México. 
En los términos que establezca la ley fiscalizará, en coordinación con las entidades 
locales de fiscalización o de manera directa, las participaciones federales”. Por su 
parte, el quinto párrafo de la fracción III del Artículo 109 Constitucional vincula 
las PF con los órganos internos de control, de la siguiente forma: “los entes 
públicos federales tendrán órganos internos de control con las facultades que 
determine la ley para prevenir, corregir e investigar actos u omisiones que pudieran 
constituir responsabilidades administrativas; para sancionar aquéllas distintas a 
las que son competencia del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; revisar 
el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de recursos públicos federales y 
participaciones federales; así como presentar las denuncias por hechos u omisiones 
que pudieran ser constitutivos de delito ante la Fiscalía Especializada en Combate 
a la Corrupción a que se refiere esta Constitución”.

	• Particulares. La voz (P) refiere a oposición ante <<servidores públicos>>, se trata 
de una persona cuyo sustento económico no depende formal ni cotidianamente de 
una institución pública. Los (P) pertenecen al universo lógico de lo privado. Por ello 
con esta voz el texto constitucional busca incorporar en la lucha anticorrupción 
al universo de lo privado cuando los (P) ejercen recursos públicos. La fracción 
IV del Artículo 79 Constitucional, que versa sobre las facultades de la Auditoría 
Superior de la Federación (ASF), le mandata a “promover las responsabilidades que 
sean procedentes ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa y la Fiscalía 
Especializada en Combate a la Corrupción, para la imposición de las sanciones que 
correspondan a los servidores públicos federales y, en el caso del párrafo segundo 
de la fracción I de este artículo, a los servidores públicos de los estados, municipios, 
del Distrito Federal y sus demarcaciones territoriales, y a los particulares”. En tanto 
la fracción II. del Artículo 109 Constitucional establece supuestos de sanción tanto 
para servidores públicos como particulares que incurran en responsabilidad frente 
al Estado. En tanto que la fracción IV del mismo ordenamiento señala que “los 
tribunales de justicia administrativa impondrán a los particulares que intervengan 
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en actos vinculados con faltas administrativas graves, con independencia de otro 
tipo de responsabilidades, sanciones económicas”.

	• Participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas. La 
voz (PAASOP) se funda en el hecho de que toda celebración de un contrato 
entre un particular y una institución pública es un acto jurídico sujeto a las 
reglas de ejercicio y rendición de cuentas de los recursos públicos. Por ello, esta 
voz designa la responsabilidad de los particulares cuando ejercen un recurso 
público. La fracción IV del Artículo 109 Constitucional señala que “los tribunales 
de justicia administrativa impondrán a los particulares que intervengan en actos 
vinculados con faltas administrativas graves, con independencia de otro tipo 
de responsabilidades, las sanciones económicas; inhabilitación para participar en 
adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas; así como el resarcimiento 
de los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública o a los entes públicos 
federales, locales o municipales. Las personas morales serán sancionadas en los 
términos de esta fracción cuando los actos vinculados con faltas administrativas 
graves sean realizados por personas físicas que actúen a nombre o representación 
de la persona moral y en beneficio de ella”.

	• Pena. Sobre la voz de (P) la literatura abunda en que “la racionalidad de la pena 
depende de su coherencia con los elementos del sistema penal que le anteceden 
en su actuación. Por tanto, la función de la pena estatal habrá de sintonizar con la 
función de la norma de conducta, y sobre todo, con el fin último del derecho penal, 
a saber, proteger la libertad de actuación de las personas como presupuesto para 
el libre desarrollo de la personalidad de todos por igual” (Meini, Iván: 2013; 142), 
en tanto que, el segundo párrafo de la Fracción II del Artículo 109 Constitucional, 
establece que: “las leyes determinarán los casos y las circunstancias en los que 
se deba sancionar penalmente por causa de enriquecimiento ilícito a los servidores 
públicos que durante el tiempo de su encargo, o por motivos del mismo, por sí o 
por interpósita persona, aumenten su patrimonio, adquieran bienes o se conduzcan 
como dueños sobre ellos, cuya procedencia lícita no pudiesen justificar. Las leyes 
penales sancionarán con el decomiso y con la privación de la propiedad de dichos 
bienes, además de las otras penas que correspondan”.

	• Perjuicios Patrimoniales. Según la literatura, la voz (PP) “deriva de la teoría del 
patrimonio. Es decir, lo que se entiende por perjuicio patrimonial depende del 
concepto de patrimonio que se siga” (Rojas A., Luis Emilio: 2011; 417). En tanto, 
en la fracción III del Artículo 109 Constitucional se establece que: “se aplicarán 
sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones 
que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban 
observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas sanciones 
consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como 
en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los beneficios 
económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los daños y 
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perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones. La ley establecerá 
los procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u omisiones”.

	• Persona física. Según la literatura “la persona en el sentido técnico es el ser 
humano, puesto que sólo la conducta del hombre es objeto de regulación jurídica. 
En cambio, la personalidad es una cualidad que el derecho toma en cuenta para 
regular dicha conducta, un presupuesto normativo respecto de la persona, referida 
al Derecho” (Treviño García, Ricardo: 2002; 34). Ahora bien, de acuerdo con el 
Artículo 22 del Código Civil Federal “la capacidad jurídica de las personas físicas 
se adquiere por el nacimiento y se pierde por la muerte; pero desde el momento 
en que un individuo es concebido, entra bajo la protección de la ley y se le tiene 
por nacido para los efectos declarados en el presente Código”. Ahora bien, en 
el marco del vocabulario constitucional el segundo párrafo de la fracción I del 
Artículo 79 Constitucional, en materia de facultades de la Cámara de Diputados, 
establece que, dicho órgano, a través de la ASF: ”fiscalizará los recursos federales 
que se destinen y se ejerzan por cualquier entidad, persona física o moral, 
pública o privada, y los transferidos a fideicomisos, fondos y mandatos, públicos 
o privados, o cualquier otra figura jurídica, de conformidad con los procedimientos 
establecidos en las leyes y sin perjuicio de la competencia de otras autoridades 
y de los derechos de los usuarios del sistema financiero”; mientras que el cuarto 
párrafo fracción IV del Artículo 79 Constitucional establece lo siguiente: “los 
servidores públicos federales y locales, así como cualquier entidad, persona física 
o moral, pública o privada, fideicomiso, mandato o fondo, o cualquier otra figura 
jurídica, que reciban o ejerzan recursos públicos federales, deberán proporcionar la 
información y documentación que solicite la Auditoría Superior de la Federación, 
de conformidad con los procedimientos establecidos en las leyes y sin perjuicio 
de la competencia de otras autoridades y de los derechos de los usuarios del 
sistema financiero. 

	• Persona Moral. El Glosario de Términos más Usuales en la Administración Pública 
Federal (1998 p. 261) la define como “toda sociedad mercantil u organismo 
que realice actividades empresariales, se consideran también las instituciones de 
crédito y las sociedades y asociaciones civiles” y en el contexto del Artículo 79 
constitucional se refiere a la facultad que tiene la ASF de fiscalizar los recursos 
federales que se destinen y se ejerzan por cualquier persona moral, ya sea pública 
o privada.

	• Planeación de las auditorías. El Glosario de Términos más Usuales en la 
Administración Pública Federal (1998 p. 263) define a la planeación como aquella 
“etapa que forma parte del proceso administrativo mediante la cual se establecen 
directrices, se definen estrategias y se seleccionan alternativas y cursos de acción, 
en función de objetivos y metas generales económicas, sociales y políticas; tomando 
en consideración la disponibilidad de recursos reales y potenciales que permitan 
establecer un marco de referencia necesario para concretar programas y acciones 
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específicas en tiempo y espacio. Asimismo, define a la auditoría como “el examen 
objetivo y sistemático de las operaciones financieras y administrativas de una 
entidad, practicado con posterioridad a su ejecución y para su evaluación”. Y 
también como la “revisión, análisis y examen periódico que se efectúa a los libros 
de contabilidad, sistemas y mecanismos administrativos, así como a los métodos 
de control interno de una organización administrativa, con el objeto de determinar 
opiniones con respecto a su funcionamiento”. Por su parte la LFRCF define en su 
artículo 4 fracción II a las auditorías como el “proceso sistemático en el que de 
manera objetiva se obtiene y se evalúa evidencia para determinar si las acciones 
llevadas a cabo por los entes sujetos a revisión se realizaron de conformidad con 
la normatividad establecida o con base en principios que aseguren una gestión 
pública adecuada”. En el artículo 79 constitucional se refiere a la facultad que 
tiene la ASF establecida en el artículo 17 fracción XXI de la LFRCF. para solicitar 
información del ejercicio en curso, respecto de procesos concluidos para realizar 
los trabajos de planeación de las auditorías.

	• Plazo para la presentación de los informes individuales. El artículo 79 de la 
CPEUM refiere que una de las obligaciones de la ASF es la de entregar en tres 
momentos que serán “el último día hábil de los meses de junio y octubre, así como 
el 20 de febrero del año siguiente al de la presentación de la Cuenta Pública, los 
informes individuales de auditoría que concluya durante el periodo respectivo”.

	• Plazo de presentación de la Cuenta Pública. De conformidad con lo establecido 
en el artículo 74 Constitucional, “la Cuenta Pública del ejercicio fiscal correspondiente 
deberá ser presentada a la Cámara de Diputados a más tardar el 30 de abril del 
año siguiente”.

	• Plazo para la revisión de la Cuenta Pública. La Cámara de Diputados “concluirá 
la revisión de la Cuenta Pública a más tardar el 31 de octubre del año siguiente 
al de su presentación”, de conformidad con el artículo 74, fracción VI, párrafo 
cuarto de la CPEUM.

	• Plazos y términos para proporcionar información que se solicite para la 
revisión. De acuerdo con el Artículo 9 de la LFRCF la información que solicite para 
efectos de sus auditorías e investigaciones, de conformidad con los plazos fijados 
por la ASF y no será inferior a diez días hábiles ni mayor a quince días hábiles 
contados a partir del día siguiente a que haya surtido efectos la notificación 
correspondiente. De conformidad con lo establecido en el artículo 79, párrafo 
séptimo de la CPEUM que establece que “los servidores públicos federales y locales, 
así como cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, fideicomiso, 
mandato o fondo, o cualquier otra figura jurídica, que reciban o ejerzan recursos 
públicos federales, deberán proporcionar la información y documentación que 
solicite la Auditoría Superior de la Federación”, para el ejercicio de sus funciones.
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	• Pleno de la Cámara de Diputados. De acuerdo con Diccionario Universal 
de Términos Parlamentarios (1998) el Pleno es la reunión a la que asisten 
los miembros que integran un órgano parlamentario en el número previsto por 
sus reglamentos para la integración del quórum, a fin de que pueda sesionar” 
Asimismo, el Diccionario de Términos Parlamentarios refiere que “es la instancia 
de decisión con mayor jerarquía dentro del cuerpo legislativo. Para su integración 
no es necesario que asistan todos sus miembros, es suficiente con que participe 
en él un número suficiente para integrar quórum; es decir, 251 diputados o 65 
senadores según la cámara”. En términos del artículo 79 constitucional se refiere 
a que la entrega del el Informe General Ejecutivo del Resultado de la Fiscalización 
Superior de la Cuenta Pública, el cual se someterá a la consideración del Pleno 
de la Cámara de Diputados.

	• Poder Judicial de la Federación. De acuerdo con los artículos 49 y 94 de 
la CPEUM, el Poder Judicial Federal es uno de los tres poderes de la Unión y 
constituye un poder público, autónomo e imparcial encargado de administrar 
justicia y ejercer la función jurisdiccional, mediante la aplicación de las normas al 
caso concreto, y la resolución de conflictos, vigilando siempre el cumplimiento de 
la Constitución y de las leyes. En términos del artículo 109 constitucional se refiere 
a las atribuciones de la ASF materia de fiscalización sobre el manejo, la custodia 
y aplicación de recursos públicos por parte del Poder Judicial de la Federación. 

	• Poder Público. De acuerdo con el Diccionario Jurídico Mexicano (1996), es la 
“capacidad del Estado para imponer su voluntad, con, sin y aún contra la voluntad 
concurrente de sus destinatarios, o sea de la población estatal, para lograr sus 
fines y objetivos, lo que significa que cuando se da la oposición del destinatario 
del poder, se habrá de vencer, de ser necesario, mediante el empleo de la 
fuerza, elemento subyacente en el cimiento de la eficacia del poder público”. En 
el contexto del Artículo 116 Constitucional se refiere a que el poder público de 
los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no 
podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, 
ni depositarse el legislativo en un solo individuo.

	• Poderes de la Unión. De conformidad con el Artículo 49 constitucional, el 
“Supremo Poder de la Federación se divide para su ejercicio en Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial”. Asimismo, el Artículo 79 Constitucional hace referencia a la 
facultad de la ASF para Fiscalizar el manejo, la custodia y la aplicación de fondos 
y recursos de los Poderes de la Unión.

	• Políticas integrales en materia de control y disuasión de la corrupción. 
El DRAE define en su doceava acepción a la política con las “orientaciones o 
directrices que rigen la actuación de una persona o entidad en un asunto o 
campo determinado”. Asimismo, define integral en su primera acepción como al 
adjetivo que “que comprende todos los elementos o aspectos de algo”. Control, 
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de acuerdo con la misma fuente se refiere a la “comprobación, inspección, 
fiscalización, intervención”. El termino disuadir le refiere como “inducir o mover 
a alguien a cambiar de opinión o a desistir de un propósito”. Por lo tanto, el 
término refiere a las directrices que comprenden todos los aspectos para fiscalizar 
e intervenir para desistir en la práctica de hechos de corrupción. De conformidad 
con el Artículo 8 de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, el Comité 
Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción es la instancia responsable del 
“diseño, promoción y evaluación de políticas públicas de combate a la corrupción”. 
Asimismo, el Artículo 113, fracción III Constitucional establece las facultades del 
Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción para diseñarlas.

	• Presentación de la Cuenta Pública. De conformidad con el Artículo 74, fracción 
VI, párrafo tercero “la Cuenta Pública del ejercicio fiscal correspondiente deberá 
ser presentada a la Cámara de Diputados a más tardar el 30 de abril del año 
siguiente”.

	• Presupuesto de Egresos. El Glosario de Términos más Usuales en la Administración 
Pública Federal (1998 p.263) lo define como el documento jurídico, contable y 
de política económica, aprobado por la Cámara de Diputados del H. Congreso 
de la Unión a iniciativa del Presidente de la República, en el cual se consigna 
el gasto público, de acuerdo con su naturaleza y cuantía, que deben realizar el 
sector central y el sector paraestatal de control directo, en el desempeño de sus 
funciones en un ejercicio fiscal. En el contexto del Artículo 74 Constitucional se 
refiere a la facultad exclusiva de la Cámara de Diputados para aprobar anualmente 
el Presupuesto de Egresos de la Federación, previo examen, discusión y, en su 
caso, modificación del Proyecto enviado por el Ejecutivo Federal.

	• Presupuesto en Revisión. De acuerdo con el Artículo 79. Fracción I. párrafo 
cuarto de la CPEUM, se refiere al presupuesto que la ASF puede revisar como 
parte de la información de ejercicios anteriores al de la Cuenta Pública en revisión 
cuando el programa, proyecto o la erogación, abarque para su ejecución y pago 
diversos ejercicios fiscales o se trate de revisiones sobre el cumplimiento de los 
objetivos de los programas federales.

	• Prevención de faltas administrativas y hechos de corrupción. El DRAE define 
en su primera acepción que la prevención es la “preparación y disposición que se 
hace anticipadamente para evitar un riesgo”. La Ley General de Responsabilidades 
administrativas determina en su Título Tercero cuales son las faltas administrativas, 
tanto las graves como las no graves y en las que pueden incurrir los particulares. 
En este sentido, el Artículo 15, primer párrafo, del mismo ordenamiento establece 
que la prevención de las faltas administrativas y hechos de corrupción son las 
“acciones para orientar el criterio que en situaciones específicas deberán observar 
los Servidores Públicos en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones”. 
De acuerdo con el Artículo 113 Constitucional, fracción III, inciso e) párrafo 
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segundo se refiere a las competencias que el Comité Coordinador para “emitir 
recomendaciones no vinculantes a las autoridades, con el objeto de que adopten 
medidas dirigidas al fortalecimiento institucional” para dicha prevención.

	• Prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas y 
hechos de corrupción. El DRAE define en su primera acepción que la prevención 
es la “preparación y disposición que se hace anticipadamente para evitar un 
riesgo”. Detectar se refiere a “descubrir la existencia de algo que no era patente”. 
Asimismo, el Diccionario Panhispánico del Español Jurídico defina a la sanción 
como la “consecuencia jurídica que el incumplimiento de un deber produce en 
relación con el obligado. De conformidad con el criterio establecido por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación (Suprema Corte de Justicia de la Nación 1996. p. 
128), es responsabilidad administrativa la que surge para los servidores públicos 
que falten a la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en la función 
pública. Por tanto, se refiere a las disposiciones para evitar descubrir y castigar a 
los servidores públicos que falten a la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad 
y eficiencia en la función pública. De acuerdo con el Artículo 113 Constitucional 
se refiere a las competencias que tiene las entidades federativas para establecer 
sistemas locales anticorrupción con el objeto de coordinar a las autoridades 
locales competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades 
administrativas y hechos de corrupción.

	• Principios de la Fiscalización. De conformidad con lo establecido en el Artículo 
79, párrafo segundo de la CPEUM son los de “legalidad, definitividad, imparcialidad 
y confiabilidad”.

	• Privación de la Propiedad. El Diccionario Jurídico Mexicano (1996), refiere que 
la propiedad es “el poder que una persona ejerce en forma directa e inmediata 
sobre una cosa para aprovecharla totalmente en sentido jurídico, siendo oponible 
este poder a un sujeto pasivo universal, por virtud de una relación que se origina 
entre el titular y dicho sujeto”. Asimismo, el DRAE define en su tercera acepción 
a la privación como la “pena con que se desposee a alguien del empleo, derecho 
o dignidad que tenía, por un delito que ha cometido”. En el sentido del Artículo 
109 Constitucional se refiere a una de las sanciones penales que por causa de 
enriquecimiento ilícito se podría aplicar a los servidores públicos en la cual se le 
retira la propiedad de los bienes cuya procedencia lícita no pudiesen justificar.

	• Procedimientos establecidos para proporcionar información. El Artículo 79 
Constitucional establece que los Poderes de la Unión los servidores públicos 
federales y locales, así como cualquier entidad, persona física o moral, pública o 
privada, fideicomiso, mandato o fondo, o cualquier otra figura jurídica, que reciban 
o ejerzan recursos públicos federales, deberán proporcionar la información y 
documentación que solicite la Auditoría Superior de la Federación, de conformidad 
con los procedimientos establecidos en las leyes, para lo cual el Artículo 9 de la 
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LFRCF la información que solicite para efectos de sus auditorías e investigaciones, 
de conformidad con los plazos fijados por la ASF y no será inferior a diez días 
hábiles ni mayor a quince días hábiles contados a partir del día siguiente a que 
haya surtido efectos la notificación correspondiente.

	• Procedimientos para impugnar la clasificación de las faltas administrativas 
como no graves. Se refiere a los procedimientos establecidos en la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas en su Capítulo IV Impugnación de la calificación 
de faltas no graves que abarca los artículos 102 al 110, de conformidad con 
el artículo 109, fracción III, párrafo cuarto, de la CPEUM que refiere que la ley 
establecerá los supuestos y procedimientos para impugnar la clasificación de las 
faltas administrativas como no graves.

	• Procedimientos para la investigación y sanción. El Artículo 109 Constitucional 
refiere que “se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por 
los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad 
y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o 
comisiones”. Asimismo, establece que “dichas sanciones consistirán en amonestación, 
suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, y 
deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en su 
caso, haya obtenido el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales 
causados por los actos u omisiones”. Para ello, Ley General de Responsabilidades 
Administrativas establece los procedimientos para la investigación y sanción en su 
Libro Segundo, que abarca los artículos 90 al 229.

	• Proceso de Fiscalización. De acuerdo con el Glosario de Términos más Usuales 
en la Administración Pública Federal (1998 p.172), fiscalización “significa, cuidar 
y comprobar que se proceda con apego a la ley y a las normas establecidas al 
efecto”. En términos de Artículo 79, párrafo tercero Constitucional, se refiere al 
proceso que realiza la ASF el cual podrá iniciar “a partir del primer día hábil del 
ejercicio fiscal siguiente”.

	• Programas. El Glosario de Términos más Usuales en la Administración Pública 
Federal (1998 p. 279) los define como el “instrumento normativo del sistema 
nacional de planeación democrática cuya finalidad consiste en desagregar y 
detallar los planteamientos y orientaciones generales del plan nacional, mediante 
la identificación de objetivos y metas.  Según el nivel en que se elabora puede 
ser global, sectorial e institucional, de acuerdo con su temporalidad y al ámbito 
territorial que comprende puede ser nacional o regional y de mediano y corto plazo, 
respectivamente”. También lo define como el “conjunto homogéneo y organizado de 
actividades a realizar para alcanzar una o varias metas, con recursos previamente 
determinados y a cargo de una unidad responsable”. Asimismo, el artículo 4, 
fracción XXVIII, de la LFRCF son los “los señalados en la Ley de Planeación, en 
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y los contenidos 



69Vocabulario Constitucional de la Fiscalización en México

en el Presupuesto de Egresos, con base en los cuales las entidades fiscalizadas 
realizan sus actividades en cumplimiento de sus atribuciones y se presupuesta el 
gasto público federal”. En el contexto del Artículo 74, fracción VI de la CPEUM, se 
refiere a la facultad de la ASF para “revisar la Cuenta Pública del año anterior, 
con el objeto de evaluar los resultados de la gestión financiera, comprobar si se 
ha ajustado a los criterios señalados por el Presupuesto y verificar el cumplimiento 
de los objetivos contenidos en los programas”.

	• Promoción de responsabilidades. De conformidad con el Artículo 17, fracción 
XVI de la LFRCF la ASF tiene entre sus atribuciones la de “promover las 
responsabilidades administrativas”, las cuales de acuerdo con el Artículo 40, 
fracción V, son el medio por el cual la ASF “dará vista a los órganos internos de 
control cuando detecte posibles responsabilidades administrativas no graves, para 
que continúen la investigación respectiva y, en su caso, inicien el procedimiento 
sancionador correspondiente en los términos de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas”. Asimismo, es la facultad que le confiere la CPEUM en su Artículo 
79, fracción IV, la cual establece que derivado de sus investigaciones, “podrá 
promover las responsabilidades que sean procedentes ante el Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa y la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, 
para la imposición de las sanciones que correspondan a los servidores públicos 
federales y, …, a los servidores públicos de los estados, municipios, del Distrito 
Federal y sus demarcaciones territoriales, y a los particulares”.

	• Prórroga para la presentación de la Cuenta Pública. De conformidad con 
el Artículo 74, fracción VI, de la CPEUM, sólo se podrá ampliar el plazo de 
presentación la Cuenta Pública del ejercicio fiscal correspondiente a la Cámara de 
Diputados cuando medie solicitud del Ejecutivo suficientemente justificada a juicio 
de la Cámara o de la Comisión Permanente y no “deberá exceder de 30 días 
naturales y, en tal supuesto, la Auditoria Superior de la Federación contará con 
el mismo tiempo adicional para la presentación del Informe General Ejecutivo del 
resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública”.
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Letra R
	• Recomendaciones derivadas de los informes individuales. El Diccionario 

Panhispánico del Español Jurídico refiere que una recomendación es un acto jurídico 
no vinculante que generalmente indica una conducta a seguir o la modificación 
de una situación o comportamiento. En el artículo 15, fracción II, de la LFRCF 
se establece que “las observaciones que, en su caso, emita la Auditoría Superior 
de la Federación derivado de la fiscalización superior, podrán derivar en: II. 
Recomendaciones. En el contexto del artículo 74 Constitucional se refiere a que 
“en el caso de la revisión sobre el cumplimiento de los objetivos de los programas, 
(la ASF) sólo podrá emitir las recomendaciones para la mejora en el desempeño 
de los mismos”.

	• Recomendaciones del Comité Coordinador. El Diccionario Panhispánico del 
Español Jurídico refiere que una recomendación es un acto jurídico no vinculante 
que generalmente indica una conducta a seguir o la modificación de una situación 
o comportamiento. De acuerdo con el Artículo 113 Constitucional, fracción III, 
inciso e) párrafo segundo se refiere a las competencias que el Comité Coordinador 
para “emitir recomendaciones no vinculantes a las autoridades, con el objeto de 
que adopten medidas dirigidas al fortalecimiento institucional”.

	• Recomendaciones para la mejora del desempeño de los Programas. El 
Diccionario Panhispánico del Español Jurídico refiere la recomendación es un 
acto jurídico no vinculante que generalmente indica una conducta a seguir o la 
modificación de una situación o comportamiento. En el Artículo 74, fracción VI, 
párrafo segundo de la CPEUM se refiere a la facultad que tiene la ASF para emitir 
recomendaciones para la mejora en el desempeño cuando la revisión sea sobre el 
cumplimiento de los objetivos de los programas.

	• Recomendaciones de Fiscalización. De conformidad con el Artículo 15, fracción 
II, de la LFRCF son las acciones que podrán derivar de las observaciones que, en 
su caso, emita la Auditoría Superior de la Federación derivado de la fiscalización 
superior. En el Artículo 79 de la CPEUM se refiere a las que la ASF emita y que 
sólo podrán referirse al ejercicio de los recursos públicos de la Cuenta Pública en 
revisión.

	• Recurrir determinaciones. De acuerdo con el Diccionario de la Lengua Española, 
recurrir se refiere “acudir a un juez o autoridad con una demanda o petición”. 
El Artículo 109 Constitucional hace mención de que la Auditoría Superior de la 
Federación podrá recurrir las determinaciones de la Fiscalía Especializada en 
Combate a la Corrupción y del Tribunal Federal de Justicia Administrativa.
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	• Recursos Federales. El Glosario de Términos más Usuales en la Administración 
Pública Federal (1998 p. 299) define a los recursos como el “conjunto de personas, 
bienes materiales, financieros y técnicos con que cuenta y utiliza una dependencia, 
entidad, u organización para alcanzar sus objetivos y producir los bienes o servicios 
que son de su competencia” y como federales se refiere a los ingresos obtenidos 
por el gobierno federal. En el contexto del Artículo 79, fracción I párrafo segundo, 
de la CPEUM se refiere a la facultad que tiene la ASF para fiscalizar “directamente 
los recursos federales que administren o ejerzan las entidades federativas, los 
municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México”.

	• Recursos Públicos Federales. Son los recursos públicos que provienen de los 
ingresos que se obtienen por la explotación de los recursos naturales del país, de 
los impuestos que la sociedad paga al gobierno, la prestación de bienes y servicios 
de las dependencias, organismos públicos y empresas paraestatales; las cuotas de 
seguridad social y el endeudamiento. En el contexto del Artículo 79 Constitucional 
se refiere a la obligación, por parte de los servidores públicos federales y locales, 
así como cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, fideicomiso, 
mandato o fondo, o cualquier otra figura jurídica, de proporcionar la información 
y documentación que solicite la Auditoría Superior de la Federación.

	• Remoción del titular. El segundo párrafo de la fracción IV del Artículo 79 
Constitucional a la letra dice: “la Cámara de Diputados designará al titular de la 
Auditoría Superior de la Federación por el voto de las dos terceras partes de sus 
miembros presentes. La ley determinará el procedimiento para su designación. Dicho 
titular durará en su encargo ocho años y podrá ser nombrado nuevamente por 
una sola vez. Podrá ser removido, exclusivamente, por las causas graves que la ley 
señale, con la misma votación requerida para su nombramiento, o por las causas y 
conforme a los procedimientos previstos en el Título Cuarto de esta Constitución”. 
Por su parte el Artículo 86 Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la 
Federación (LFyRCF) redunda en los contenidos del precepto constitucional en cita 
pero añade que: “si esta situación se presenta estando en receso la Cámara, la 
Comisión Permanente podrá convocar a un periodo extraordinario para que resuelva 
en torno a dicha remoción”. Por otra parte, según la fracción VIII del Artículo 80 
de este mismo ordenamiento (LFyRCF), la Comisión de Vigilancia de la ASF de la 
Cámara de Diputados tiene la facultad para “presentar a la Cámara la propuesta 
de los candidatos a ocupar el cargo de Titular de la Auditoría Superior de la 
Federación, así como la solicitud de su remoción, en términos de lo dispuesto 
por el sexto párrafo del artículo 79 constitucional; para lo cual podrá consultar 
a las organizaciones civiles y asociaciones que estime pertinente”. Finalmente, los 
Artículo 92 y 93 del mismo ordenamiento establecen las siguientes causas por las 
cuales el Titular de la Auditoría Superior de la Federación pueda ser removido de 
su cargo: formar parte de partido político; desempeñar otro empleo o hacer del 
conocimiento de terceros o difundir de cualquier forma la información confidencial 
o reservada, ausentarse de sus labores por más de un mes sin mediar autorización 



72 Vocabulario Constitucional de la Fiscalización en México

de la Cámara; abstenerse de presentar en el año correspondiente y en los 
términos de la presente Ley, sin causa justificada, los informes individuales y el 
Informe General; o aceptar la injerencia de los partidos políticos en el ejercicio 
de sus funciones y conducirse con parcialidad en el proceso de revisión de la 
Cuenta Pública u obtener una evaluación del desempeño poco satisfactoria sin 
justificación, a juicio de la Comisión o incurrir en cualquiera de las conductas 
consideradas faltas administrativas graves. En cuanto al proceso legislativo de la 
(RT) el Artículo 94 de la LFyRCF establece que: “la Cámara dictaminará sobre la 
existencia de los motivos de la remoción del Titular de la Auditoría Superior de 
la Federación por causas graves de responsabilidad y deberá dar derecho de 
audiencia al afectado. La remoción requerirá del voto de las dos terceras partes 
de los miembros presentes”.

	• Rendición de Cuentas. La voz (RC) es definida por la literatura como “la obligación 
permanente de los mandatarios o agentes para informar a sus mandantes o 
principales de los actos que llevan a cabo como resultado de una delegación de 
autoridad que se realiza mediante un contrato formal o informal y que implica 
sanciones en caso de incumplimiento” (Ugalde, Luis Carlos: 2002; 9). Esta fuente 
hace un marcado hincapié en distinguir las voces de “control”, “fiscalización” y 
“transparencia” del asunto de la (RC) y aclara que “al igual que en el caso de 
la fiscalización, la transparencia es sólo un instrumento de un sistema global 
de rendición de cuentas” (2002; 10). En el marco Constitucional el decimosexto 
párrafo de la fracción VIII del Apartado A del Artículo 6º Constitucional, al hablar 
del Instituto Nacional de Transparencia, acceso a la información y Protección 
de datos Personales (INAI), establece que: “el organismo garante coordinará sus 
acciones con la Auditoría Superior de la Federación, con la entidad especializada 
en materia de archivos y con el organismo encargado de regular la captación, 
procesamiento y publicación de la información estadística y geográfica, así como 
con los organismos garantes de las entidades federativas, con el objeto de 
fortalecer la rendición de cuentas del Estado Mexicano”. En tanto que, la fracción 
II del Artículo 113, que aborda el Sistema Nacional Anticorrupción, establece que 
“el Comité de Participación Ciudadana del Sistema deberá integrarse por cinco 
ciudadanos que se hayan destacado por su contribución a la transparencia, la 
rendición de cuentas o el combate a la corrupción y serán designados en los 
términos que establezca la ley”.

	• Requisitos establecidos para el titular. Los (RET) son varios y de diversas fuentes, 
el texto constitucional hace mención de dos tipos de requisitos. Los provenientes del 
Poder Judicial y que la Constitución exige a los ministros de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación (Artículo 95 Constitucional) y los que provienen de la Ley de 
Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación (LFyRCF). Empezaremos por el 
texto constitucional y posteriormente se hará mención del texto de la Ley en cita. 
El párrafo tercero de la fracción IV del Artículo 79 Constitucional establece 
que “para ser titular de la Auditoría Superior de la Federación se requiere cumplir, 
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además de los requisitos establecidos en las fracciones I, II, IV, V y VI del artículo 
95 de esta Constitución, los que señale la ley. Durante el ejercicio de su encargo no 
podrá formar parte de ningún partido político, ni desempeñar otro empleo, cargo o 
comisión, salvo los no remunerados en asociaciones científicas, docentes, artísticas 
o de beneficencia”. Por otra parte, a continuación, se describen las fracciones a 
las que se hace mención en el artículo anterior que provienen del Artículo 95 
Constitucional, en materia de requisitos para ser electo ministro de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación: I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno 
ejercicio de sus derechos políticos y civiles; II. Tener cuando menos treinta y cinco 
años cumplidos el día de la designación; IV. Gozar de buena reputación y no haber 
sido condenado por delito que amerite pena corporal de más de un año de prisión; 
pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza y otro que 
lastime seriamente la buena fama en el concepto público, inhabilitará para el cargo, 
cualquiera que haya sido la pena; V. Haber residido en el país durante los dos años 
anteriores al día de la designación; y VI. No haber sido Secretario de Estado, Fiscal 
General de la República, senador, diputado federal, ni titular del poder ejecutivo 
de alguna entidad federativa, durante el año previo al día de su nombramiento. 
Por su parte, el Artículo 88 de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de 
la Federación (LFyRCF) señala que para ser Titular de la Auditoría Superior de la 
Federación se requiere satisfacer los siguientes requisitos: I. Ser ciudadano mexicano 
por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad, en pleno ejercicio de sus derechos 
civiles y políticos; II. Tener por lo menos treinta y cinco años cumplidos el día de la 
designación; III. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito 
intencional que amerite pena corporal de más de un año de prisión. Sin perjuicio 
de lo anterior, si se tratara de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u 
otro que afecte seriamente la buena fama, inhabilitará para el cargo cualquiera que 
haya sido la pena; IV. Haber residido en el país durante los dos años anteriores al 
día de la designación; V. No haber sido Secretario de Estado, Fiscal o Procurador 
General de la República, de la Ciudad de México; Senador, Diputado Federal; Titular 
del Ejecutivo de alguna entidad federativa; titular o en su caso comisionado de 
algún órgano constitucionalmente autónomo; dirigente de algún partido político, no 
haber sido tesorero, titular de las finanzas o de la administración de algún partido 
político, ni haber sido postulado para cargo de elección popular durante el año 
previo al día de su nombramiento; VI. Contar al momento de su designación con 
una experiencia efectiva de diez años en actividades o funciones relacionadas con el 
control y fiscalización del gasto público, política presupuestaria; evaluación del gasto 
público, del desempeño y de políticas públicas; administración financiera, o manejo 
de recursos; VII. Contar el día de su designación, con título de antigüedad mínima 
de diez años, y cédula profesional de contador público, licenciado en derecho o 
abogado, licenciado en economía, licenciado en administración o cualquier otro título 
profesional relacionado con las actividades de fiscalización expedidos por autoridad 
o institución legalmente facultada para ello, y VIII. No haber sido inhabilitado para 
desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público, ni removido por 
causa grave de algún cargo del sector público o privado.
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	• Resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública. 
La literatura en materia de resarcimiento establece que “el daño es uno de los 
presupuestos necesarios para poner en marcha el mecanismo de la responsabilidad 
civil. Es más, podemos decir que se trata del presupuesto matriz, porque en 
función de él están preordenados los demás requisitos o presupuestos de aquélla. 
No en vano, la consecuencia que deriva de la concurrencia de responsabilidad 
civil es el nacimiento, a cargo del sujeto responsable, de la obligación de reparar 
el daño causado, de modo tal que, en ausencia de daño, ninguna obligación 
nace porque nada hay que reparar” (Naveira Zarra, Maita María: 2004, 12). En el 
marco Constitucional mexicano, un fragmento de la fracción IV del Artículo 109 
Constitucional, que versa sobre las responsabilidades de Servidores Públicos, señala 
que “los tribunales de justicia administrativa impondrán a los particulares que 
intervengan en actos vinculados con faltas administrativas graves, con independencia 
de otro tipo de responsabilidades, las sanciones económicas; inhabilitación para 
participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas; así como 
el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública o 
a los entes públicos federales, locales o municipales. Las personas morales serán 
sancionadas en los términos de esta fracción cuando los actos vinculados con 
faltas administrativas graves sean realizados por personas físicas que actúen a 
nombre o representación de la persona moral y en beneficio de ella”.

	• Resolución definitiva. De acuerdo con algunas fracciones recuperadas del Artículo 
52 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo (LFPCA), una 
sentencia definitiva puede: I. Reconocer la validez de la resolución impugnada, 
II. Declarar la nulidad de la resolución impugnada; IV. Declarar la nulidad para 
el efecto de que se reponga el procedimiento o se emita nueva resolución 
o indicar los términos conforme a los cuales deberá dictar su resolución la 
autoridad administrativa; V. Declarar la nulidad de la resolución impugnada y 
además: a) Reconocer al actor la existencia de un derecho subjetivo y condenar 
al cumplimiento de la obligación correlativa; b) Otorgar o restituir al actor en 
el goce de los derechos afectados; c) Declarar la nulidad del acto o resolución 
administrativa de carácter general, d) Reconocer la existencia de un derecho 
subjetivo y condenar al ente público federal al pago de una indemnización por 
los daños y perjuicios causados por sus servidores públicos. En el caso de que se 
interponga recurso, se suspenderá el efecto de la sentencia hasta que se dicte la 
resolución que ponga fin a la controversia. La sentencia se pronunciará sobre la 
indemnización o pago de costas, solicitados por las partes, cuando se adecue a los 
supuestos del artículo 6o. de esta Ley. Ahora bien, en el ámbito de la fiscalización, 
la fracción IV del Artículo 109 Constitucional, que versa sobre las sanciones de 
los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al 
Estado, establece que: “Los tribunales de justicia administrativa impondrán a los 
particulares que intervengan en actos vinculados con faltas administrativas graves, 
con independencia de otro tipo de responsabilidades, las sanciones económicas; 
inhabilitación para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras 
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públicas; así como el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados a la 
Hacienda Pública o a los entes públicos federales, locales o municipales. Las 
personas morales serán sancionadas en los términos de esta fracción cuando los 
actos vinculados con faltas administrativas graves sean realizados por personas 
físicas que actúen a nombre o representación de la persona moral y en beneficio 
de ella. También podrá ordenarse la suspensión de actividades, disolución o 
intervención de la sociedad respectiva cuando se trate de faltas administrativas 
graves que causen perjuicio a la Hacienda Pública o a los entes públicos, federales, 
locales o municipales, siempre que la sociedad obtenga un beneficio económico y 
se acredite participación de sus órganos de administración, de vigilancia o de sus 
socios, o en aquellos casos que se advierta que la sociedad es utilizada de manera 
sistemática para vincularse con faltas administrativas graves; en estos supuestos la 
sanción se ejecutará hasta que la resolución sea definitiva. Las leyes establecerán 
los procedimientos para la investigación e imposición de las sanciones aplicables 
de dichos actos u omisiones”.

	• Responsabilidades. De la voz de (R) se hallan menciones en, al menos, los 
siguientes Artículos Constitucionales: 74, 79, 109; 113, 116 y122 Constitucionales. 
En el art 74 la voz (R) hace referencia a la revisión de probables responsabilidades 
de las personas funcionarias públicas respecto de las discrepancias que puedan 
surgir en el proceso de la revisión de la Cuenta Pública. En el contexto de 
los tiempos y procesos vinculados a la presentación de la Cuenta Pública, los 
Informes Individuales de Auditoría y el Informe General Ejecutivo del Resultado de 
la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública, en el tercer párrafo de la fracción II 
del Artículo 79 constitucional, la vox (R) sirve para distinguir las responsabilidades 
de carácter administrativo de las ocasionadas por el incumplimiento de términos 
o plazos. Por otra parte, el tercer párrafo de la fracción III del artículo 109 
Constitucional hace referencia a la “investigación, substanciación y sanción de 
las responsabilidades administrativas de los miembros del Poder Judicial de la 
Federación”. Ante lo cual, remite a lo previsto en el artículo 94 de esta Constitución. 
Asimismo, el Artículo 113 Constitucional acredita al Sistema Nacional Anticorrupción 
como instancia de coordinación entre las autoridades de todos los órdenes de 
gobierno competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades 
administrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de 
recursos públicos. Finalmente, el séptimo párrafo de la Fracción II del Artículo 
116 Constitucional establece que, para ser electo, el titular de la entidad de 
fiscalización de las entidades federativas deberá contar con experiencia de cinco 
años en materia de control, auditoría financiera y de responsabilidades criterio 
análogo al que establece el párrafo noveno, de la Fracción II del Artículo 122, en 
materia del nombramiento del titular de la entidad de fiscalización de la Ciudad 
de México.

	• Responsabilidad del Estado. De acuerdo con la literatura jurídica, la (RE) “se 
compromete cuando ésta, en ejercicio de sus competencias y obrando dentro 
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del marco de las disposiciones legales, causa con su actuación un perjuicio de 
naturaleza especial y anormal a un administrado, un daño que excede el sacrificio 
que el común de los ciudadanos debe normalmente soportar en razón de la peculiar 
naturaleza de los poderes públicos y de la actuación estatal (Navarrete-Frías, Ana 
María: 2009; 345). En el marco del vocabulario constitucional de la Fiscalización en 
México, el sexto párrafo de la Fracción IV del Artículo 109 Constitucional establece 
que: “la responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad 
administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será 
objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme 
a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes”.

	• Responsabilidad frente al Estado. Según las fuentes especializadas un “aspecto 
que evolucionó dentro de las teorías sobre la responsabilidad estatal fue el 
concerniente a la responsabilidad del funcionario frente al Estado”. (Jiménez, 
William Guillermo: 2013 ;76). Según el Artículo 109 Constitucional son los servidores 
públicos y particulares que pueden incurrir en responsabilidad frente al Estado, 
ante lo cual prevé sanciones que van desde el juicio político, sanciones penales 
como el decomiso o la privación de la propiedad, o sanciones administrativas 
como la amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en 
sanciones económicas.

	• Respuestas emitidas por las Entidades Fiscalizadas. La Fracción II del Artículo 
79 Constitucional establece los tiempos constitucionales (último día hábil de los 
meses de junio y octubre, así como el 20 de febrero del año siguiente al de la 
presentación de la Cuenta Pública) para la entrega a la Cámara de Diputados, de 
los Informes Individuales de Auditoría, el Informe General Ejecutivo del Resultado 
de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública, el Informe General Ejecutivo y los 
informes individuales. En este marco, el párrafo cuarto de dicho ordenamiento, a la 
letra dice: “la Auditoría Superior de la Federación deberá pronunciarse en un plazo 
de 120 días hábiles sobre las respuestas emitidas por las entidades fiscalizadas, 
en caso de no hacerlo, se tendrán por atendidas las recomendaciones y acciones 
promovidas”. Concretamente la voz (REEF) hace referencia a las aclaraciones y/o 
solventaciones que las entidades fiscalizadas hacen llegar al Órgano Fiscalizador 
Federal a efecto de dar por atendidas o modificadas las observaciones derivadas 
de la labor auditora. Este supuesto constitucional prevé un mecanismo estilo 
<<afirmativa ficta>> a favor de los entes fiscalizados que consiste en validar, de 
manera tácita, las aclaraciones presentadas si es de acreditarse el caso de que, 
el Órgano Fiscalizador Federal demorara en pronunciarse 120 días hábiles.

	• Revisión de Ejercicios Anteriores. El párrafo cuarto de la Fracción I. del Artículo 
79 Constitucional, establece que: “la Auditoría Superior de la Federación podrá 
solicitar y revisar, de manera casuística y concreta, información de ejercicios 
anteriores al de la Cuenta Pública en revisión, sin que por este motivo se entienda, 
para todos los efectos legales, abierta nuevamente la Cuenta Pública del ejercicio 
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al que pertenece la información solicitada, exclusivamente cuando el programa, 
proyecto o la erogación, contenidos en el presupuesto en revisión abarque para 
su ejecución y pago diversos ejercicios fiscales o se trate de revisiones sobre el 
cumplimiento de los objetivos de los programas federales”. Y señala asimismo que, 
“las observaciones y recomendaciones que, respectivamente, la Auditoría Superior 
de la Federación emita, sólo podrán referirse al ejercicio de los recursos públicos 
de la Cuenta Pública en revisión”.

	• Revisión del ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de recursos 
públicos federales	 . En el texto constitucional, la voz (RIEMCyARPF) tiene dos 
tipos de abordaje. El que se refiere a las facultades del Órgano Fiscalizador 
Federal y, como contraparte y complemento de éste, el que está referido a las 
sanciones de los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad 
frente al Estado. El Artículo 79 Constitucional hace referencia a las facultades y 
atribuciones de la Auditoría Superior de la Federación (ASF), en este marco, la 
Fracción III a la letra dice: “investigar los actos u omisiones que impliquen alguna 
irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación 
de fondos y recursos federales, y efectuar visitas domiciliarias, únicamente para 
exigir la exhibición de libros, papeles o archivos indispensables para la realización 
de sus investigaciones, sujetándose a las leyes y a las formalidades establecidas 
para los cateos”. Por su parte el Artículo 109 Constitucional delimita las sanciones 
de los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al 
Estado. En este marco el párrafo quinto de la fracción III de este ordenamiento, 
señala que: “los entes públicos federales tendrán órganos internos de control con 
las facultades que determine la ley para prevenir, corregir e investigar actos u 
omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas; para sancionar 
aquéllas distintas a las que son competencia del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa; revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de recursos 
públicos federales y participaciones federales; así como presentar las denuncias 
por hechos u omisiones que pudieran ser constitutivos de delito ante la Fiscalía 
Especializada en Combate a la Corrupción a que se refiere esta Constitución”.

	• Revisión de la Cuenta Pública. De acuerdo con la literatura técnico-especializada 
en matera de fiscalización el término <<revisión>> refiere a un “examen crítico 
de cualquier operación, procedimiento, estado, evento (o suceso), o de una serie 
de transacciones” (ASOFIS: 1985; 237). Por su parte, esta misma fuente define 
<<cuenta pública>> como el “informe acompañado de los libros de contabilidad y 
estados contables correspondientes y demás documentación complementaria, que 
debe rendir anualmente el Poder Ejecutivo al H. Congreso de la Unión, dentro 
de los diez primeros días de la apertura de sesiones, sobre el gasto público 
efectuado, con base en los programas, subprogramas y metas autorizados en el 
Presupuesto de Egresos de la Federación” (1985; 88). En el marco constitucional 
de la fiscalización en México, el Segundo párrafo de la Fracción VI del Artículo 
74 Constitucional, establece que: “la revisión de la Cuenta Pública la realizará 
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la Cámara de Diputados a través de la Auditoría Superior de la Federación. 
Si del examen que ésta realice aparecieran discrepancias entre las cantidades 
correspondientes a los ingresos o a los egresos, con relación a los conceptos 
y las partidas respectivas o no existiera exactitud o justificación en los ingresos 
obtenidos o en los gastos realizados, se determinarán las responsabilidades de 
acuerdo con la Ley”. Por su parte, el párrafo cuarto de este mismo ordenamiento 
establece que: “la Cámara concluirá la revisión de la Cuenta Pública a más tardar 
el 31 de octubre del año siguiente al de su presentación, con base en el análisis 
de su contenido y en las conclusiones técnicas del Informe General Ejecutivo del 
resultado de la Fiscalización Superior, a que se refiere el artículo 79 de esta 
Constitución”.

	• Revisión sobre el Cumplimiento de los Objetivos de los Programas Federales. 
De acuerdo con la literatura técnico-especializada en matera de fiscalización 
el término <<revisión>> refiere a un “examen crítico de cualquier operación, 
procedimiento, estado, evento (o suceso), o de una serie de transacciones” 
(ASOFIS: 1985; 237). Por su parte, la literatura de los programas sociales indica 
que “se debe establecer un objetivo general para el programa, y sus objetivos 
específicos” (Sánchez Aguilar, Silvia Leticia y Navarro Mayorga, Eduardo: 2016; 6). 
En el ámbito constitucional de la fiscalización en México, el párrafo Segundo de la 
fracción VI del Artículo 74 Constitucional, establece que “en el caso de la revisión 
sobre el cumplimiento de los objetivos de los programas, dicha autoridad sólo 
podrá emitir las recomendaciones para la mejora en el desempeño de los mismos, 
en los términos de la Ley”.

Letra S
	• Sanciones administrativas. Según la doctrina técnica sobre fiscalización, la 

voz <<sanción>> remite al “castigo que recibe un causante, generalmente de 
carácter pecuniario, por infringir disposiciones relacionadas con obligaciones de 
carácter fiscal establecidas en las leyes impositivas” (ASOFIS:1985; 238). Ahora 
bien, esta misma fuente define <<sector administrativo>> como el “agrupamiento 
convencional de las dependencias y entidades públicas que se integra por una 
dependencia coordinadora o cabeza de sector y aquellas entidades cuyas acciones 
tienen relación estrecha con el sector de responsabilidad de la misma y que 
tiene la finalidad de lograr una organización sectorial que permita contar con 
instrumentos idóneos para llevar a cabo los programas de gobierno”. En el 
contexto constitucional, la fracción III del Artículo 109 Constitucional, a la letra 
dice: “se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos 
u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia 
que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas 
sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, 
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así como en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los 
beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con 
los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones. La ley 
establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos 
u omisiones”. Pero una cosa es la comisión de un delito y otra muy diferentes 
es la calificación del mismo o la aplicación de la norma. Según la ASOFIS en la 
fuente ya citada de 1985, la voz <<sanción>> implica la “aplicación de la norma 
a través de los órganos competentes, a quienes hayan infringido violación a las 
disposiciones de carácter administrativa o jurídica”. En este sentido, el Segundo 
párrafo de la fracción III del Artículo 109 Constitucional, a la letra dice: “las faltas 
administrativas graves serán investigadas y substanciadas por la Auditoría Superior 
de la Federación y los órganos internos de control, o por sus homólogos en 
las entidades federativas, según corresponda, y serán resueltas por el Tribunal 
de Justicia Administrativa que resulte competente. Las demás faltas y sanciones 
administrativas, serán conocidas y resueltas por los órganos internos de control”.

	• Sanciones económicas. “Las sanciones económicas se dividen en dos categorías: 
las sanciones comerciales (que involucran embargos, boicots, bloqueos y otras 
medidas diseñadas para poner fin al flujo parcial o total de bienes hacia o desde 
la entidad sancionada) y las sanciones financieras (consideradas como sanciones 
dirigidas o limitadas, dado que involucran acciones como el congelamiento de las 
cuentas de la élite gobernante de la entidad sancionada, así como la negativa 
del acceso a créditos y a organismos monetarios y financieros internacionales). 
Las sanciones económicas también podían incluir el no otorgamiento de la 
asistencia al desarrollo a la entidad sancionada” (Rosas, Maria Cristina: 2001; 
126). En el marco constitucional de la fiscalización, la fracción III del Artículo 
109 Constitucional, establece que: “se aplicarán sanciones administrativas a los 
servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, 
lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus 
empleos, cargos o comisiones. Dichas sanciones consistirán en amonestación, 
suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, y 
deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, 
haya obtenido el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados 
por los actos u omisiones”.

	• Secrecía de la Información. La literatura establece que la secrecía “estuvo 
asociada a los regímenes oligárquicos, cuyos inquisidores siempre fueron anónimos” 
(Guerrero, Omar: 2015; 16) y que el “principio de secrecía ostenta la Razón de 
Estado, soslayando el principio de publicidad” (2015; 28). En el marco constitucional 
de la fiscalización en México, el párrafo cuarto de la fracción IV del Artículo 109 
Constitucional se lee: “en el cumplimiento de sus atribuciones, a los órganos 
responsables de la investigación y sanción de responsabilidades administrativas y 
hechos de corrupción no les serán oponibles las disposiciones dirigidas a proteger 
la secrecía de la información en materia fiscal o la relacionada con operaciones 
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de depósito, administración, ahorro e inversión de recursos monetarios. La ley 
establecerá los procedimientos para que les sea entregada dicha información”.

	• Secretaría del Ejecutivo Federal Responsable del Control Interno. El Artículo 
4 del Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública (SFP) a la letra 
dice: “la Secretaría de la Función Pública es la Dependencia del Ejecutivo Federal 
responsable de las funciones de fiscalización, control interno, auditoría y vigilancia 
de la Administración Pública Federal, así como de la Evaluación de la Gestión 
Gubernamental y las acciones que lleven a cabo las Dependencias, incluyendo los 
de sus órganos administrativos desconcentrados y Entidades en el cumplimiento 
del Plan Nacional de Desarrollo y los programas que deriven de él, con sujeción 
a los principios de eficacia, eficiencia, economía y legalidad de la Administración 
Pública Federal”. En el ámbito Constitucional de la Fiscalización. el quinto párrafo 
de la Fracción IV del Artículo 109 Constitucional, a la letra dice: “la Auditoría 
Superior de la Federación y la Secretaría del Ejecutivo Federal responsable del 
control interno, podrán recurrir las determinaciones de la Fiscalía Especializada 
en Combate a la Corrupción y del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, de 
conformidad con lo previsto en los artículos 20, Apartado C, fracción VII, y 104, 
fracción III de esta Constitución, respectivamente”. En tanto que la Fracción I del 
Artículo 113 Constitucional, dedicado al Sistema Nacional Anticorrupción, señala 
que: “el Sistema contará con un Comité Coordinador que estará integrado por los 
titulares de la Auditoría Superior de la Federación; de la Fiscalía Especializada en 
Combate a la Corrupción; de la secretaría del Ejecutivo Federal responsable del 
control interno; por el presidente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; el 
presidente del organismo garante que establece el artículo 6o. de esta Constitución; 
así como por un representante del Consejo de la Judicatura Federal y otro del 
Comité de Participación Ciudadana”.

	• Servicios. En el Artículo 4 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados 
con las mismas (LOPySR) se lee: “para los efectos de esta Ley, se consideran 
como servicios relacionados con las obras públicas, los trabajos que tengan por 
objeto concebir, diseñar y calcular los elementos que integran un proyecto de obra 
pública; las investigaciones, estudios, asesorías y consultorías que se vinculen con 
las acciones que regula esta Ley; la dirección o supervisión de la ejecución de las 
obras y los estudios que tengan por objeto rehabilitar, corregir o incrementar la 
eficiencia de las instalaciones”. En el marco Constitucional de la Fiscalización en 
México, la Fracción IV del Artículo 109 Constitucional, establece que “los tribunales 
de justicia administrativa impondrán a los particulares que intervengan en actos 
vinculados con faltas administrativas graves, con independencia de otro tipo 
de responsabilidades, las sanciones económicas; inhabilitación para participar en 
adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas; así como el resarcimiento 
de los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública o a los entes públicos 
federales, locales o municipales. Las personas morales serán sancionadas en los 
términos de esta fracción cuando los actos vinculados con faltas administrativas 
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graves sean realizados por personas físicas que actúen a nombre o representación 
de la persona moral y en beneficio de ella. También podrá ordenarse la suspensión 
de actividades, disolución o intervención de la sociedad respectiva cuando se trate 
de faltas administrativas graves que causen perjuicio a la Hacienda Pública o a los 
entes públicos, federales, locales o municipales, siempre que la sociedad obtenga un 
beneficio económico y se acredite participación de sus órganos de administración, 
de vigilancia o de sus socios, o en aquellos casos que se advierta que la sociedad 
es utilizada de manera sistemática para vincularse con faltas administrativas graves; 
en estos supuestos la sanción se ejecutará hasta que la resolución sea definitiva. 
Las leyes establecerán los procedimientos para la investigación e imposición de 
las sanciones aplicables de dichos actos u omisiones”.

	• Servidores Públicos Federales. La literatura señala que la persona servidora 
pública es aquella “que, independientemente de su denominación ya sea de 
funcionario o de servidor civil, está normado por un régimen de función pública 
bajo una ley específica de derecho público o mediante disposiciones equivalentes, 
y asumen actividades enmarcadas en los intereses primordiales del Estado. No 
se trata de todos los empleados o trabajadores del Estado, sino solamente de 
aquellos que como funcionarios desempeñan las funciones esenciales que le 
atañen al Estado y que, en cada Estado extiende o restringe a su arbitrio. (…) La 
mayoría de los países define como servidores públicos a quienes se desempeñan 
en el Poder Judicial, junto con los integrantes de la administración pública y los 
empleados administrativos del Poder Legislativo”. (Guerrero, Omar: 1998; 52-53. 
Citado en: Gamboa Montejano, Claudia y Valdés Robledo, Sandra: 2007; 5). Por su 
parte, en el contexto Constitucional de la Fiscalización, “la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos regula la responsabilidad de los servidores públicos 
a través de su Título IV. Esta responsabilidad -dependiendo del hecho o acto que 
se cometa u omita- puede ser: política, penal, administrativa, civil o patrimonial”. 
(Gamboa Montejano, Claudia y Valdés Robledo, Sandra: 2007; 5). En este sentido, 
la Fracción IV del Artículo 79 Constitucional, que norma las atribuciones de 
la Auditoría Superior de la Federación (ASF), a la letra dice: “derivado de sus 
investigaciones, promover las responsabilidades que sean procedentes ante el 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa y la Fiscalía Especializada en Combate 
a la Corrupción, para la imposición de las sanciones que correspondan a los 
servidores públicos federales y, en el caso del párrafo segundo de la fracción I 
de este artículo, a los servidores públicos de los estados, municipios, del Distrito 
Federal y sus demarcaciones territoriales, y a los particulares”.

	• Servidores Públicos Locales. Por lo que hace a la voz de persona servidora 
pública local se remite al lector a la voz <<Servidores Públicos Federales>>. Ahora 
bien, sobre la calidad de “locales” en el marco constitucional de la fiscalización, 
la fracción IV del Artículo 79 Constitucional, que describe las atribuciones del a 
Auditoría Superior de la Federación (ASF), establece que, corresponde a este órgano 
“promover las responsabilidades que sean procedentes ante el Tribunal Federal 
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de Justicia Administrativa y la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, 
para la imposición de las sanciones que correspondan a los servidores públicos 
federales y, en el caso del párrafo segundo de la fracción I de este artículo, 
a los servidores públicos de los estados, municipios, del Distrito Federal y sus 
demarcaciones territoriales, y a los particulares”. En tanto que el cuarto párrafo de 
la Fracción IV del mismo ordenamiento Constitucional establece que: “los Poderes 
de la Unión, las entidades federativas y las demás entidades fiscalizadas facilitarán 
los auxilios que requiera la Auditoría Superior de la Federación para el ejercicio de 
sus funciones y, en caso de no hacerlo, se harán acreedores a las sanciones que 
establezca la Ley. Asimismo, los servidores públicos federales y locales, así como 
cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, fideicomiso, mandato 
o fondo, o cualquier otra figura jurídica, que reciban o ejerzan recursos públicos 
federales, deberán proporcionar la información y documentación que solicite la 
Auditoría Superior de la Federación, de conformidad con los procedimientos 
establecidos en las leyes y sin perjuicio de la competencia de otras autoridades 
y de los derechos de los usuarios del sistema financiero”.

	• Sistema Nacional Anticorrupción. El Artículo 113 Constitucional, establece que, 
“el Sistema Nacional Anticorrupción es la instancia de coordinación entre las 
autoridades de todos los órdenes de gobierno competentes en la prevención, 
detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, 
así como en la fiscalización y control de recursos públicos”. Se trata de una 
innovadora pieza de diseño institucional que busca, por una parte, coordinar los 
esfuerzos de siete instancias públicas: el Consejo de la Judicatura, el Instituto 
Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales, la Fiscalía Anticorrupción, la Auditoría Superior de la Federación, el 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, la Secretaría de la Función Pública y 
el Consejo de la Judicatura. Y, por otra parte, funcionar como un espacio de co 
creación con la sociedad civil a partir de un espacio institucional integrada por 
cuatro instancias: El Consejo de Participación Ciudadana, como un espacio de 
generación de propuestas; las Secretarías Ejecutivas tanto las estatales como la 
federal; la Comisión Ejecutiva, que revisa integra y presenta propuestas y el propio 
Comité Coordinador que aprueba las propuestas presentadas. En la Fracción XXIV 
del Artículo 73 Constitucional, que establece las materias en que el Congreso 
puede legislar, se hace una mención al (SNA) en el sentido de que, “para expedir 
las leyes que regulen la organización y facultades de la Auditoría Superior de la 
Federación y las demás que normen la gestión, control y evaluación de los Poderes 
de la Unión y de los entes públicos federales; así como para expedir la ley general 
que establezca las bases de coordinación del Sistema Nacional Anticorrupción a 
que se refiere el artículo 113 de esta Constitución;”

	• Sistemas Locales Anticorrupción. Es el ejercicio “espejo” del Sistema Nacional 
Anticorrupción en las entidades federativas. Al respecto, el tercer párrafo de la 
Fracción III del Artículo 113 Constitucional establece que “las entidades federativas 
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establecerán sistemas locales anticorrupción con el objeto de coordinar a las 
autoridades locales competentes en la prevención, detección y sanción de 
responsabilidades administrativas y hechos de corrupción”.

	• Sociedad. Según la literatura especializada, la vox (S) refiere a una “entidad 
creada por ley, facultada para adquirir activos, incurrir en obligaciones y dedicarse 
a determinadas actividades. Se conforma por dos o más socios que adquieren 
diferentes grados de responsabilidad ante terceros dependiendo de la forma 
jurídica que revista la entidad” (SHCP/SE: 2015; 318). En el marco constitucional de 
la Fiscalización, la fracción IV del Artículo 109 Constitucional establece que: “Los 
tribunales de justicia administrativa impondrán a los particulares que intervengan en 
actos vinculados con faltas administrativas graves, con independencia de otro tipo 
de responsabilidades, las sanciones económicas; inhabilitación para participar en 
adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas; así como el resarcimiento 
de los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública o a los entes públicos 
federales, locales o municipales. Las personas morales serán sancionadas en los 
términos de esta fracción cuando los actos vinculados con faltas administrativas 
graves sean realizados por personas físicas que actúen a nombre o representación 
de la persona moral y en beneficio de ella. También podrá ordenarse la suspensión 
de actividades, disolución o intervención de la sociedad respectiva cuando se 
trate de faltas administrativas graves que causen perjuicio a la Hacienda Pública 
o a los entes públicos, federales, locales o municipales, siempre que la sociedad 
obtenga un beneficio económico y se acredite participación de sus órganos de 
administración, de vigilancia o de sus socios, o en aquellos casos que se advierta 
que la sociedad es utilizada de manera sistemática para vincularse con faltas 
administrativas graves; en estos supuestos la sanción se ejecutará hasta que 
la resolución sea definitiva. Las leyes establecerán los procedimientos para la 
investigación e imposición de las sanciones aplicables de dichos actos u omisiones.

	• Substanciar. En la literatura del derecho procesal la voz (S) está referida a la noción 
del <<Debido proceso>> (DP). En tanto el DP se asume como un control formal de 
la autoridad a favor del ciudadano que aparece como una restricción formal (y 
procesal) de la autoridad, por su parte, la acción de (S) corresponde a la voluntad 
de generar el diseño de un mecanismo capaz de proteger “todos los derechos 
que se aplican en un proceso, para que sean satisfechos inmediatamente en sus 
alcances e intereses” (Gozaíni, Osvaldo, A.; 2014; 298). Este diseño institucional, 
que nace en el common law anglosajón (con un antecedente en la Carta magna 
inglesa de 1215) y se delinea en la 5ta Enmienda de la Constitución de los Estados 
Unidos de Norteamérica y en la tradición jurisprudencial anglo-norteamericana, 
busca proteger tres propósitos centrales: “evitar el castigo arbitrario y las ilegales 
violaciones a la libertad personal y de los derechos de propiedad. Al mismo 
tiempo, orientó a los jueces hacia un juicio justo y honesto” (2014; 298). En el 
marco constitucional de la fiscalización, el segundo párrafo de la Fracción III del 
Artículo 109 Constitucional establece que: “las faltas administrativas graves serán 
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investigadas y substanciadas por la Auditoría Superior de la Federación y los 
órganos internos de control, o por sus homólogos en las entidades federativas, 
según corresponda, y serán resueltas por el Tribunal de Justicia Administrativa que 
resulte competente. Las demás faltas y sanciones administrativas serán conocidas 
y resueltas por los órganos internos de control”. En tanto que la Fracción XXV 
del Artículo 4 de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación 
define a los Órganos Internos de Control como “las unidades administrativas a 
cargo de promover, evaluar y fortalecer el buen funcionamiento del control interno 
en los entes públicos, así como de la investigación, substanciación y, en su caso, 
de sancionar las faltas administrativas que le competan en los términos previstos 
en la Ley General de Responsabilidades Administrativas”

	• Suspensión de actividades. La voz (SA) designa una sanción aplicable a 
sociedades que incurran en la comisión de faltas administrativas graves. En 
efecto, la Fracción IV del Artículo 109 Constitucional establece que: “los tribunales 
de justicia administrativa impondrán a los particulares que intervengan en actos 
vinculados con faltas administrativas graves, con independencia de otro tipo 
de responsabilidades, las sanciones económicas; inhabilitación para participar en 
adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas; así como el resarcimiento 
de los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública o a los entes públicos 
federales, locales o municipales. Las personas morales serán sancionadas en los 
términos de esta fracción cuando los actos vinculados con faltas administrativas 
graves sean realizados por personas físicas que actúen a nombre o representación 
de la persona moral y en beneficio de ella. También podrá ordenarse la suspensión 
de actividades, disolución o intervención de la sociedad respectiva cuando se trate 
de faltas administrativas graves que causen perjuicio a la Hacienda Pública o a los 
entes públicos, federales, locales o municipales, siempre que la sociedad obtenga un 
beneficio económico y se acredite participación de sus órganos de administración, 
de vigilancia o de sus socios, o en aquellos casos que se advierta que la sociedad 
es utilizada de manera sistemática para vincularse con faltas administrativas graves; 
en estos supuestos la sanción se ejecutará hasta que la resolución sea definitiva. 
Las leyes establecerán los procedimientos para la investigación e imposición de 
las sanciones aplicables de dichos actos u omisiones”.
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Letra T
	• Tipos de auditorías. De acuerdo con el “Marco normativo general para la 

Fiscalización Superior de la Auditoría Superior de la Federación” existen tres 
tipos de auditoría: financiera, de cumplimiento y desempeño y la combinación de 
estos tres tipos en todas sus variedades. Después también existen tres enfoques: 
horizontales, integrales y temáticas. La auditorías financiera “consiste en comprobar 
que la información generada por la entidad fiscalizada como resultado de sus 
operaciones y eventos económicos presentada en estados financieros, observó 
la normativa aplicable en la materia y se realiza con el propósito de obtener la 
evidencia necesaria para emitir una opinión sobre la razonabilidad de las cifras 
presentadas en ellos, de la situación financiera, de las bases técnicas utilizadas 
para su presentación” (ASF: 2020; 10); las auditorías de cumplimiento “se realizan 
para determinar la medida en que la entidad fiscalizada observó la legislación 
y normativa administrativa de la materia sujeta a fiscalización (2020; 11); las 
auditorías de desempeño se distinguen por su finalidad de “evaluar los resultados 
del quehacer gubernamental en la atención de los problemas públicos o asuntos 
de interés público, para lo cual, se verifica la eficiencia, eficacia y economía en 
el cumplimiento de los objetivos y metas de las políticas públicas, los programas 
gubernamentales, los proyectos, los sistemas de las dependencias y entidades, con 
respecto de lo aprobado en el PEF y que dicho cumplimiento esté correlacionado 
con el Plan Nacional de Desarrollo y con los Programas Sectoriales, Nacionales, 
Especiales, Regionales e Institucionales” (2020; 14). Finalmente, las combinadas, 
cuyo propósito es “realizar auditorías que incluyan cualquiera de los aspectos de 
una auditoría del tipo de cumplimiento financiero y una de desempeño o cualquier 
otra combinación que pueda presentarse” (2020; 14). Dada las características de 
este último rubro puede haber una gran variedad de combinaciones como las 
de cumplimiento forense, cumplimiento y desempeño, cumplimiento a tecnologías 
de información y comunicaciones y cumplimiento a inversiones físicas, por citar 
algunos ejemplos. Ahora bien, en cuanto al marco legal aplicable, la Fracción V del 
Artículo 5 del Reglamento interior de la Auditoría Superior de la Federación faculta 
a este órgano a ‘”practicar auditorías sobre el desempeño para verificar el grado 
de cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas federales, conforme 
a los indicadores establecidos en el Presupuesto de Egresos y tomando en cuenta 
el Plan Nacional de Desarrollo, los programas sectoriales, regionales, operativos 
anuales, y demás programas de las entidades fiscalizadas, entre otros, a efecto de 
verificar el desempeño de los mismos y, en su caso, el uso de recursos públicos 
federales”. En el marco constitucional de la Fiscalización, el párrafo cuarto de la 
Fracción I del Artículo 79 Constitucional establece que: “la Auditoría Superior de la 
Federación podrá solicitar y revisar, de manera casuística y concreta, información 
de ejercicios anteriores al de la Cuenta Pública en revisión, sin que por este 
motivo se entienda, para todos los efectos legales, abierta nuevamente la Cuenta 
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Pública del ejercicio al que pertenece la información solicitada, exclusivamente 
cuando el programa, proyecto o la erogación, contenidos en el presupuesto en 
revisión abarque para su ejecución y pago diversos ejercicios fiscales o se trate 
de revisiones sobre el cumplimiento de los objetivos de los programas federales. 
Las observaciones y recomendaciones que, respectivamente, la Auditoría Superior 
de la Federación emita, sólo podrán referirse al ejercicio de los recursos públicos 
de la Cuenta Pública en revisión”.

	• Titular de la Auditoría Superior de la Federación. En el Marco Constitucional 
de la de la Fiscalización en México, existen tres referencias a la figura del (TASF), 
dos de ellas se refieren a diversas características del nombramiento y la última 
se refiere a funciones sustantivas configuradas para la propia voz de (TASF). En 
efecto, el párrafo Tercero de la Fracción IV del Artículo 79 Constitucional establece 
que: “para ser titular de la Auditoría Superior de la Federación se requiere 
cumplir, además de los requisitos establecidos en las fracciones I, II, IV, V y VI 
del artículo 95 de esta Constitución, los que señale la ley. Durante el ejercicio de 
su encargo no podrá formar parte de ningún partido político, ni desempeñar otro 
empleo, cargo o comisión, salvo los no remunerados en asociaciones científicas, 
docentes, artísticas o de beneficencia”; en tanto que el párrafo segundo de dicho 
ordenamiento establece que “la Cámara de Diputados designará al titular de la 
Auditoría Superior de la Federación por el voto de las dos terceras partes de 
sus miembros presentes. La ley determinará el procedimiento para su designación. 
Dicho titular durará en su encargo ocho años y podrá ser nombrado nuevamente 
por una sola vez. Podrá ser removido, exclusivamente, por las causas graves 
que la ley señale, con la misma votación requerida para su nombramiento, o 
por las causas y conforme a los procedimientos previstos en el Título Cuarto de 
esta Constitución”. Finalmente el párrafo tercero de la fracción II del Artículo 79 
Constitucional a la letra dice: “el titular de la Auditoría Superior de la Federación 
enviará a las entidades fiscalizadas los informes individuales de auditoría que les 
corresponda, a más tardar a los 10 días hábiles posteriores a que haya sido 
entregado el informe individual de auditoría respectivo a la Cámara de Diputados, 
mismos que contendrán las recomendaciones y acciones que correspondan para 
que, en un plazo de hasta 30 días hábiles, presenten la información y realicen las 
consideraciones que estimen pertinentes; en caso de no hacerlo se harán acreedores 
a las sanciones establecidas en Ley. Lo anterior, no aplicará a las promociones de 
responsabilidades ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, las cuales se 
sujetarán a los procedimientos y términos que establezca la Ley”.

	• Título Cuarto de la Constitución. El (TCC) refiere al segmento de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos destinado al diseño de medidas y 
principios institucionales para el abordaje del problema de la corrupción en México. 
El consenso en investigación académica reciente identifica la corrupción con una 
vulneración de la democracia (TI: 2020) y establece que hay una conexión causal 
directa entre el fenómeno de la corrupción y la desconfianza ciudadana en las 
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instituciones. De acuerdo con fuentes oficiales, en México las personas confían 
en quienes perciben como cercanos en su vida cotidiana (el vecino, el jefe de 
manzana, por ejemplo), pero “el nivel de confianza disminuye cuando se pregunta 
sobre la mayoría de las personas (21.8%) y servidores públicos o empleados de 
gobierno (13.8%) (INEGI: 2020). El fenómeno de la corrupción ha cobrado una 
relevante visibilidad y actualmente integra las agendas de primer orden en cuanto 
a la descripción de los problemas públicos. Ante esto podemos presentar el (TCC) 
como una respuesta institucional elaborada en la dinámica del cambio gradual 
que aborda el problema desde las diversas ópticas y enfoques y busca presentar 
una imagen integral con previsiones aplicables tanto a la autoridad como en 
materia de interacción sociedad-instituciones en el combate de este flagelo social. 
El (TCC) consta de siete Artículos Constitucionales (del 108 al 114) y aborda las 
responsabilidades de los servidores públicos, establece los alcances, características 
y límites de la figura de “juicio político”, aborda las sanciones administrativas, 
define el rol de los tribunales de justicia administrativa en la lucha contra la 
corrupción, establece las características que deben cumplir las denuncias como un 
derecho de cualquier ciudadano ante actos de corrupción; estipula el mecanismo 
para proceder penalmente contra diputados y senadores al Congreso de la Unión, 
los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los magistrados de 
la Sala Superior del Tribunal Electoral, los consejeros de la Judicatura Federal, 
los secretarios de Despacho, el Fiscal General de la República, así como el 
consejero Presidente y los consejeros electorales del Consejo General del Instituto 
Nacional Electoral, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo 
y, finalmente, establece los rasgos, características centrales y funcionamiento del 
“Sistema Nacional Anticorrupción”. Dada su relevancia el (TCC) funciona como un 
test de integridad en nuestra constitución para vincular la probidad con el ejercicio 
público. Como un ejemplo de ello, mencionamos el segundo párrafo de la Fracción 
IV del Artículo 79 Constitucional establece: “la Cámara de Diputados designará al 
titular de la Auditoría Superior de la Federación por el voto de las dos terceras 
partes de sus miembros presentes. La ley determinará el procedimiento para su 
designación. Dicho titular durará en su encargo ocho años y podrá ser nombrado 
nuevamente por una sola vez. Podrá ser removido, exclusivamente, por las causas 
graves que la ley señale, con la misma votación requerida para su nombramiento, 
o por las causas y conforme a los procedimientos previstos en el Título Cuarto 
de esta Constitución”.

	• Transparencia. De acuerdo con la literatura especializada, la (T) se puede 
comprender como un “atributo de un ente colectivo, empresa o asociación civil 
(cuando éste hace pública o disponible información sobre su funcionamiento, 
procedimientos internos, administración de recursos, criterios de decisión, 
actividades, desempeño, gasto)” (López Ayllón, Sergio: 2017; 278). En este 
sentido, esta misma fuente determinará más adelante que “la transparencia es una 
cualidad aplicable a los flujos de información que constituyen las herramientas a 
través de las cuales identificamos, conocemos, entendemos y evaluamos la acción 
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gubernamental, tanto de individuos como de grupos y organizaciones” (2017; 279). 
En el marco constitucional de la fiscalización en México, la vox (T) está vinculada 
a los candados que las personas aspirantes a integrar el Comité de Participación 
Ciudadana del Sistema Nacional Anticorrupción deben demostrar para aspirar 
al cargo. En efecto, la Fracción II del Artículo 113 Constitucional establece que: 
“el Comité de Participación Ciudadana del Sistema deberá integrarse por cinco 
ciudadanos que se hayan destacado por su contribución a la transparencia, la 
rendición de cuentas o el combate a la corrupción y serán designados en los 
términos que establezca la ley”.

	• Tribunal Federal de Justicia Administrativa. El segundo y tercer párrafos del 
Artículo 1 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 
establecen que, el (TFJA) “es un órgano jurisdiccional con autonomía para emitir sus 
fallos y con jurisdicción plena. Formará parte del Sistema Nacional Anticorrupción 
y estará sujeto a las bases establecidas en el artículo 113 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la Ley General correspondiente y en 
el presente ordenamiento”. En el marco constitucional de la fiscalización en México 
es frecuente encontrar la voz (TFJA) vinculada a la entrega de informes por parte 
de la Auditoría Superior de la Federación. Para ilustrar esta aseveración se incluyen 
a continuación dos ejemplos. El párrafo Quinto de la fracción I del Artículo 79 
Constitucional establece que: “la Auditoría Superior de la Federación rendirá un 
informe específico a la Cámara de Diputados y, en su caso, promoverá las acciones 
que correspondan ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, la Fiscalía 
Especializada en Combate a la Corrupción o las autoridades competentes”. Por su 
parte, el párrafo tercero de la Fracción II del artículo 79 constitucional establece 
que “la Auditoría Superior de la Federación deberá entregar a la Cámara de 
Diputados, los días 1 de los meses de mayo y noviembre de cada año, un informe 
sobre la situación que guardan las observaciones, recomendaciones y acciones 
promovidas, correspondientes a cada uno de los informes individuales de auditoría 
que haya presentado en los términos de esta fracción. En dicho informe, el cual 
tendrá carácter público, la Auditoría incluirá los montos efectivamente resarcidos a 
la Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los entes públicos federales, como 
consecuencia de sus acciones de fiscalización, las denuncias penales presentadas 
y los procedimientos iniciados ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa”. 
Por su parte, el sexto párrafo de la fracción II del Artículo 79 Constitucional se lee: 
“la Auditoría Superior de la Federación deberá entregar a la Cámara de Diputados, 
los días 1 de los meses de mayo y noviembre de cada año, un informe sobre 
la situación guardan las observaciones, recomendaciones y acciones promovidas, 
correspondientes a cada uno de los informes individuales de auditoría que haya 
presentado en los términos de esta fracción. En dicho informe, el cual tendrá 
carácter público, la Auditoría incluirá los montos efectivamente resarcidos a la 
Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los entes públicos federales, como 
consecuencia de sus acciones de fiscalización, las denuncias penales presentadas 
y los procedimientos iniciados ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa”. 
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Finalmente, en la Fracción IV del Artículo 109 Constitucional, se lee que: “los 
tribunales de justicia administrativa impondrán a los particulares que intervengan 
en actos vinculados con faltas administrativas graves, con independencia de 
otro tipo de responsabilidades, las sanciones económicas; inhabilitación para 
participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas; así como 
el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública o a 
los entes públicos federales, locales o municipales”.

	• Usuarios del sistema financiero. Según la Fracción I del Artículo 2° de la Ley 
de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros,”usuario, en singular o 
plural, [es] la persona que contrata, utiliza o por cualquier otra causa tenga algún 
derecho frente a la Institución Financiera como resultado de la operación o servicio 
prestado”. En el marco de las facultades de la Auditoría Superior de la Federación 
(ASF) el párrafo segundo de la Fracción I del Artículo 79 Constitucional establece 
que: “Asimismo, fiscalizará los recursos federales que se destinen y se ejerzan 
por cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, y los transferidos 
a fideicomisos, fondos y mandatos, públicos o privados, o cualquier otra figura 
jurídica, de conformidad con los procedimientos establecidos en las leyes y sin 
perjuicio de la competencia de otras autoridades y de los derechos de los usuarios 
del sistema financiero”. El cuarto párrafo de la Fracción IV del Artículo 79 “los 
servidores públicos federales y locales, así como cualquier entidad, persona física 
o moral, pública o privada, fideicomiso, mandato o fondo, o cualquier otra figura 
jurídica, que reciban o ejerzan recursos públicos federales, deberán proporcionar la 
información y documentación que solicite la Auditoría Superior de la Federación, 
de conformidad con los procedimientos establecidos en las leyes y sin perjuicio 
de la competencia de otras autoridades y de los derechos de los usuarios del 
sistema financiero”.

Letra V
	• Visitas domiciliarias. Según la literatura especializada, las (VD) son “la principal 

facultad de comprobación con la que cuentan las autoridades fiscales, en los 
términos del Artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Dicha facultad consiste, en esencia, en revisar en la residencia de 
los contribuyentes las particularidades relativas a las obligaciones fiscales a las 
que se encuentran sujetos, ya sea formales o materiales, lo que evidentemente 
constituye un grave acto de molestia, pues se trata de una de las excepciones 
a la garantía de inviolabilidad del domicilio. En el marco constitucional de la 
fiscalización en México, la fracción III del Artículo 79 Constitucional, define las (VD) 
como una atribución de la Auditoría Superior de la Federación (ASF) que consiste 
en “investigar los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta 
ilícita en el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos 
federales, y efectuar visitas domiciliarias, únicamente para exigir la exhibición de 
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libros, papeles o archivos indispensables para la realización de sus investigaciones, 
sujetándose a las leyes y a las formalidades establecidas para los cateos”.

	• Votación de dos terceras partes. La voz (VDTP) hace referencia a un filtro 
procesal vinculado al procedimiento legislativo de los nombramientos de alta 
espacialidad técnica que busca dotar de legitimidad al nombramiento en cuestión. 
Se trata de la mayoría más exigente (calificada) para aprobar un asunto, la cual 
consiste en que las dos terceras partes de los presentes en el pleno voten a favor 
para tomar la decisión. En el marco constitucional de la fiscalización en México, 
el cuarto párrafo del inciso e) del Apartado A del Artículo 41 establece que “el 
titular del Órgano Interno de Control del Instituto será designado por la Cámara 
de Diputados con el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes a 
propuesta de instituciones públicas de educación superior, en la forma y términos 
que determine la ley”. Por otra parte, el Segundo párrafo de la Fracción IV del 
Artículo 79 Constitucional señala que: “la Cámara de Diputados designará al titular 
de la Auditoría Superior de la Federación por el voto de las dos terceras partes de 
sus miembros presentes. La ley determinará el procedimiento para su designación”. 
A su vez, el párrafo séptimo de la Fracción II del Artículo 116 define que: “el 
titular de la entidad de fiscalización de las entidades federativas será electo por 
las dos terceras partes de los miembros presentes en las legislaturas locales, por 
periodos no menores a siete años y deberá contar con experiencia de cinco años 
en materia de control, auditoría financiera y de responsabilidades”. Asimismo, el 
párrafo noveno de la Fracción II de la Base A del Artículo 122 Constitucional define 
que: “el titular de la entidad de fiscalización de la Ciudad de México será electo 
por las dos terceras partes de los miembros presentes de la Legislatura por un 
periodo no menor de siete años y deberá contar con experiencia de cinco años 
en materia de control, auditoría financiera y de responsabilidades”.
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Del Castillo, Arturo (2003) Medición de la corrupción: Un indicador de la Rendición de 

Cuentas. Serie Cultura de la Rendición de Cuentas núm. 5. Auditoría Superior 
de la Federación. México.

Diccionario del Español de México (DEM) El Colegio de México, A.C. Visible en: http://
dem.colmex.mx pconsultado en 03/2021.

Diccionario Jurídico Mexicano, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas-
Porrua (1996). Visible en: https://leyderecho.org/diccionario-juridico-mexicano. 

Diccionario de la Lengua Española. Visible en:  https://dle.rae.es/, consultado en 04/2021.
Diccionario Jurídico Mexicano, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas-

Porrua T-III, pp 1779 (1996). Visible en:  https://leyderecho.org/diccionario-
juridico-mexicano.

Diccionario Panhispánico del Español Jurídico. Visible en: https://dpej.rae.es/https://
www.caracteristicas.co/gobierno-federal/#ixzz6rB8WYhRH 

Diccionario de Términos Parlamentarios. http://sil.gobernacion.gob.mx/portal/Diccionario/
verDiccionario Secretaría de Gobernación. México. Consultado en 04/2021.

Galindo, Mariana y Viridiana Ríos (2015) “Deuda Pública” en Serie de Estudios Económicos, 
Vol. 1, Agosto 2015. México DF: México ¿cómo vamos? Visible en: https://
scholar.harvard.edu/files/vrios/files/201508_mexicodebt.pdf?m=1453513186 

Gamboa Montejano, Claudia y Valdés Robledo, Sandra, (2007): Responsabilidad de 
los Servidores Públicos: Estudio Teórico Doctrinal, Antecedentes, Derecho 
Comparado, e iniciativas presentadas en el tema en esta LX Legislatura. Centro 
de Documentación Información y Análisis. Visible en: http://www.diputados.gob.
mx/sedia/sia/spi/SPI-ISS-07-07.pdf 

García Martínez, Rebeca, (2010): “Inconstitucionalidad del Artículo 30 de la Ley Federal 
de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos”, Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa (TFJA). Visible en: https://www.tfja.gob.mx/
investigaciones/historico/pdf/inconstitucionalidaddelarticulo.pdf 

García Maynez, Eduardo, (2004): Introducción al estudio del Derecho. Porrúa.
Gobierno Federal, (GF), (2013): Presupuesto Ciudadano 2013 Presupuesto de Egresos 

de la Federación. Visible en: https://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/
work/models/PTP/Presupuesto/Publicaciones_anteriores/PEFVC_2013.pdf 

https://www.coneval.org.mx/coordinacion/Documents/monitoreo/informes/Informe_Enfoque_Resultados_2017.pdf
https://www.coneval.org.mx/coordinacion/Documents/monitoreo/informes/Informe_Enfoque_Resultados_2017.pdf
https://www.coneval.org.mx/coordinacion/Documents/monitoreo/informes/Informe_Enfoque_Resultados_2017.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_080520.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_080520.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_181220.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_181220.pdf
http://dem.colmex.mx
http://dem.colmex.mx
https://leyderecho.org/diccionario-juridico-mexicano
https://dle.rae.es/
https://leyderecho.org/diccionario-juridico-mexicano
https://leyderecho.org/diccionario-juridico-mexicano
https://scholar.harvard.edu/files/vrios/files/201508_mexicodebt.pdf?m=1453513186
https://scholar.harvard.edu/files/vrios/files/201508_mexicodebt.pdf?m=1453513186
http://www.diputados.gob.mx/sedia/sia/spi/SPI-ISS-07-07.pdf
http://www.diputados.gob.mx/sedia/sia/spi/SPI-ISS-07-07.pdf
https://www.tfja.gob.mx/investigaciones/historico/pdf/inconstitucionalidaddelarticulo.pdf
https://www.tfja.gob.mx/investigaciones/historico/pdf/inconstitucionalidaddelarticulo.pdf
https://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/work/models/PTP/Presupuesto/Publicaciones_anteriores/PEFVC_2013.pdf
https://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/work/models/PTP/Presupuesto/Publicaciones_anteriores/PEFVC_2013.pdf


93Vocabulario Constitucional de la Fiscalización en México

Gozaíni, Osvaldo, A, (2014): “Voz <<Debido proceso>>”, en: Ferrer Mac Gregor, 
Eduardo (et all.) (Coords.) Diccionario de Derecho Procesal Constitucional y 
Convencional- Tomo I. Poder Judicial de la Federación/Instituto de Investigaciones 
Jurídicas de la UNAM. Visible en: https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/
libros/8/3632/11.pdf 

Guajardo Cantú, Gerardo, (2013): La Autonomía y las Facultades de Sanción de las 
Entidades de Fiscalización Superior en México en la Efectividad del Combate 
a la Corrupción.  Memoria Para Optar Al Grado de Doctor. Universidad 
Complutense de Madrid, Facultad de Ciencias Políticas y Sociología.

Guerrero, Omar, (1998): El Funcionario, el Diplomático y el Juez, Universidad de 
Guanajuato, INAP y otros, Plaza y Valdés Editores, México.

Guerrero, Omar, (2015): “Secrecía y Transparencia en la Administración Pública” 
en Revista Examen. Número 240. Año XXIV, Marzo. Visible en: http://www.
omarguerrero.org/articulos/Secreciaytransparencia.pdf 

Gutiérrez Parada, Oscar, (2012): “Qué caracterizamos bajo la locución “leyes generales”: 
tratados internacionales de derechos humanos y estructura jerárquica del 
sistema jurídico mexicano”, en Congreso REDIPAL. Visible en: http://www.
diputados.gob.mx/sedia/sia/redipal/CRV-V-19-12.pdf 

Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), (2020): Encuesta Nacional de Cultura 
Cívica 2020 (ENCICI). INEGI. Visible en: https://www.inegi.org.mx/contenidos/
programas/encuci/2020/doc/ENCUCI_2020_Presentacion_Ejecutiva.pdf 

Jiménez, William Guillermo (2013): “Origen y Evolución de las Teorías sobre la 
Responsabilidad Estatal” en Revista Diálogos de Saberes. Bogotá D.C. Colombia 
• No. 38 • Enero – Junio, pp. 63-78.

Labariega Villanueva, Pedro Alfonso, (2015): “El Órgano de Administración de la Sociedad 
Anónima”, en Carbonell Sánchez, Miguel Cruz Barney, Óscar (Coords.) Historia 
y Constitución. Homenaje a José Luis Soberanes Fernández, tomo I, IIJ-UNAM. 
Visible en: https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/9/4038/16.pdf 

Lazzetta, Osvaldo, (2008): “Lo público, lo estatal y la democracia”, en: Iconos. Revista 
de Ciencias Sociales. Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales-Sede 
Académica de Ecuador Num. 32, Quito, septiembre, pp. 49-60. Visible en: 
https://www.redalyc.org/pdf/509/50903206.pdf 

Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público (LAASSP). Visible 
en: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/14_110820.pdf, consulta 
realizada el 5 de enero de 2021. 

Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios (LDFEFM). 
Visible en: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LDFEFM_300118.pdf 

Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación (LFyRCF). Visible en:  
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFRCF_110121.pdf

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo (LFPCA). Visible en:  http://
www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFPCA_270117.pdf 

Ley General de Archivos (LGA). Visible en: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/
pdf/LGA_150618.pdf

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/8/3632/11.pdf
https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/8/3632/11.pdf
http://www.omarguerrero.org/articulos/Secreciaytransparencia.pdf
http://www.omarguerrero.org/articulos/Secreciaytransparencia.pdf
http://www.diputados.gob.mx/sedia/sia/redipal/CRV-V-19-12.pdf
http://www.diputados.gob.mx/sedia/sia/redipal/CRV-V-19-12.pdf
https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/encuci/2020/doc/ENCUCI_2020_Presentacion_Ejecutiva.pdf
https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/encuci/2020/doc/ENCUCI_2020_Presentacion_Ejecutiva.pdf
https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/9/4038/16.pdf
https://www.redalyc.org/pdf/509/50903206.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/14_110820.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LDFEFM_300118.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFRCF_110121.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFPCA_270117.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFPCA_270117.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGA_150618.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGA_150618.pdf


94 Vocabulario Constitucional de la Fiscalización en México

Ley General de Contabilidad Gubernamental (LGCG). Visible en: http://www.diputados.
gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGCG_300118.pdf 

Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción. Visible en: http://www.diputados.gob.
mx/LeyesBiblio/pdf/LGSNA.pdf

Ley General de Responsabilidades Administrativas. Visible en: http://www.diputados.gob.
mx/LeyesBiblio/pdf/LGRA_130420.pdf 

Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas (LOPySR). Visible en: 
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/56_200521.pdf 

Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República. Visible en: http://www.diputados.
gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LOFGR_130420.pdf 

Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa. Visible en: http://www.
diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LOTFJA.pdf  

Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros (LPDUSF). Visible 
en: https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/174496/Ley_de_
Protecci_n_y_Defensa_al_Usuario_de_Servicios_Financieros.pdf Fecha de 
consulta: 26/03/2021

López Ayllón, Sergio, (2017): “La transparencia gubernamental”, en: Salazar Ugarte, 
Pedro y Esquivel, Gerardo, (Coordinadores): Cien ensayos para el centenario. 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tomo 2: Estudios 
jurídicos. IIJ-UNAM, Instituto Belisario Domínguez del Senado de la República. 
Visible en: https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/9/4319/19.pdf 

Lukes, Steven (1985, [1974]): El poder: Un enfoque radical. Buenos Aires: Siglo XXI, 189 pp.
Manual de Contabilidad Gubernamental, Capítulo I inciso I. Visible en: https://www.

conac.gob.mx/work/models/CONAC/normatividad/NOR_01_01_004.pdf 
Matamoros Franco, Nora María y Rivas Prats, Fermín Edgardo (2020): “Voz <<Ciudadanía>> 

en Herrera Tapia Francisco y Estrada Rodríguez, José Luis, Vocabulario de 
la sociedad civil la ruralidad y los movimientos sociales en América Latina. 
MNEMOSYNE/Universidad Autónoma del Estado de México.

Meini, Iván, (2013): “La pena: función y presupuestos”. Revista Derecho PUCP, No. 71. 
pp. 141-167.

Ministerio de Hacienda Gobierno de Chile, (MHGC), (2001) “Evaluación de Programas e 
Indicadores de Desempeño: Transparencia y Mejoramiento de los Procedimientos 
para la Elaboración y Discusión Presupuestaria”. Visible en: https://www.dipres.
gob.cl/598/articles-89670_doc_pdf.pdf (página consultada el 29 de marzo de 
2021).

Mokate, Karen, (1999): Eficacia, Eficiencia, Equidad y Sostenibilidad ¿Qué Queremos 
Decir? CEPAL. Visible en: https://www.cepal.org/ilpes/noticias/paginas/9/37779/
gover_2006_03_eficacia_eficiencia.pdf 

Navarrete-Frías, Ana María, (2009): “La responsabilidad del Estado y su adecuación 
a parámetros interamericanos”, en Revista Estudios Socio-Jurídicos, vol. 11, 
núm. 2, julio-diciembre, pp. 335-376. Universidad del Rosario Bogotá, Colombia. 
Visible en: https://www.redalyc.org/pdf/733/73313667012.pdf 

Naveira Zarra, Maita María, (2004): El Resarcimiento del Daño En La Responsabilidad Civil 
Extracontractual. Universidad da Coruña. Facultade de Dereito. Departamento 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGCG_300118.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGCG_300118.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGSNA.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGSNA.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGRA_130420.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGRA_130420.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/56_200521.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LOFGR_130420.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LOFGR_130420.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LOTFJA.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LOTFJA.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/174496/Ley_de_Protecci_n_y_Defensa_al_Usuario_de_Servicios_Financieros.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/174496/Ley_de_Protecci_n_y_Defensa_al_Usuario_de_Servicios_Financieros.pdf
https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/9/4319/19.pdf
https://www.conac.gob.mx/work/models/CONAC/normatividad/NOR_01_01_004.pdf
https://www.conac.gob.mx/work/models/CONAC/normatividad/NOR_01_01_004.pdf
https://www.dipres.gob.cl/598/articles-89670_doc_pdf.pdf
https://www.dipres.gob.cl/598/articles-89670_doc_pdf.pdf
https://www.cepal.org/ilpes/noticias/paginas/9/37779/gover_2006_03_eficacia_eficiencia.pdf
https://www.cepal.org/ilpes/noticias/paginas/9/37779/gover_2006_03_eficacia_eficiencia.pdf
https://www.redalyc.org/pdf/733/73313667012.pdf


95Vocabulario Constitucional de la Fiscalización en México

de Dereito Privado. Visible en: https://core.ac.uk/download/pdf/61896494.pdf 
Ocampo García de Alba, Guadalupe Blanca Leticia, (2016): Sistema Nacional de 

Fiscalización en el marco de los desafíos para la rendición de cuentas en 
México Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación. 
Unidad de Evaluación y Control. LXIII Legislatura. Cámara de Diputados del H. 
Congreso de la Unión. Visible en: http://archivos.diputados.gob.mx/Centros_
Estudio/UEC/prods/SISTEMA%20NACIONA%20DE%20FISCALIZACION.pdf 

Oliveros Lara, Rafael Manuel, (2017): Poder, representación y mandato, en Adame 
López, Ángel Gilberto (Coord.): Homenaje a Miguel Ángel Zamora y Valencia. 
Colección Colegio de Notarios del Distrito Federal- Facultad de Derecho UNAM.

Pina, Rafael, de (1993): Derecho Civil Mexicano. Tomo I. Porrúa.
Pineda Ortega, Pablo, (2017): “Coordinación entre los órdenes de gobierno: el caso 

de la Seguridad Pública en Jalisco”, en Espacios Públicos, año 20, núm. 
49, mayo-agosto, pp. 107-123. Visible en: http://www.politicas.uaemex.mx/
espaciospublicos/images/stories/espu49_6_coordinacion.pdf 

Priego Hernández, Oscar; Ramírez Martínez, Miguel A. y García Rodríguez, José Félix, 
(2018): “Fiscalización, Transparencia y Rendición de Cuentas en México”, en 
Horizontes de la Contaduría en las Ciencias Sociales, Año 5, Número 9, Julio-
Diciembre. Visible en: https://www.uv.mx/iic/files/2018/12/Num09-Art13-102.pdf 

Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. Visible 
en: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/regley/Reg_LFPRH_131120.pdf 

Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública 
(RISFP). Visible en: https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.
php?codigo=5591703&fecha=16/04/2020#:~: text=%2D%20La%20
Secretar%C3%ADa%20de%20la%20Funci%C3%B3n,a%20cabo%20las%20
Dependencias%2C%20incluyendo 

Ríos Granados, Gabriela, (Coord.) (2002): Conceptos de Reforma Fiscal. IIJ-UNAM. 
Visible en: https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/1/430/4.pdf 

Rivas Prats, Fermín Edgardo, (2016): “El mapa mental de la representación política en 
México” en Diálogo NA, Revista de Reflexión y opinión pública de Nueva Alianza 
Tlaxcala. Año 1. No. 2 Enero-Junio. Visible en: https://www.natlaxcala.mx/wp-
content/uploads/2016/12/DIALOGOS-DOS.pdf 

Rojas A., Luis Emilio, (2011): “Perjuicio patrimonial e imputación objetiva”, en Revista de 
Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, XXXVII (Valparaíso, 
Chile, 2º Semestre), pp. 415 – 434.

Rosas, Maria Cristina, (2001): “Las sanciones económicas y los derechos humanos: 
algunas consideraciones para el debate”. Revista de la Facultad de Economía 
BUAP. Año 6, Num18. Visible en: https://www.redalyc.org/pdf/376/37601807.pdf 

Sánchez, Gabriela; Sarvide, Laura, (1993). ESPIRAL in. PASOS: Año V. N°5, México.
Sánchez Aguilar, Silvia Leticia y Navarro Mayorga, Eduardo, (2016): Lineamientos básicos 

para la creación de programas sociales nuevos. Secretaría de Desarrollo Social 
y Regional Gobierno del Estado de San Luis Potosí. Visible en: http://www.
sedesore.gob.mx/sedesore/files/programas_sociales/lineamientos/creacion_
programas_sociales.pdf 

https://core.ac.uk/download/pdf/61896494.pdf
http://archivos.diputados.gob.mx/Centros_Estudio/UEC/prods/SISTEMA%20NACIONA%20DE%20FISCALIZACION.pdf
http://archivos.diputados.gob.mx/Centros_Estudio/UEC/prods/SISTEMA%20NACIONA%20DE%20FISCALIZACION.pdf
http://www.politicas.uaemex.mx/espaciospublicos/images/stories/espu49_6_coordinacion.pdf
http://www.politicas.uaemex.mx/espaciospublicos/images/stories/espu49_6_coordinacion.pdf
https://www.uv.mx/iic/files/2018/12/Num09-Art13-102.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/regley/Reg_LFPRH_131120.pdf
https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/1/430/4.pdf
https://www.natlaxcala.mx/wp-content/uploads/2016/12/DIALOGOS-DOS.pdf
https://www.natlaxcala.mx/wp-content/uploads/2016/12/DIALOGOS-DOS.pdf
https://www.redalyc.org/pdf/376/37601807.pdf
http://www.sedesore.gob.mx/sedesore/files/programas_sociales/lineamientos/creacion_programas_sociales.pdf
http://www.sedesore.gob.mx/sedesore/files/programas_sociales/lineamientos/creacion_programas_sociales.pdf
http://www.sedesore.gob.mx/sedesore/files/programas_sociales/lineamientos/creacion_programas_sociales.pdf


96 Vocabulario Constitucional de la Fiscalización en México

Sánchez Galán, Javier, (2016). Beneficio económico. Economipedia.com
Sánchez Vega, Alejandro, (1991). Contrabando y sus equiparables como delitos graves, 

México, SISTA.
Saltalamacchia, Homero R. y Ziccardi, Alicia (2004). Las ciudades mexicanas 

y el buen gobierno local: una metodología para su evaluación. Visible 
en: http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0188-
25032005000100002#:~:text=Se%20designa%20como%20%22gobierno%20
local,el%20%C3%A1mbito%20de%20gobierno%20municipal.&text=Estos%20-
gobiernos%20municipales%20forman%20parte,delegaciones%20o%20
demarcaciones%20pol%C3%ADtico%2Dadministrativas 

Secretaria de Hacienda y Crédito Publico/Subsecretaría de Egresos (SHCP/SE), (2015): 
Glosario de Términos más Usuales en la Administración Pública Federal. Visible 
en: .http://fcaenlinea1.unam.mx/anexos/1721/Documentos/u1_glosarioap.pdf 

Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), (1996). Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. T. III: p. 128.

Transparencia Internacional, (TI), (2020). Índice de la percepción de la corrupción 2020. 
TI. Visible en:  https://www.transparency.org/es/news/cpi-2020-global-highlights 

Treviño García, Ricardo, (2002): La persona y sus atributos. Universidad Autónoma de 
Nuevo León. Visible en: https://www.corteidh.or.cr/tablas/23961.pdf 

Ugalde, Luis Carlos (2002): La Rendición de Cuentas en los Gobiernos Estatales y 
Municipales. Serie: Cultura de la Rendición de Cuentas. No- 4. Auditoría Superior 
de la Federación (ASF). Visible en: https://www.asf.gob.mx/uploads/63_Serie_
de_Rendicion_de_Cuentas/Rc4.pdf 

Unidad de Planeación, Vinculación y Asuntos Internacionales de la de la Comisión 
Federal de Competencia Económica, (UPVyAI/COFESE), (2021): Sistema de 
Evaluación del Desempeño Institucional 2018-2021. Comisión Federal de 
Competencia Económica (COFESE). Visible en: https://www.cofece.mx/wp-
content/uploads/2019/03/SEDI-2018-2021.pdf 

Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM) (2007) Aproximación al Concepto 
de Autonomía Técnica y de Gestión. Visible en: https://www.asf.gob.mx/
uploads/78_Estudios_sobre_la_percepcion_de_la_ASF/InsInvJurcomp.pdf

Valencia Carmona, Salvador, (2017): El municipio mexicano: génesis, evolución y 
perspectivas contemporáneas. Instituto Nacional de Estudios Históricos de las 
Revoluciones de México. Visible en: https://inehrm.gob.mx/recursos/Libros/
elmunicipiomexicano.pdf 

Vargas López, Gabriela Sarahí, (2013): “La evaluación del desempeño a los programas 
sociales como mecanismo de asignación presupuestal” Revista Universitaria 
Digital en Ciencias Sociales. Vol. 4 No. 6, febrero 2013. Visible en: http://virtual.
cuautitlan.unam.mx/rudics/wp-content/uploads/2014/11/CAP%C3%8DTULO-5-
VOLUMEN-6.pdf 

Villoro Toranzo, Miguel, (2012): Introducción al Estudio del Derecho. Porrúa.

http://fcaenlinea1.unam.mx/anexos/1721/Documentos/u1_glosarioap.pdf
https://www.transparency.org/es/news/cpi-2020-global-highlights
https://www.corteidh.or.cr/tablas/23961.pdf
https://www.asf.gob.mx/uploads/63_Serie_de_Rendicion_de_Cuentas/Rc4.pdf
https://www.asf.gob.mx/uploads/63_Serie_de_Rendicion_de_Cuentas/Rc4.pdf
https://www.cofece.mx/wp-content/uploads/2019/03/SEDI-2018-2021.pdf
https://www.cofece.mx/wp-content/uploads/2019/03/SEDI-2018-2021.pdf
https://www.asf.gob.mx/uploads/78_Estudios_sobre_la_percepcion_de_la_ASF/InsInvJurcomp.pdf
https://www.asf.gob.mx/uploads/78_Estudios_sobre_la_percepcion_de_la_ASF/InsInvJurcomp.pdf
https://inehrm.gob.mx/recursos/Libros/elmunicipiomexicano.pdf
https://inehrm.gob.mx/recursos/Libros/elmunicipiomexicano.pdf
http://virtual.cuautitlan.unam.mx/rudics/wp-content/uploads/2014/11/CAP%C3%8DTULO-5-VOLUMEN-6.pdf
http://virtual.cuautitlan.unam.mx/rudics/wp-content/uploads/2014/11/CAP%C3%8DTULO-5-VOLUMEN-6.pdf
http://virtual.cuautitlan.unam.mx/rudics/wp-content/uploads/2014/11/CAP%C3%8DTULO-5-VOLUMEN-6.pdf


ASF
2021


	Forros
	Vocabulario_3V
	_Hlk60928498
	_Hlk66685259
	_Hlk66687808
	_Hlk66690886
	_Hlk66693354
	_Hlk67917547
	_Hlk68515387
	_Hlk68516077
	_Hlk68686642
	_Hlk68690129
	_Hlk57813365
	_Hlk55825775
	_Hlk54873046
	_Hlk69983074
	_Hlk72167384
	_Hlk72167557
	_Hlk55473288
	_Hlk72926867
	_Hlk74315006
	_Hlk55998128
	_Hlk76034990
	_Hlk76036288
	_Hlk76378498
	_Hlk76648764
	_Hlk76664262
	_Hlk67678267
	_Hlk68687469
	_Hlk68689491
	_Hlk67599772
	_Hlk67600103
	_Hlk76723569
	_Hlk75783239
	_Hlk75782271
	_Hlk70938070
	_Hlk70938241
	_Hlk75263994
	_Hlk75287455
	_Hlk75283265
	_Hlk75288155
	_Hlk75347863
	_Hlk76403489
	_Hlk66688573
	_Hlk76640997

	Forros



